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AG/DEC. 36 (XXXIV-O/04)

DECLARACIÓN DE QUITO SOBRE DESARROLLO SOCIAL 
Y DEMOCRACIA FRENTE A LA INCIDENCIA DE LA CORRUPCIÓN

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)

Los Ministros de Relaciones Exteriores y Jefes de Delegación de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos, reunidos en Quito, Ecuador, con ocasión del trigésimo cuarto período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos,

TENIENDO PRESENTE que, desde su inicio, el proceso de Cumbres de las Américas se ha preocupado de la lucha contra la corrupción y que este tema ha merecido la atención de nuestros Jefes de Estado y de Gobierno;

REITERANDO que el desarrollo social y la democracia son objetivos esenciales de la OEA y de sus Estados miembros; 


RECORDANDO que la Carta Democrática Interamericana declara que los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla y al mismo tiempo establece que son componentes fundamentales del ejercicio de la democracia: la transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad y la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública;


TENIENDO EN CUENTA la “Declaración de Santiago sobre Democracia y Confianza Ciudadana: Un nuevo compromiso de Gobernabilidad para las Américas” (AG/DEC.31 XXXIII-O/03 y la resolución AG/RES 1960 (XXXIII-O/03) “Programa de Gobernabilidad Democrática en las Américas”;


DESTACANDO la Declaración sobre Seguridad en las Américas en que, dentro de un enfoque multidimensional, se reconoce a la corrupción como una nueva amenaza a la seguridad de los Estados que socava las instituciones públicas y privadas y la confianza de la sociedad, genera grandes daños económicos, compromete la estabilidad, erosiona el estado de derecho y vulnera la capacidad gubernamental para responder a otras amenazas a la seguridad;
RECORDANDO el mandato de la Declaración de Nuevo León, adoptada por la Cumbre Extraordinaria de las Américas, que establece el compromiso de aunar esfuerzos en el marco de la Convención Interamericana contra la Corrupción, particularmente a través del fortalecimiento del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de este instrumento;


REAFIRMANDO nuestra voluntad de continuar instrumentando los Planes de Acción de las Cumbres de las Américas, así como los compromisos asumidos en la Declaración de la  Cumbre del Milenio;

RECORDANDO que la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (Convención de Mérida) señala que la corrupción ha dejado de ser un problema local para convertirse en un fenómeno transnacional que afecta a todas las sociedades y economías, lo que hace esencial la cooperación internacional para prevenirla y luchar contra ella; 

RECORDANDO ASIMISMO que la Convención de Mérida afirma que los casos de corrupción entrañan vastas cantidades de activos, los cuales pueden constituir una proporción importante de los recursos de los Estados, y que amenazan la estabilidad política y el desarrollo sostenible de esos Estados;  
CONVENCIDOS que el multilateralismo y la cooperación entre estados soberanos  juegan un papel importante en el apoyo a los esfuerzos nacionales para consolidar la democracia, promover el desarrollo social, y luchar contra la corrupción;


RECONOCIENDO que el alivio de la deuda externa puede ser un factor crítica para liberar recursos que pueden encausarse hacia actividades que promuevan la inversión social de los Estados y el fortalecimiento de la democracia;

RECONOCIENDO:


Que la Convención Interamericana contra la Corrupción es el instrumento jurídico más importante a nivel interamericano para el combate a la corrupción, en la medida que establece medios de cooperación indispensables en la lucha  contra este flagelo y promueve así acciones internacionales para prevenirlo, detectarlo y sancionarlo; 

Los esfuerzos desarrollados por los Estados miembros para implementar los compromisos contraídos en la Convención Interamericana a contra la Corrupción, así como su participación en el Mecanismo de Seguimiento de la misma; y

La importancia de las “Conclusiones y recomendaciones de medidas concretas para fortalecer el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC) adoptadas por la Primera Conferencia de Estados Parte del Mecanismo, realizada en la sede de la OEA el 1 y 2 de abril de 2004; y


DESTACANDO la reciente adopción de la Convención de Mérida como un eficaz y moderno instrumento en el combate a la corrupción, toda vez que establece, entre otros: la obligación de los Estados Parte de adoptar medidas preventivas y de penalizar una amplia gama de actos de corrupción; de prestarse la más amplia cooperación para la extradición, la asistencia jurídica recíproca, de conformidad con la legislación nacional y las normas internacionales aplicables, y el decomiso del producto del delito; de proporcionar asistencia técnica y crear un mecanismo para la restitución de los activos producto de la corrupción a sus legítimos propietarios anteriores; y haciendo un llamado a su pronta ratificación con objeto de asegurar su entrada en vigor y la puesta en marcha de sus mecanismos,

DECLARAN:

1. 
Que el desarrollo, la democracia y la lucha contra la corrupción son temas que guardan profunda relación entre sí y que, por lo tanto, deben ser tratados por nuestros países.

2.
Que el fenómeno mundial de la corrupción representa un grave obstáculo para el desarrollo social de nuestros pueblos y ha merecido la atención  de nuestros Jefes de Estado y de Gobierno a través del proceso de Cumbres de las Américas. en ese sentido, reafirmamos nuestro compromiso en la lucha contra la corrupción, que atenta contra la democracia y la gobernabilidad democrática, debilita las instituciones, compromete el desarrollo económico y social y la lucha contra la pobreza, mina la confianza ciudadana y afecta la estabilidad política. 


3. 
Que en el marco de la legislación nacional y las normas internacionales aplicables, nos comprometemos a negar acogida a funcionarios corruptos, a quienes los corrompen y a los bienes productos de la corrupción así como a cooperar en su extradición y en la recuperación y restitución de los activos originados en la corrupción a sus legítimos propietarios,  para lo cual debemos perfeccionar los mecanismos regionales de asistencia judicial mutua en materia penal. 
4.
 Su preocupación por las prácticas corruptas, ilegales y fraudulentas en la administración de algunas empresas nacionales y transnacionales, que afectan negativamente las economías, en particular las de los países en desarrollo, sus productores y consumidores.


5.
Reafirmar el compromiso de intensificar nuestros esfuerzos para combatir la corrupción y otras prácticas no éticas en los sectores público o privado, fortaleciendo una cultura de transparencia y una gestión pública más eficiente.


6.
Su disposición a promover la adopción, conforme a los principios fundamentales de la legislación interna, las medidas legislativos y de otro género que sean necesarias para que las autoridades competentes del estado requerido puedan devolver los bienes decomisados o confiscados al Estado requirente, en caso de apropiación fraudulenta de fondos públicos o de lavado de fondos públicos que hayan sido objeto de apropiación fraudulenta. 


7.
La trascendencia de que la comunidad internacional realice un esfuerzo concertado con los Estados del Hemisferio en la lucha contra la corrupción y la impunidad, brindándoles la más amplia cooperación en el marco de los tratados y leyes aplicables, para permitir que quienes han cometido actos de corrupción desde el poder político en contra de esos Estados, sean juzgados por sus tribunales nacionales y respondan ante ellos.


8.
Que el pluralismo político y los partidos políticos sólidos son elementos esenciales de la democracia. Destacamos la importancia de normas que aseguren la transparencia de sus finanzas, eviten la corrupción y el riesgo de influencias indebidas y alienten un alto nivel de participación electoral.  


9.
Que la prevención y la erradicación de la corrupción son responsabilidad compartida de todos los Estados y que éstos deben cooperar entre sí, con el apoyo y la participación de la sociedad civil, las organizaciones no gubernamentales y las  de base comunitaria, así como el sector privado, entre otros, para que sus esfuerzos en este ámbito sean eficaces. 


10.
Que la lucha contra la corrupción debe realizarse con apego a los principios de transparencia y rendición de cuentas de la gestión gubernamental, de equidad, de responsabilidad e igualdad ante la ley, de las normas del debido proceso en los procesos penales y en los procedimientos civiles o administrativos sobre derechos de propiedad, así como la necesidad de salvaguardar la integridad y fomentar una cultura de rechazo de la corrupción.  


11.
Que la cooperación internacional contra la corrupción debe ser respetuosa de la soberanía y de la integridad territorial de los Estados y del principio de no intervención en los asuntos internos. 
12.
Que la Convención Interamericana contra la Corrupción es el marco para la acción colectiva y la cooperación hemisférica en este campo. Destacamos nuestro compromiso de fortalecer el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención, y en este sentido, hacemos nuestras las conclusiones y recomendaciones de medidas concretas para fortalecer el MESICIC.
13.
Igualmente, la importancia de que en la Conferencia de los Estados Parte de la Convención, a reunirse en Managua, Nicaragua del 8 al 9 de julio próximo, en cumplimiento del mandato de la Cumbre Extraordinaria de las Américas,  se adopten medidas concretas adicionales para aumentar la transparencia y combatir la corrupción en el Hemisferio. 


14.
Su decidido respaldo a la ejecución del “Programa Interamericano para Combatir la Corrupción” y “Red Interamericana de Cooperación contra la Corrupción” establecida en el marco de la OEA.

15.
Que los medios de comunicación y los distintos actores de la sociedad civil deben jugar un rol fundamental en la prevención y lucha contra la corrupción, de acuerdo con la legislación nacional y las normas internacionales aplicables, su actuación responsable contribuye a la cultura de la transparencia, buen gobierno y valores democráticos. 

16.
Que el acceso a la información pública sustenta la transparencia gubernamental  y contribuye a impedir la impunidad al permitir la detección de actos de corrupción. Nos comprometemos a promover medidas adicionales para incrementar la transparencia gubernamental.

17.
Que el fortalecimiento y respeto del estado de derecho, la defensa de los derechos humanos y las libertades fundamentales, el progreso económico, el bienestar y la justicia social, la transparencia y la rendición de cuentas en los asuntos públicos, la promoción de diversas formas de participación ciudadana y la generación de oportunidades para todos, son fundamentales para promover y consolidar la democracia representativa.

18.
Su compromiso a avances para superar la pobreza, el hambre y la desigualdad social, y el desarrollo del Programa Interamericano contra la Pobreza a través de la recientemente revigorizada Comisión Interamericana de Desarrollo Social.

19.
La importancia de intensificar las acciones, en particular a través de la cooperación internacional y el intercambio de información, mejores prácticas y visiones comunes sobre los compromisos anticorrupción existentes, adoptados por nuestros gobiernos, incluyendo aquellos establecidos en la Convención Interamericana contra la Corrupción, la Declaración de Nuevo León, y la Convención de Mérida, según sea apropiado. 
AG/RES. 1977 (XXXIV-O/04)

DESIGNACIÓN DE MUJERES PARA CARGOS EJECUTIVOS
SUPERIORES EN LA OEA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el informe de la Secretaría General al Consejo Permanente (CP/doc.3878/04), en particular en lo que se refiere a la designación de mujeres para cargos ejecutivos superiores en la OEA;

TENIENDO EN CUENTA el artículo 120 de la Carta de la Organización de los Estados Americanos y el artículo 37 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General, que estipulan que para integrar el personal de la Secretaría General se tendrá en cuenta, en primer término, la eficiencia, competencia y probidad, pero se dará importancia, al propio tiempo, a la necesidad de que el personal sea escogido, en todas las jerarquías, con un criterio de representación geográfica tan amplio como sea posible; y el artículo 137 de la Carta de la Organización, que dice que la Organización de los Estados Americanos no admite restricción alguna por cuestión de raza, credo o sexo en la capacidad para desempeñar cargos en la Organización y participar en sus actividades;
CONSIDERANDO que en las resoluciones AG/RES.  1627 (XXIX-O/99), AG/RES. 1790 (XXXI-O/01), AG/RES. 1872 (XXXII-O/02) y AG/RES. 1954 (XXXIII-O/03), “Designación de mujeres para cargos ejecutivos superiores en la OEA”, se instó al Secretario General a que fijara el objetivo de lograr que para el año 2005 las mujeres ocuparan el 50% de los puestos en todas las categorías del sistema de la OEA;
CONSIDERANDO TAMBIÉN que el Programa Interamericano sobre Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género, adoptado por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES.  1732 (XXX-O/00), pide que la Secretaría General de la OEA “lleve a la práctica medidas que aseguren el acceso pleno e igualitario de hombres y mujeres a puestos de todas las categorías del sistema de la OEA, en particular en los cargos de toma de decisiones”;

REAFIRMANDO el compromiso expresado al más alto nivel en el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas de promover la equidad e igualdad de género y los derechos humanos de la mujer fortaleciendo y alentando la plena e igualitaria participación en la toma de decisiones a todo nivel, el empoderamiento de la mujer y la igualdad de oportunidades para ejercer liderazgo;  

REAFIRMANDO TAMBIÉN que en la Declaración de Nuevo León se reconoció que el empoderamiento de la mujer, su plena e igualitaria participación en el desarrollo de nuestras sociedades y su igualdad de oportunidades para ejercer liderazgo son fundamentales para la reducción de la pobreza, la promoción de la prosperidad económica y social y el desarrollo sostenible centrado en el ser humano;
RECONOCIENDO que asegurar igualdad de oportunidades para las mujeres en cargos de liderazgo y de toma de decisiones es sólo uno de los elementos importantes de un continuo de acciones, políticas y actividades necesarias para lograr la igualdad de género en el lugar de trabajo y mejorar la integración de la perspectiva de género en toda la OEA;

TENIENDO EN CUENTA el informe de la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios en el cual transmite las recomendaciones con respecto al informe final de Deloitte & Touche sobre el estudio de la administración y la resolución AG/RES.  ….  relativa a la modernización de la Secretaría General de la OEA; y

VISTA la distribución de profesionales por grado y género que se anexa al informe (CP/doc. 3878/04),

RESUELVE:

1. Instar al Secretario General a:
a) lograr para el año 2005 el objetivo de que las mujeres ocupen el 50% de los puestos en cada grado en los órganos, organismos y entidades de la OEA, en particular de nivel P-5 y superiores, a fin de lograr un equilibrio de género en todos los niveles en la OEA, teniendo presente el criterio de representación geográfica en los cargos profesionales;
b) continuar fijando la equidad e igualdad de género, lo cual incluye igualdad de oportunidades para hombres y mujeres a todo nivel, como una de las prioridades de sus esfuerzos encaminados a establecer una nueva cultura institucional en la Organización;
c) continuar su labor de establecer políticas de igualdad de género en el lugar de trabajo y responsabilizar a cada jefe de rendir cuentas sobre la aplicación de estas políticas;
d) nombrar a mujeres como representantes y enviadas especiales para representar al Secretario General en cuestiones relacionadas con todas las áreas y todos los sectores; y
e) tener en cuenta el objetivo del equilibrio de género y el criterio de representación geográfica cuando provea vacantes en la OEA, especialmente en cargos de mayor jerarquía.
2. Solicitar al nuevo Secretario General que tenga en cuenta la presente resolución al preparar su plan de reestructuración, tomando en consideración también el informe final de Deloitte & Touche sobre el estudio de las operaciones de la Secretaría General, las recomendaciones de la CAAP con respecto al mismo informe y los resultados de la sesión privada del Consejo Permanente del 21 y 22 de junio convocada para reflexionar sobre el papel que debe desempeñar la Organización en el Hemisferio … y cómo la Secretaría General deberá organizarse para prestar apoyo a ese papel.

3. Instar a todos los Estados Miembros a prestar su apoyo a los esfuerzos del Secretario General y de la Presidenta de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) identificando y presentando regularmente, por medio de las misiones permanentes ante la OEA, a las candidatas más calificadas para ocupar cargos de confianza en la Organización y alentar a más mujeres a postularse para puestos vacantes, que se habrán difundido ampliamente en todos los Estados Miembros.
4. Exhortar a los órganos, organismos y entidades de la OEA a que:

a) cumplan la meta del año 2005 y continúen acelerando el reclutamiento de mujeres calificadas para puestos vacantes;
b) incluyan el objetivo de mejorar el equilibrio de género en sus planes de acción de gestión de recursos humanos; y
c) incentiven, como una de las acciones de seguimiento del proyecto de integración de la perspectiva de género emprendido por la Secretaría General de la OEA, la realización de actividades concretas para atender las cuestiones de género en el lugar de trabajo, según las circunstancias particulares de los departamentos y oficinas. 

5. Solicitar al Secretario General que haga un seguimiento estricto del progreso registrado  por los órganos, organismos y entidades de la Organización en el logro del objetivo de que para el año 2005 las mujeres ocupen el 50% de los puestos en cada grado, que mantenga informado al Consejo Permanente sobre el cumplimiento de la presente resolución, proporcionándole una actualización anual con estadísticas pertinentes del Departamento de Servicios de Recursos Humanos e información detallada sobre las estrategias y medidas adoptadas para aplicar esta resolución y lograr ese objetivo, y que informe al respecto a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones.
AG/RES. 1979 (XXXIV-O/04)

SEGUIMIENTO A LA CONFERENCIA DE MONTERREY SOBRE
LA FINANCIACIÓN PARA EL DESARROLLO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS:

Las resoluciones CIDI/RES. 114 (VII-O/02), CIDI/RES. 128 (VIII-O/03), AG/RES. 1865 (XXXII-O/02) y AG/RES. 1911 (XXXIII-O/03) “Seguimiento a la Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo”, así como CIDI/RES. 129 (VIII-O/03) y AG/RES. 1913 (XXXIII-O/03) “Fortalecimiento de la Cooperación Solidaria”;

El “Consenso de Monterrey” adoptado durante la Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo de la Organización de las Naciones Unidas que tuvo lugar en Monterrey, México, del 18 al 22 de marzo de 2002;

CONSIDERANDO:

Que el proceso de Cumbre de las Américas ha establecido prioridades políticas a nivel hemisférico que coinciden con los postulados acordados en la Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo de la Organización de las Naciones Unidas y que tienen como objetivo crear mayor prosperidad e incrementar las oportunidades económicas y, al mismo tiempo, fomentar la justicia social y desarrollar el potencial humano;

Que en el “El Consenso de Monterrey”, los Jefes de Estado y de Gobierno tomaron nota con preocupación del bajo volumen de recursos disponibles para alcanzar las metas de desarrollo convenidas internacionalmente;

Que “El Consenso de Monterrey” identifica como uno de sus objetivos la movilización de recursos financieros, el aprovechamiento de esos recursos y el logro a nivel nacional e internacional de las condiciones económicas necesarias para alcanzar las metas de desarrollo convenidas internacionalmente, en particular las consignadas en la Declaración del Milenio, de eliminar la pobreza, mejorar las condiciones sociales y los niveles de vida y proteger el medio ambiente;

Que en el “El Consenso de Monterrey”, los Jefes de Estado y de Gobierno reconocieron que el logro de las metas de desarrollo convenidas internacionalmente, incluso las establecidas en la Declaración del Milenio, requieren una nueva alianza entre los países desarrollados y en desarrollo, y se comprometieron a adoptar políticas racionales, promover una buena gestión pública en todos los niveles y respetar el estado de derecho;

Que el sistema interamericano y en particular la OEA cuenta con mecanismos, instancias y órganos  de cooperación multilateral sobre asuntos políticos, económicos y sociales encargados en promover la democracia, derechos humanos, lucha contra la corrupción, lucha contra las drogas y participación de la sociedad civil, entre otros, y por lo tanto,  posicionan a la OEA como un foro privilegiado dentro del sistema interamericano para coadyuvar con las Naciones Unidas en la implementación de los compromisos establecidos en el “Consenso de Monterrey” en el hemisferio;

Que la Comisión Ejecutiva Permanente del CIDI decidió crear el "Grupo de Trabajo encargado de identificar una Estrategia de Seguimiento de la Conferencia de Monterrey sobre Financiación para el Desarrollo" a fin de impulsar los trabajos conducentes al cumplimiento de los mandatos de las resoluciones CIDI/RES. 114 (VII-O/02) y AG/RES. 1865 (XXXII-O/02);

Que el Grupo de Trabajo encargado de identificar una  estrategia de seguimiento de la Conferencia sobre la Financiación para el Desarrollo de Monterrey adoptó su plan de trabajo el cual se encuentra contenido en el documento CEPCIDI/GT/FIN/doc.3/03 rev.3;

Que los elementos contenidos en dicho plan de trabajo coinciden en gran medida con aquellos siendo considerados en el proceso de fortalecimiento de la cooperación solidaria que se está desarrollando a nivel de la CEPCIDI;

Que los recursos para la celebración de reuniones en el ámbito de la CEPCIDI son extremadamente limitados, por lo que es necesario hacer el uso más eficaz y focalizado posible de ellos; y
Que la CEPCIDI considerará el plan de trabajo elaborado por el Grupo de Trabajo encargado de identificar una Estrategia de Seguimiento de la Conferencia de Monterrey sobre Financiamiento para el Desarrollo,

RESUELVE:

1. Tomar nota que la CEPCIDI continuará con el proceso de análisis del fortalecimiento de la cooperación solidaria para el desarrollo tomando en cuenta para ello, los resultados de la Conferencia de Monterrey así como los elementos contenidos en el Plan de Trabajo del mencionado Grupo, contenidos en el documento CEPCIDI/GT/FIN/doc.3/03 rev.3.

2. En el contexto del resolutivo anterior, encomendar al CIDI que continúe evaluando los mecanismos adecuados con los que la Organización de los Estados Americanos pueda apoyar a los Estados Miembros a vincularse a los instrumentos y mecanismos de financiamiento para el desarrollo identificados por la Conferencia de Monterrey.
3. Encomendar al CIDI que continúe las consultas con las instituciones Interamericanas, otros organismos multilaterales, países Observadores Permanentes y otros donantes, con la finalidad de  identificar e impulsar acciones concretas que apoyen a los Estados Miembros de la Organización a beneficiarse de los resultados de la Conferencia de Monterrey y que fortalezcan la cooperación solidaria para el desarrollo. 

4. Felicitar al Grupo de Trabajo de la CEPCIDI encargado de identificar una Estrategia de Seguimiento de la Conferencia de Monterrey sobre la Financiación para el Desarrollo por la labor desarrollada.

AG/RES. 1983 (XXXIV-O/04)

POBREZA, EQUIDAD E INCLUSIÓN SOCIAL

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las resoluciones CIDI/RES. 113 (VII-O/02), CIDI/RES. 130 (VIII-O/03), CIDI/RES. 145 (IX-O/03), AG/RES. 1854 (XXXII-O/02) AG/RES. 1962 (XXXIII-O/03) “Pobreza, Equidad e Inclusión Social” y CEPCIDI/RES. 90 (LXXXIX-O/03) "Reunión de Alto Nivel sobre Pobreza, Equidad e Inclusión Social";
TOMANDO EN CUENTA:

Que la Reunión de Alto Nivel sobre Pobreza, Equidad e Inclusión Social  se celebró en la Isla de Margarita, Venezuela, del 8 al  10 de octubre de 2003;

Que en dicha reunión se adoptó la “Declaración de Margarita”, documento RANPEIS/DEC. 1/03;
CONSIDERANDO:

Que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece en su Artículo 2. (g) que uno de los propósitos esenciales de la Organización consiste en la erradicación de la pobreza crítica que constituye un obstáculo al pleno desarrollo democrático de los pueblos del hemisferio;

Que la Declaración de la Tercera Cumbre de las Américas señala que "no deben escatimarse esfuerzos para liberar a los ciudadanos de las Américas de las condiciones deshumanizantes de la pobreza extrema";

Que la Declaración de Nuevo León de la Cumbre Extraordinaria de las Américas reconoce que la superación de la pobreza, el hambre y la desigualdad social son grandes retos que enfrentan muchos países del hemisferio en el siglo XXI;

Que en esa misma Declaración, los Jefes de Estado y de Gobierno urgen a la OEA a considerar cuidadosamente las recomendaciones aprobadas durante la Reunión de Alto Nivel sobre Pobreza, Equidad e Inclusión Social celebrada en Isla de Margarita, Venezuela, para fortalecer la agenda social hemisférica; 

Que la Carta Democrática Interamericana reafirma "que la lucha contra la pobreza, especialmente la eliminación de la pobreza crítica, es esencial para la promoción y consolidación de la democracia y constituye una responsabilidad común y compartida de los Estados Americanos";

La propuesta para instrumentar el proceso de seguimiento de la Reunión de Alto Nivel sobre Pobreza, Equidad e Inclusión Social, documento CEPCIDI/doc.594/03 así como la metodología para esa instrumentación, documento CEPCIDI/doc.611/04 corr.1;

Que en gran medida la instrumentación del proceso de seguimiento de la Reunión de Alto Nivel sobre Pobreza, Equidad e Inclusión Social se desarrollará en el ámbito de la Comisión Interamericana de Desarrollo Social. Sin embargo, la Declaración de Margarita propone específicamente al Consejo Permanente y al CIDI que consideren la necesidad de profundizar los compromisos asumidos en la Carta de la OEA, la Carta Democrática Interamericana y otros Instrumentos Internacionales relacionados con temas sociales, en lo referido a la promoción y observancia de los derechos económicos, sociales y culturales, y exploren la posibilidad de contar con un instrumento y mecanismos que respondan a este propósito;

Que la resolución AG/RES.1854 (XXXII-O/02) instruye al Consejo permanente y al CIDI para que, de manera conjunta y a la luz de los resultados de la reunión de Margarita, definan nuevas acciones para fortalecer los mecanismos de cooperación existentes con el objeto de apoyar a los Estados Miembros de la OEA en el combate a la pobreza; y
Que el CIDI ha tomado nota del  informe final de la Reunión de Alto Nivel sobre Pobreza, Equidad e Inclusión Social, contenidos en el documento RANPEIS/doc. 6/03,

RESUELVE:

1. Instruir al Consejo Permanente y al CIDI que consideren cuidadosamente las recomendaciones aprobadas durante la Reunión de Alto Nivel sobre Pobreza, Equidad e Inclusión Social.

2. Felicitar y agradecer al Gobierno de Venezuela por el esfuerzo realizado en la organización y celebración de la Reunión de Alto Nivel sobre Pobreza, Equidad e Inclusión Social.

3. Hacer suya la “Declaración de Margarita” adoptada en ocasión de la Reunión de Alto Nivel sobre Pobreza, Equidad e Inclusión Social que se acompaña a esta resolución.

4. Tomar nota de la propuesta para instrumentar el proceso de seguimiento de la Reunión de Alto Nivel sobre Pobreza, Equidad e Inclusión Social, documento CEPCIDI/doc.594/03 así como la metodología para esa instrumentación, documento CEPCIDI/doc.611/04 Corr.1

5. Acoger la propuesta hecha por la Reunión de Alto Nivel sobre Pobreza, Equidad e Inclusión Social de considerar la necesidad de profundizar los compromisos asumidos en la Carta de la OEA, la Carta Democrática Interamericana y otros Instrumentos Internacionales relacionados con temas sociales, en lo referido a la promoción y observancia de los derechos económicos, sociales y culturales, y de explorar la posibilidad de contar con un instrumento y mecanismos que respondan a este propósito, y encomendar al Consejo Permanente y al CIDI que procedan en ese sentido.

6. Solicitar al Consejo Permanente y al CIDI que informen sobre el cumplimiento de la presente resolución a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones.

DECLARACIÓN DE MARGARITA

Recomendaciones de la Reunión de Alto Nivel sobre Pobreza, Equidad e Inclusión Social

Nosotros, las autoridades de alto nivel de los Estados Miembros de la  Organización de los Estados Americanos, responsables de las políticas y programas de desarrollo social, reunidos en la Isla de Margarita, Venezuela, los días 8, 9 y 10 de octubre de 2003

CONSIDERANDO: 

Que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece como uno de sus propósitos esenciales la erradicación de la pobreza crítica, que constituye un obstáculo al pleno desarrollo democrático de los pueblos del Hemisferio, compromiso ratificado por las Resoluciones AG/RES 1854 (XXXII-O/02) y AG/RES 1962 (XXXIII-O/03), prioridad ésta que se inspira en los principios de solidaridad y cooperación interamericana, en la búsqueda de la equidad y justicia social y el desarrollo integral de sus pueblos. 

Que la Carta Democrática Interamericana reafirma “que la lucha contra la pobreza, especialmente la eliminación de la pobreza crítica, es esencial para la promoción y consolidación de la democracia y constituye una responsabilidad común y compartida de los Estados Americanos”;

Que la Declaración de Santiago sobre Democracia y Confianza Ciudadana: un nuevo compromiso de gobernabilidad para las Américas, señala que el fortalecimiento de la gobernabilidad democrática requiere la superación de la pobreza y de la exclusión social y la promoción del crecimiento económico con equidad, mediante políticas públicas y prácticas de buen gobierno que fomenten la igualdad de oportunidades, la educación, la salud y el pleno empleo.  

La Declaración del Milenio por intermedio de la cual los Jefes de Estado y de Gobierno del mundo  declararon que no escatimarán esfuerzos para liberar a los hombres, mujeres y niños, “de las condiciones abyectas y deshumanizadoras de la pobreza extrema.”, el Consenso de Monterrey sobre financiación para el desarrollo, así como los compromisos sobre desarrollo sostenible y los demás compromisos internacionales sobre desarrollo social asumidos en los ámbitos hemisférico, de Naciones Unidas y otros foros multilaterales. 

La importancia e interés en avanzar en los procesos de integración regional y subregional en el Hemisferio.

Que la Cumbre Extraordinaria de las Américas, a celebrarse en México, abordará los temas de crecimiento económico con equidad, desarrollo social y gobernabilidad democrática.

DECLARAMOS: 

1. Nuestra determinación y compromiso de combatir de forma urgente los graves problemas de la pobreza, la exclusión social y la inequidad, que afectan en distinta medida a los países del hemisferio, de enfrentar las causas que los generan y sus consecuencias, y de crear condiciones favorables para el desarrollo socioeconómico con equidad para promover sociedades más justas. 

2. Nuestro compromiso con el fortalecimiento de las políticas y los programas tendientes a facilitar procesos de inclusión social que permitan crear sociedades integradas; así como nuestra obligación especial con las personas, las familias -como núcleo básico de la sociedad- las comunidades, grupos que viven en la pobreza y los que se encuentran en una situación de vulnerabilidad, desventaja y marginación.

3. Nuestro compromiso de promover una mayor cooperación y coordinación entre sectores nacionales que tienen un rol en determinar políticas económicas y sociales, las  que deben ser mutuamente complementarias. 

4. Nuestro interés que se avance en el desarrollo de un sistema comercial internacional abierto y transparente a través de negociaciones bilaterales, regionales y globales que promueva el desarrollo económico y social, contribuya a la lucha contra la pobreza, a mejorar los niveles de vida y aumentar las oportunidades comerciales para todos. en ese sentido, instamos a un diálogo constructivo, en los foros apropiados, en temas como el acceso a mercados, subsidios y proteccionismo.
/ 
5. Que entre otros factores mencionados en el Consenso de Monterrey, la asistencia oficial al desarrollo y el alivio de la deuda externa, cuando sea apropiado, puede ayudar a mejorar las capacidades de algunos países para promover el desarrollo social y económico y debería ir acompañado de políticas macroeconómicas adecuadas. Por lo tanto, es necesario seguir trabajando hacia nuevas políticas financieras y económicas a nivel nacional e internacional, tomando en cuenta su dimensión social y los principios de responsabilidad compartida en este tema. 

6. Nuestro compromiso de redoblar esfuerzos, a nivel nacional, para trabajar en forma conjunta con administraciones municipales y regionales, el sector privado y demás actores de la sociedad civil, para  lograr una distribución más equitativa de los ingresos y aumentar las oportunidades económicas de nuestros pueblos. en este sentido, reconocemos el potencial que tienen las economías locales y regionales como motor de crecimiento. 

7. Nuestra disposición a promover y fortalecer iniciativas de cooperación en temas vinculados al combate a la pobreza, la exclusión social y la inequidad, en apoyo a los esfuerzos nacionales, basado en el principio de la cooperación solidaria para el desarrollo. en tal sentido, reiteramos la importancia de promover el intercambio de experiencias y mejores prácticas que contribuyan a la eliminación de la pobreza y la disminución de las brechas sociales en nuestros países, y de mejorar la coordinación de la acción multilateral, en especial entre los organismos del sistema interamericano, así como con las agencias internacionales y regionales de desarrollo. 

8. Que la ayuda oficial para el desarrollo, juega un papel esencial como complemento a otras fuentes de financiamiento para el desarrollo, especialmente en países con ingresos bajos y medios, que tienen menor capacidad para  atraer inversión privada directa. 

9. Que el buen gobierno, la transparencia y la rendición de cuentas son algunos de los elementos esenciales para hacer un uso eficiente de la ayuda oficial al desarrollo y de otros recursos disponibles.   

10. La importancia de proveer los recursos necesarios a los  mecanismos existentes dentro del sistema Interamericano que permitan establecer acciones efectivas en la lucha contra la pobreza y la necesidad de evaluar cualquier iniciativa que pudiera complementar dichos esfuerzos. 
/
11. Que, en el combate a la pobreza, la inequidad y la exclusión social, daremos prioridad a la eliminación del hambre, al acceso a una alimentación adecuada y agua potable,  al acceso para todos a los servicios sociales básicos, con atención especial a la educación de calidad y la protección social  de la salud.  

12. Que el acceso y las aplicaciones prácticas de los diferentes avances de la ciencia y la tecnología  e innovación son  claves  para la reducción de la pobreza y el mejoramiento del  nivel de vida. 

13. Nuestro compromiso con la promoción del trabajo digno, productivo y decente, el mejoramiento de las condiciones laborales, la creación de oportunidades de empleo y la elevación de la calificación de los trabajadores. 
14. La importancia de la Comisión Interamericana de Desarrollo Social para la formulación de políticas relacionadas con asuntos sociales y el fortalecimiento de los instrumentos existentes e iniciativas de cooperación en materia de combate a la pobreza, la exclusión social e inequidad, así como el fortalecimiento del programa Interamericano de Combate a la Pobreza y Discriminación. Alentamos a la  Comisión la celebración de una reunión en el 2004, y encomendamos a la Unidad de Desarrollo Social y Educación que apoye los trabajos de la Comisión Interamericana. 

15. Nuestro interés en que el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral evalúe la pertinencia de que los Ministros y Altas Autoridades Gubernamentales encargados de las políticas y planes de desarrollo social se reúnan periódicamente con el objetivo de trazar líneas concretas de acción conjunta, analizar necesidades de financiamiento e intercambiar experiencias. 

16. La necesidad de profundizar los compromisos asumidos en la Carta de la OEA, la Carta Democrática Interamericana y otros instrumentos internacionales relacionados a temas sociales, en lo referido a la promoción y observancia de los derechos, económicos, sociales y culturales. en ese sentido, proponemos que el Consejo Permanente y el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral consideren esta materia  y exploren la posibilidad de contar con un instrumento y mecanismos que respondan a este propósito. 
17. Expresamos nuestro compromiso de que el CIDI, como foro político hemisférico para el diálogo en el combate a la pobreza, contribuya al seguimiento, evaluación y supervisión de los Ocho Objetivos de desarrollo establecidos en la Declaración del Milenio para el año 2015. 

18. Exhortamos a que esta Declaración, sea considerada por el Consejo Interamericano de Desarrollo Integral y el Consejo Permanente para  determinar las acciones que resulten pertinentes.
AG/RES. 1985 (XXXIV-O/04)

INFORME DE LA TERCERA REUNIÓN DE
MINISTROS DE EDUCACIÓN EN EL ÁMBITO DEL CIDI

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las resoluciones CIDI/RES. 124 (VII-O/02) "Reuniones especializadas o sectoriales del CIDI", CEPCIDI/RES. 84 (LXXXVII-O/03) "Tercera Reunión de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI” y CIDI/RES.153 (IX-O/04) “Informe de la Tercera Reunión de Ministros de Educación en el ámbito del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI)”;

RECORDANDO que la Asamblea General instruyó a la Secretaría General para que prestara apoyo técnico y de secretaría a los ministros de educación para el seguimiento y la implementación de los mandatos de la Segunda y Tercera Cumbres de las Américas;

TENIENDO EN CUENTA:

Que los acuerdos alcanzados por los Ministros de Educación en el marco de la Segunda Reunión de Ministros de Educación establecieron la celebración de la Tercera Reunión de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI;

Que el Gobierno de México ofreció auspiciar la Tercera Reunión de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI;

Que la Segunda Reunión de la Comisión Interamericana de Educación se realizará en la sede de la Organización, los días 27 y 28 de septiembre de 2004, para dar seguimiento a las decisiones adoptadas por las autoridades sectoriales y en preparación de la Cuarta Reunión de Ministros de Educación, cuya celebración esta programada para el año 2005;

CONSIDERANDO:

Que la Tercera Reunión de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI se celebró del 11 al 13 de agosto de 2003, en la ciudad de México, México, con el apoyo técnico de la Unidad de Desarrollo Social y Educación y de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral; y

El informe final de la Tercera Reunión de Ministros de Educación y de las decisiones adoptadas por ésta, contenidos en el documento CIDI/RME/doc. 13/03,

RESUELVE:

1. Felicitar y agradecer al Gobierno de México por el esfuerzo realizado en la organización y celebración de la Tercera Reunión de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI.

2. Hacer suya la “Declaración desde México” adoptada por los ministros de educación del hemisferio en ocasión de su Tercera Reunión celebrada en el ámbito del CIDI y que se acompaña a esta resolución.

3. Encomendar a la Secretaría General que, a través de la Unidad de Desarrollo Social y Educación y en coordinación con la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, continúe apoyando el proceso de preparación y seguimiento de las reuniones del área sectorial de educación.

4. Solicitar al CIDI que informe sobre el cumplimiento de la presente resolución a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones.

DECLARACIÓN DESDE MÉXICO

Las ministras y los ministros de Educación de los países miembros de la Organización de los Estados Americanos, reunidos en la ciudad de México entre los días 11 y 13 de agosto de 2003 con motivo de la III Reunión de Ministros de Educación, luego de considerar distintas proposiciones y variados argumentos, decidimos declarar lo siguiente:

1. Estamos comprometidos en alcanzar las metas educativas de las Cumbres de las Américas: promover los principios de equidad, calidad, pertinencia y eficacia en todos los niveles del sistema educativo y de asegurar, para el año 2010, el acceso universal y cumplimiento de todos los niños y las niñas de una educación primaria de calidad y el acceso a la educación secundaria de calidad de un mínimo del 75 por ciento de los jóvenes, con índices crecientes de eficiencia terminal y oportunidades de educación a lo largo de la vida a la población en general y eliminar las disparidades de género en la educación primaria y secundaria para el 2005.

2. Exhortamos a los distintos sectores comprometidos con la educación para que juntos promovamos un movimiento en el hemisferio que asegure que para todos los sectores ella sea la prioridad central del desarrollo en las próximas décadas, constituyendo una verdadera alianza de las Américas a favor de la educación.

3. Nos hemos comprometido a educar a generaciones presentes y futuras en sus capacidades para participar en un  ambiente globalizado y lograr un hemisferio donde ningún niño quede rezagado.

4. Somos conscientes de los desafíos que representan para los educadores el aumento de la pobreza de nuestras poblaciones y la violencia cotidiana en nuestras ciudades, así como los eventos internacionales que crean inestabilidad, producidos en poco más de dos años transcurridos desde la Tercera Cumbre de las Américas.

5. Reconocemos que es necesario hacer de la educación una de las herramientas del desarrollo para lograr una mayor equidad social y para superar la pobreza. Afirmamos la necesidad de asegurar que las políticas de desarrollo económico adoptadas por los países del hemisferio apoyen las políticas de educación pública. 

6. Afirmamos que nuestras sociedades lograrán plenamente su desarrollo cultural, económico y político al priorizar los gastos e inversiones en educación de calidad en todos sus tipos, niveles y modalidades, en investigación científica, en el desarrollo de tecnologías y en la difusión y preservación de la diversidad cultural, fuente de riqueza e inspiración para nuestras sociedades y sus programas educativos.

7. Asumimos nuestra responsabilidad de consolidar un sistema educativo comprometido con la democracia como una forma de vivir, con la justicia social sin excepciones y con el respeto a las libertades fundamentales y a la dignidad de las personas evitando toda discriminación e intolerancia. en este sentido valoramos lo expresado durante nuestra reunión por parte de las organizaciones de la sociedad civil y de comunidades indígenas. La colaboración de todos los sectores de nuestra sociedad es crucial para lograr nuestros objetivos.

8. Reconocemos la importancia de formar conciencia, cultura y valores democráticos en las presentes y futuras generaciones, así como la de los principios de la Carta Democrática Interamericana, especialmente los referidos a la educación como un medio clave para fortalecer las instituciones democráticas, promover el desarrollo del potencial humano, aliviar la pobreza y fomentar un mayor entendimiento entre los pueblos, e instamos a que se impulse la incorporación de dichos principios en los programas educativos de acuerdo al ordenamiento de cada país.

9. Somos concientes de la prioridad que corresponde a las metas establecidas por los jefes de Estado y de Gobierno para evitar el gasto de recursos a las futuras generaciones en correctivos a la falta de educación en la sociedad de hoy. 

10. Estamos convencidos de que podemos alcanzar las metas en materia de educación fijadas por las Cumbres de las Américas mediante el aumento de la inversión de nuestros países en educación y el uso eficiente de esos recursos. Recomendamos que nuestros gobiernos examinen estrategias financieras para fomentar el avance de la educación en nuestro hemisferio que incluya: un mayor financiamiento público para este sector y alianzas en tres los sectores público y privado. Además, varios de  nosotros consideramos conveniente explorar la posibilidad de canje de deuda por educación. Reconocemos que tales iniciativas se deben desarrollar en coordinación con nuestros ministros de hacienda y respetando la legislación de nuestros países.

11. Celebramos el esfuerzo conjunto llevado a cabo por el BID y la OEA para analizar el problema del financiamiento educativo en el hemisferio y encontrar estrategias que permitan contrarrestar sus efectos negativos.  en este sentido continuaremos con diálogos nacionales, subregionales y hemisféricos que permitan analizar los desafíos del financiamiento educativo involucrando a ministros de hacienda, ministros de educación y a empresarios comprometidos con la tarea educativa. Es a su vez prioritario el realizar análisis y dialogo sobre la necesidad e del compromiso que para el financiamiento de la educación y el logro y sostenibilidad de la misma se requiera de las organizaciones políticas, de los poderes legislativos y de los medios de comunicación, exhortando a la comunidad hemisférica a realizar esfuerzos al respecto.

12. Estamos convencidos de que es imprescindible contar con mejor información para poder mejorar la educación. Colectivamente, hemos logrado un buen comienzo analizando y difundiendo datos a través de los indicadores del Proyecto Cumbre liderado por Chile, y con el apoyo especial de UNESCO/OREALC y otras agencias internacionales. Avanzaremos hacia una segunda etapa en este esfuerzo, ampliando y mejorando los indicadores comparables y focalizándonos en fortalecer capacidades dentro de nuestros ministerios para recolectar y hacer buen uso de la información. Además, nos comprometemos, en cada una de nuestras naciones, a focalizar e incrementar esfuerzos para evaluar el progreso de nuestros estudiantes a todos los niveles.

13. Impulsar en el ámbito de la Década para la Alfabetización de las Naciones Unidas, coordinada por UNESCO, lanzada en el presente año, programas de alfabetización en el continente que permitan alcanzar las metas propuestas en el compromiso de Dakar – Educación para Todos.

14. Somos concientes de la vital importancia  de la educación inicial de calidad de los niños como mecanismo para procurar su desarrollo físico, bienestar, desenvolvimiento óptimo de su capacidad intelectual, su imaginación creativa y sensibilidad ética. en los grupos poblacionales más necesitados, la educación inicial debe ser completada con atención prenatal, nutrición y salud para los niños desde su nacimiento  en este sentido, reafirmamos nuestro compromiso de asegurar oportunidades equitativas, incluyendo a la población con necesidades educativas especiales, a través del apoyo continuo para procurar un ambiente seguro, sano y apropiadamente estructurado.

15. Reconocemos que si bien en la última década hemos avanzado en la inclusión y cobertura de la educación básica, nos comprometemos a seguir implementando políticas de aumento cobertura y retención y de prevención del fracaso escolar. en este sentido, recomendamos la adopción  de programas de apoyo para que los niños de familias más necesitadas puedan permanecer en las escuelas, tales como programas de becas, transferencias para cubrir los costos de oportunidades para los más pobres y otras políticas de protección social.

16. Nos comprometemos a hacer los esfuerzos necesarios para ampliar la cobertura en la educación secundaria y media, especialmente en el área técnica, incorporando en ella los elementos necesarios para que se prepare a nuestros jóvenes para la vida, para la ciudadanía, para el mundo laboral; incorporando en este aprendizaje profundos elementos de creatividad, innovación y desarrollo de la capacidad emprendedora; así como la comprensión del funcionamiento de la realidad educativa y económica, la libre empresa, el papel del estado, la sociedad civil y los medios de comunicación; y el desarrollo de habilidades y virtudes para el insertarse en dicha realidad . Todo lo cual debe ser acompañado de un sistema de certificación de los conocimientos y competencias de los estudiantes que finalicen este nivel educativo.

17. Expresamos nuestro más amplio reconocimiento y profunda gratitud a los maestros, a los promotores de la educación comunitaria, a los alfabetizadores y, en general, a todos los hombres y mujeres cuya misión profesional en la vida es educar y procurar el conocimiento. Asimismo, reafirmamos nuestro compromiso de luchar para ampliar al máximo la valorización de los docentes. 

18. Resaltamos la importancia de los espacios de debate, de intercambio de experiencias y propuestas que puedan surgir entre los Estados de las Américas para generar un continuo proceso de formación, evaluación, capacitación y desarrollo profesional de los maestros como herramienta para enfrentar el desafío de articular las políticas educativas con la realidad social, a fin de promover la equidad, superar las brechas educativas entre ricos y pobres y, con la ayuda de las modernas tecnologías de información y  comunicación, lograr modelos pedagógicos que permitan un adecuado desarrollo profesional docente.

19. Exhortamos a las comunidades educativas el incremento del esfuerzo por la transformación de la educación hacia el logro de la calidad comprometida.

20. Reconocemos la importancia de la identificación, sistematización y el intercambio de las mejores prácticas. Apoyamos su transferencia crítica así como la de los programas consolidados e instamos a la Unidad de Desarrollo Social y Educación de la OEA a que continúe con esta iniciativa y la expanda, de modo que incorpore programas de la mayor cantidad de Estados Miembros.  Asimismo, alentamos el uso de las herramientas que la OEA tiene a disposición para apoyar la implementación de esta estrategia.

21. Nos satisface haber instalado formalmente la Comisión Interamericana de Educación, cuyas funciones de carácter técnico y político deben impulsar y construir consensos en favor de los programas de alcance hemisférico y subregional y apoyar en el seguimiento de los mandatos de las Cumbres de las Américas. Convocamos a la participación permanente de agencias y organismos internacionales u otros, para colaborar en la elaboración, ejecución y seguimiento de la programación de la CIE, permitiendo así una mayor coordinación sobre los proyectos en los temas que les sean comunes.

22. Nos comprometemos a asegurar la continuidad de los Proyectos Cumbre en curso: el Programa Regional de Indicadores Educativos y el Foro Hemisférico de Evaluación.  Asimismo, instruimos a la CIE desarrollar proyectos en los temas de equidad y calidad, formación, capacitación, evaluación y desarrollo profesional docente, así como la educación secundaria y media, tomando a las nuevas tecnologías de la información y comunicación como eje transversal de los mismos.

23. Agradecemos al pueblo y gobierno mexicano por la especial acogida que nos han brindado durante esta III Reunión de Ministros de Educación. en especial deseamos reconocer la tarea desempeñada por la Secretaría de Educación Pública de México para el éxito de este evento. Asimismo, queremos reconocer la importancia del auspicioso mensaje del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Vicente Fox, con ocasión de la inauguración de esta reunión.

AG/RES. 1986 (XXXIV-O/04)

INFORME DE LA
XIII CONFERENCIA INTERAMERICANA DE MINISTROS DE TRABAJO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,
VISTAS las resoluciones CIDI/RES. 121 (VII-O/02), AG/RES. RES. 1858 "Informe de la XII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo", CEPCIDI/RES. 86 (LXXXVIII-O/03) "Convocatoria de la XIII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo", CEPCIDI/RES. 91 (LXXXIX-O/03) “Cambio de fecha y sede de la XIII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo”, CEPCIDI/RES. 94 (XCIV-O/03) “Cambio de sede de la XIII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo” y CIDI/RES. 159(IX-O/04) “Informe de la XIII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo”;

TENIENDO EN CUENTA:

Que en la XII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo se adoptó la resolución TRABAJO/doc. 36/01 rev.2.corr.1, Declaración y Plan de Acción de Ottawa, en la cual se prevé la realización de la XIII Conferencia en Brasil, en el año 2003;

Que el Gobierno de Brasil ofreció sede para la XIII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo;

CONSIDERANDO:

Que en la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en la Ciudad de Québec, los Jefes de Estado y de Gobierno reafirmaron la importancia fundamental de la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo;

Que la XIII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo se celebró del 24 al 26 de septiembre de 2003, en Salvador de Bahía, Brasil, con el apoyo técnico de la Unidad de Desarrollo Social y Educación y de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral; y

El informe final de la XIII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo y de las decisiones adoptadas por ésta, contenidos en el documento TRABAJO/doc.14./03,
RESUELVE:

1. Felicitar y agradecer al Gobierno de Brasil por el esfuerzo realizado en la organización y celebración de la XIII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo.

2. Hacer suyos la “Declaración de Salvador” y el “Plan de Acción de Salvador” adoptados por los ministros de trabajo del hemisferio en ocasión de la XIII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo que se acompañan a la presente resolución.

3. Agradecer el generoso ofrecimiento del Gobierno de México para que se celebre en ese país la XIV Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo los días 17 y 18 de octubre de 2005.

4. Encomendar a la Secretaría General que, a través de la Unidad de Desarrollo Social y Educación y en coordinación con la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral, continúe apoyando el proceso de preparación y seguimiento de las reuniones del área sectorial de trabajo.

5. Solicitar al CIDI que informe sobre el cumplimiento de la presente resolución a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones.

DECLARACIÓN DE SALVADOR

1. Nosotros, los Ministros participantes en la XIII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo de la Organización de los Estados Americanos, nos reunimos en la Ciudad de Salvador – Estado de Bahía, República Federativa del Brasil, los días 24, 25 y 26 de septiembre de 2003, para analizar los temas relacionados con la globalización que afectan el empleo y el trabajo en las Américas.

2. Reafirmamos nuestro firme compromiso con los principios de solidaridad y cooperación interamericana de la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA), para unir nuestros esfuerzos para lograr el desarrollo integral, el cual abarca los campos económico, social, educacional, cultural, científico y tecnológico. Enfatizamos que la igualdad de oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica, la distribución equitativa de la riqueza y de la renta y la plena participación de los pueblos en las decisiones relativas a su propio desarrollo constituyen, entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral. Para lograr dichos objetivos, acordamos dedicar nuestros esfuerzos a la consecución, entre otras metas, de la distribución equitativa del ingreso nacional,  del pago de salario justo, de la generación de oportunidades de empleo y de condiciones de trabajo que son consistentes con estándares internacionalmente aceptadas. 

3. Recordamos la Carta Democrática Interamericana, aprobada por la OEA, en Lima, Perú, en septiembre de 2001, y en particular el Artículo 10, que reconoce que la promoción y el fortalecimiento de la democracia requieren el ejercicio pleno y eficaz de los derechos de los trabajadores y la aplicación de normas laborales básicas, tal como están consagradas en la Declaración de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo y su Seguimiento, adoptada en 1998, así como en otras convenciones básicas afines de la OIT.  La democracia se fortalece con el mejoramiento de las condiciones laborales, la estabilidad laboral y la calidad de vida de los trabajadores del Hemisferio. Los miembros de la OEA reiteran su compromiso de adoptar e implementar todas las acciones necesarias para generar empleo productivo, reducir la pobreza y erradicar la pobreza critica, tomando en cuenta las distintas realidades y condiciones económicas de los países del Hemisferio, como reconocido en el Artículo 12 de la Carta. 

4. Recalcamos nuestro firme compromiso con las metas de la Declaración del Milenio de las Naciones Unidas, y en particular la erradicación de la pobreza critica, creando y habilitando personas en todos lugares para encontrar trabajo decente y productivo. Nos comprometemos a las tareas de mejor gobernabilidad y transparencia identificados en el Consenso de Monterrey de la Conferencia Internacional de Financiamiento para el Desarrollo.

5. Nuestras deliberaciones se enmarcan en los compromisos acordados en la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en la Ciudad de Québec, Canadá, en abril de 2001. en esa oportunidad, los Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas nos instruyeron a que continuáramos considerando los temas relacionados con la globalización que afectan el empleo y el trabajo, con el objetivo de crear mayores oportunidades de empleo, elevar la calificación de los trabajadores y mejorar las condiciones de trabajo en todo el Hemisferio.

6. Notamos que la próxima Cumbre Extraordinaria de las Américas en México se centrará en el crecimiento económico con equidad, desarrollo social y gobernabilidad democrática. Reconocemos que nuestros esfuerzos de apoyo al desarrollo integral de nuestros pueblos son consistentes con los objetivos de la Cumbre Extraordinaria. Nos comprometemos a trabajar a través del proceso de Cumbres de las Américas, incluyendo la Cumbre Extraordinaria, para alcanzar nuestros objetivos.

7. Recordamos la Declaración de Ottawa, aprobada en la Décima Segunda Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo de la OEA, celebrada en Canadá, en octubre de 2001, en la cual enfatizamos nuestro compromiso de crear más y mejores empleos como manera eficaz de combatir la pobreza de la región. en esa reunión aprobamos un Plan de Acción, que creó dos Grupos de Trabajo: uno para tratar de las dimensiones sociolaborales del proceso de las Cumbres de las Américas y otro para encontrar las maneras para fortalecer la capacidad de los Ministerios de Trabajo y las instituciones para implementar de manera más efectiva la legislación laboral y mejorar el cumplimiento de su misión. 

8. Seguimos con atención el desarrollo de los distintos procesos de integración subregional y regional y de los acuerdos bilaterales y multilaterales de libre comercio que se implementan en el Hemisferio, así como sus impactos sociolaborales. Asimismo, observamos que cada uno de esos procesos ha generado instrumentos para promover el desarrollo de la dimensión sociolaboral, conforme las características, tradiciones y voluntad de los Estados componentes y el nivel de participación de los actores sociales nacionales y regionales. en este sentido, reconocemos la existencia de problemas laborales puntuales y sensibles en los referidos procesos, que requerirían la adopción de políticas apropiadas que faciliten una integración hemisférica armónica, con la prioridad exigida por cada situación específica.    

9. Reafirmamos nuestro compromiso con la Declaración de la OIT sobre los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo y su Seguimiento, adoptada por la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en 1998,  que proporciona los elementos para un desarrollo sostenible de base amplia y la justicia social, mediante el respeto integral de los derechos fundamentales del trabajo internacionalmente reconocidos.  Recordamos el compromiso de nuestros líderes en adoptar e implementar la legislación y políticas que llevan a la aplicación efectiva de los principios y derechos laborales reconocidos en la Declaración.

10. Reafirmamos nuestra convicción de que el trabajo decente, tal como es concebido por los mandantes de la OIT, es el instrumento más efectivo del mejoramiento de las condiciones de vida de los pueblos de nuestro Hemisferio y de su participación en los frutos del progreso material y humano.  Acogemos la idea de que el trabajo decente es condición del desarrollo sostenible de cada uno de nuestros países y del éxito de la integración económica hemisférica. Por esa razón, la agenda de trabajo decente debe constituirse en el eje de las políticas nacionales y regionales de desarrollo, junto a la inversión en salud, educación y cultura.  Asimismo, reafirmamos nuestro compromiso de integrar la perspectiva de género en el desarrollo e implementación de todas las políticas laborales.

11. Recordamos que el respeto a los principios y derechos reconocidos en la Declaración de la OIT y la promoción del trabajo decente como bases de una globalización inclusiva, fueron temas centrales en la agenda de discusión de la Decimoquinta Reunión Regional Americana, celebrada en Lima, Perú, en diciembre de 2002.

12. Hemos visto con sumo interés las actividades realizadas en la región por la Comisión Mundial sobre la Dimensión Social de la Globalización, y esperamos revisar su informe final.  

13. Constatamos con preocupación que el escenario económico adverso predominante en muchos de nuestros países, el desaceleramiento de crecimiento en la economía mundial y la reducción de las inversiones sociales han tenido efectos negativos sobre las condiciones de educación, de salud, de bienestar y de vida de la población trabajadora, su familia y la comunidad. en muchos lugares el aumento del desempleo, el deterioro de las condiciones de trabajo y la reducción del poder adquisitivo de los salarios han contribuido a la profundización de las desigualdades sociales y de género.

14. Advertimos que las políticas implementadas por nuestros países ante el proceso de globalización en ocasiones no logran mantener o reactivar el crecimiento económico y, en consecuencia, se reducen las oportunidades de trabajo. Reconocemos la importancia de tener en cuenta el impacto de dichas políticas en el empleo y el nivel de vida de la población. Las políticas sociales y de empleo deberían tener prioridad en la agenda política y económica de nuestros países para permitir la exitosa adaptación de nuestros pueblos a la economía global, y para asegurar un acceso más equitativo a los beneficios de la globalización. 

15. Notamos, además, que en gran parte de nuestros países las oportunidades ofrecidas por las innovaciones tecnológicas y por la difusión de los recursos de la telecomunicación no siempre se traducen en beneficios para los trabajadores y sus familias, lo cual puede resultar en el mantenimiento e incluso en la amplificación de la brecha entre aquellos que participan del progreso humano y aquellos que se encuentran excluidos del mismo. 

16. Dirigimos nuestra atención a los segmentos de la población más afectados por las crisis económicas.  Estos tienden a ser las personas que también padecen de otros males como el analfabetismo o la escasa educación formal, la falta de calificación profesional, la desinformación sobre el mercado laboral, la discriminación, la falta de protección social y la ruptura de la solidaridad grupal y familiar. Esos factores, muchas veces coexistentes, exponen a segmentos de la población a formas intolerables de trabajo y los condenan a una existencia incompatible con la dignidad de la persona humana. Por ello, los Estados Miembros deben tomar pasos según sus situaciones. Estos pasos podrán incluir el desarrollo de planes de acción nacionales sobre el trabajo decente con la asistencia de la OIT y planes de acción para cumplir efectivamente las Convenciones 138 y 182 de la OIT y para combatir la explotación sexual y tráfico de personas, en especial las mujeres, los niños y los  adolescentes, eliminar el trabajo forzoso y obligatorio, promover la inserción laboral en ocupaciones dignas y productivas de los trabajadores del sector informal, de las mujeres, de los jóvenes, de  las personas con discapacidad, de los portadores de HIV/SIDA, de los migrantes y de las minorías étnicas y religiosas, así como generar ambientes y condiciones de trabajo saludables y seguros.

17. Estamos convencidos de que el crecimiento económico y el progreso social son aspectos interdependientes e indisolubles del mismo proyecto de construcción de sociedades prósperas, solidarias y equitativas.  Atentos a los retos de la generación de empleos decentes y productivos en el contexto de la globalización, nos proponemos juntar las capacidades y los esfuerzos de nuestros Ministerios de Trabajo y otros ministerios, en la búsqueda de conocimientos  y  prácticas capaces de integrar las dimensiones económica y sociolaboral de las políticas nacionales y regionales en nuestro Hemisferio.

18. Proponemos un papel más activo a ser desempeñado por los Ministerios de Trabajo de la región, que tenga en cuenta la necesidad de integración de las políticas sociolaborales y económicas y las aspiraciones de los países del Hemisferio de profundizar sus relaciones en múltiples campos con base en valores compartidos y en la realización de intereses comunes. Visualizamos ese nuevo rol de los Ministerios de Trabajo en diferentes planos, que son análogos y complementarios: en el plano doméstico, importa establecer y profundizar las relaciones institucionales de los Ministerios de Trabajo con las esferas del Estado a cargo de concebir e implementar las políticas económicas; en el plano regional y hemisférico, se trata fundamentalmente de buscar incorporar ese enfoque dentro de los procesos regionales y subregionales de integración y de libre comercio. Apoyamos, además, la conexión de las políticas laborales con las de educación, salud, cultura, asistencia e igualdad social y económica, ocio y otras, dentro de la concepción de promover el desarrollo integral de la persona humana.

19. Por esta razón, apoyamos y fomentamos los esfuerzos de desarrollo, modernización y fortalecimiento de los Ministerios de Trabajo, mediante una acción regional que tenga en cuenta el importante rol de la cooperación horizontal y de la asistencia técnica. Con el mismo objetivo, aprobamos la propuesta de realización de un estudio de factibilidad de las opciones para establecer un mecanismo, bajo el auspicio de la CIMT, orientado a la modernización de las administraciones laborales, así como a incrementar la colaboración y coordinación internacional en apoyo a dichos objetivos. Estudiaremos asimismo la posibilidad de crear un mecanismo interamericano que promueva el trabajo decente y fortalezca la capacitación. en estos procesos consideraremos las experiencias y recursos disponibles en los Estados Miembros y en las organizaciones regionales e internacionales, en especial en la OEA, la OPS y la OIT. Los países de la región, de acuerdo a sus medios, contribuirán al financiamiento de los mencionados  proyectos. 

20. Los desafíos socioeconómicos no pueden ser enfrentados exclusivamente por medio de políticas sociales, y se debe dar consideración adecuada a las políticas económicas y las políticas necesarias para crear la capacidad de introducir y sostener la agenda social.  Una agenda social y laboral es parte integral del crecimiento económico y es una manera de asegurar la distribución equitativa de beneficios. Diversos factores, como la inestabilidad y el conflicto político, las débiles políticas y marcos institucionales, la corrupción, la falta de programas integrales de salud, de educación y seguridad social, la falta de infraestructura y acceso a los cambios tecnológicos y un clima adverso para la inversión conducen a la pobreza y a la desigualdad. Un marco integrado de política, que combine políticas económicas y sociales, debe tomar en cuenta las realidades económicas que enfrentan los países para implementar una agenda social integral.

21. La integración de los objetivos económicos y sociales del desarrollo también requiere formas más fuertes de interacción entre gobiernos y ciudadanos en el nivel interno, regional y hemisférico. La libertad de asociación y el derecho a organizar al diálogo social, al tripartismo y a otros medios institucionales de participación social, son críticos para generar consensos sobre estos asuntos. Valoramos altamente la participación del Consejo Sindical de Asesoramiento Técnico (COSATE) y de la Comisión Empresarial de Asesoramiento Técnico en Asuntos Laborales (CEATAL) en la CIMT.
/ La Carta Democrática Interamericana declara que la participación de los ciudadanos en su propio desarrollo es fundamental para el ejercicio y el fortalecimiento de la democracia.  El diálogo social es la manera de lograr los indispensables acuerdos para asegurar el trabajo decente y el respeto de los derechos inherentes a la dignidad de las personas. Deseamos intensificar el diálogo y la cooperación con organismos regionales e internacionales que actúan en el campo del desarrollo y del trabajo en las Américas, principalmente la Organización Internacional de Trabajo (OIT), la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), la Comisión Económica para la América Latina y el Caribe (CEPAL), la Organización Panamericana de la Salud (OPS), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), el Banco de Desarrollo del Caribe (BDC), la Corporación Andina de Fomento (CAF), el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE)  y el Banco Mundial. 

22. Seguimos con interés las negociaciones para la formación del Área de Libre  Comercio de las Américas (ALCA), en el marco del proceso de Cumbre de las Américas, la cual tiene el objetivo de facilitar la contribución de la integración económica al fortalecimiento de la democracia, la creación de prosperidad, la generación de empleos, la reducción de la pobreza, el desarrollo sostenible y la realización del potencial humano. Enfatizamos la importancia de considerar los componentes sociolaborales de la integración hemisférica durante todas las etapas del proceso de negociaciones de manera que se les de el tratamiento debido. en este proceso, los Ministerios de Trabajo deben desempeñar un papel esencial.

23. Según señala el párrafo cinco de la Declaración de la OIT sobre los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo y su Seguimiento, rechazamos el uso de normas laborales para fines proteccionistas. Asimismo, recordamos que la Declaración de la Séptima Reunión de los Ministros de Comercio del Hemisferio, que tuvo lugar en , en noviembre de 2002, señala que la conformación del ALCA, para viabilizar sus objetivos, debe promover políticas orientadas al desarrollo económico, al fomento del empleo y a la operación efectiva del mercado de trabajo en el Hemisferio. en el mismo documento, los Ministros de Comercio también reconocen la necesidad de mayor participación de los varios sectores de la sociedad civil en la iniciativa hemisférica. Estamos contentos de ver progreso en la participación de la sociedad civil en este proceso. 

24. Reconocemos que las actividades llevadas a cabo por los dos Grupos de Trabajo establecidos por el Plan de Acción de Ottawa han contribuido sumamente a un mejor entendimiento de las dimensiones sociolaborales de la globalización y de la modernización de los Ministerios de Trabajo. Hemos repasado sus informes y notado con gran interés las áreas de consenso y los temas que requieren trabajo adicional. Adoptamos las recomendaciones de los dos informes. Dichos avances representan una excelente base para implementar políticas y programas destinados a promover el trabajo decente y a fortalecer las administraciones laborales.

25. Reconocemos la importancia de implementar más plenamente los compromisos laborales expresados por nuestros Jefes de Estado y de Gobierno en las Declaraciones de las Cumbres de las Américas de Miami, Santiago y Québec. Reconocemos que el tener convergencia entre el Proceso de Cumbres de las Américas y las negociaciones para una Área de Libre Comercio de las Américas es beneficioso. 

26. Con el objetivo de implementar acciones conducentes a la realización de las metas y compromisos antes enunciados,

RESOLVEMOS:

A. Implementar un Plan de Acción, basado en esta Declaración, en la Declaración y en el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas y en la Décima Segunda Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo de la OEA, así como dedicar los recursos necesarios para ese fin.

B. Mantener los dos Grupos de Trabajo creados  por las dos Conferencias anteriores, con las atribuciones que les fueron definidas en aquellas oportunidades, a saber:

El Grupo de Trabajo 1 Dimensiones Sociolaborales del Proceso de la Cumbre de las Américas examinará más profundamente las cuestiones de la globalización relacionadas con el empleo y el trabajo, enfocándose en las implicaciones de los procesos subregionales y regionales de integración y de libre comercio en el Hemisferio, con el objetivo de identificar los retos fundamentales y de intensificar la colaboración y la cooperación hemisférica en la búsqueda de las mejores soluciones a esos retos, con fuerte acento en la integración de las políticas económicas y sociales.

El Grupo de Trabajo 2 Fortalecimiento Institucional de los Ministerios de Trabajo se aplicará al desarrollo de la capacidad de respuesta de esos organismos a los retos del empleo y del trabajo en el contexto presente y futuro, en cooperación horizontal y armónica con otras entidades de las áreas sociales, de salud, educación, comercio, económicas, y otras. 

En este sentido, nos comprometemos a hacer esfuerzos para consultar con los actores sociales, por medio de COSATE y CEATAL, con respecto a la dimensión sociolaboral de los procesos subregionales y regionales de integracion y libre comercio en el Hemisferio,  y a trabajar con ellos en lograr trabajo decente basado en los principios de justicia social, libertad, igualdad, seguridad y dignidad humana.

C. Instruir a los Grupos de Trabajo a empeñarse para ofrecer contribuciones efectivas al trabajo decente y al bienestar de los pueblos del Hemisferio. Con tal finalidad, los Grupos de Trabajo profundizarán el trabajo elaborado por sus antecesores y mejorarán los sistemas de seguimiento y evaluación de los resultados de los Planes de Acción anteriores, en lo que atañe a la generación de trabajo decente, promoción de empleo productivo y mejora de las condiciones de salud, educación, previsión social, bienestar y vida de la población.

D. Alentar a los países del Hemisferio a intensificar la cooperación y a compartir conocimientos, experiencias y avances en el campo del empleo y del trabajo, con el fin de  superar los obstáculos al desarrollo que pueden acompañar las asimetrías sociales, económicas e institucionales entre nuestros países y regiones. La profundización de la cooperación hemisférica debe involucrar a los foros sociolaborales constituidos en las diferentes experiencias de libre comercio e integración en las Américas, así como a las organizaciones regionales e internacionales que ejercen un rol crítico en la promoción del empleo y en la mejora de las condiciones de trabajo, en especial la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Organización Internacional de Trabajo (OIT), la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), la Comisión Económica para la América Latina y el Caribe (CEPAL), la Organización Panamericana de la Salud (OPS), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), el Banco de Desarrollo del Caribe (BDC), la Corporación Andina de Fomento (CAF), el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE) y el Banco Mundial. 

E. Organizar la Decimocuarta Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo de la OEA en  México en  2005.
DECLARACIÓN CONJUNTA CEATAL – COSATE

En la XIII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), los empleadores y trabajadores de América, representados a través de la Comisión Empresarial de Asesoramiento Técnico en Asuntos Laborales (CEATAL) y del Consejo Sindical de  Asesoramiento Técnico (COSATE),  reafirman que siguen con atención  los procesos de integración y de libre comercio  de las Américas y, dentro de los mismos, la dimensión social y laboral de la integración. Así mismo reiteran la necesidad de que continue la relación de cooperación entre la OEA y la OIT en los temas sociales y laborales, y en el ámbito de la dimensión laboral de la integración, donde se garantice expresamente el respeto de los derechos laborales fundamentales, basados en la aplicación de los principios contenidos en la Declaración de Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo de la OIT, condición indispensable para avanzar hacia un desarrollo con justicia social. A este respecto, acordaron la siguiente:

Declaración

· Hacemos un llamado a los gobiernos a que asuman, con el apoyo de la OIT, el  empleo  como una preocupación  central  y  elemento clave para el desarrollo de planes conducentes a la erradicación de la pobreza que permitan superar las situaciones de desigualdad y atraso que persisten en muchos países de nuestra región y se creen mayores oportunidades de progreso y bienestar; y generen  espacios de dialogo de alto nivel entre gobiernos y los interlocutores sociales con las instituciones financieras internacionales y regionales, para la discusión sobre la situación del empleo y su impacto actual en los niveles de pobreza, que contribuya a avanzar en el diseño de politicas armónicas en el contexto del Trabajo Decente.

· Asi mismo, hacemos especial hincapie en la necesidad de generar un dialogo social sobre el  fortalecimiento de la educación a lo largo de la vida, la formación profesional y capacitación gerencial continuas, como instrumentos clave para la promoción de empleo decente en el marco de un desarrollo sustentable.

· CEATAL y COSATE  evalúan positivamente su particiapación en las iniciativas de la CIMT. en el proceso de profundización de dicha participación, ambos orgnanismos consideran que sería necesario cambiar su función de instancias asesoras, por el de órganos consultivos de la CIMT. Solicitan a su vez, a la OIT el acompañamiento de ACTEMP y ACTRAV en todas las reuniones de los Grupos de Trabajo y de la CIMT en apoyo de CEATAL y COSATE, y reiteran su compromiso de seguir colaborando y contribuyendo a dichos trabajos SEQ CHAPTER \h \r 1. A estos  efectos, llaman la atención sobre la necesidad de que la OEA y los gobiernos sigan contribuyendo al fortalecimiento de ambos Consejos y faciliten los mecanismos financieros necesarios para asegurar dicha presencia y participación.

   Presidente de CEATAL



Presidente de COSATE

Daniel Funes de Rioja




    Ericson Crivelli
PLAN DE ACCIÓN DE SALVADOR

1. Nosotros, los Ministros de Trabajo de las Américas, reunidos en la Ciudad de Salvador, Estado de Bahía, República Federativa del Brasil, los días 24, 25 y 26 de septiembre de 2003, en ocasión de la Decimotercera Conferencia de Ministros de Trabajo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), nos comprometemos a implementar el siguiente Plan de Acción: 

A.
IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN DE ACCIÓN: ORGANIZACIÓN

2. La Presidencia pro tempore de la Decimotercera Conferencia de Ministros de Trabajo (Brasil), con la colaboración de la Presidencia anterior (Canadá) y la futura (México), con el apoyo de la Secretaría Técnica de la OEA y en consulta a los representantes del Consejo Sindical de Asesoramiento Técnico (COSATE), de la Comisión Empresarial de Asesoramiento Técnico en Asuntos Laborales (CEATAL) y del Comité Técnico Permanente sobre Cuestiones Laborales (COTPAL), será responsable por promover la implementación del Plan de Acción y por mejorar la colaboración y la cooperación con los foros sociolaborales constituidos en las diferentes iniciativas  de integración y de libre comercio en las Américas y con las organizaciones regionales e internacionales relevantes, como la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la Comisión Económica para la América Latina y el Caribe (CEPAL), la Organización Panamericana de la Salud (OPS), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), el Banco de Desarrollo del Caribe (BDC), la Corporación Andina de Fomento (CAF), el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE) y el Banco Mundial.

B.
IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN DE ACCIÓN: RECURSOS

3. Los Estados Miembros deben dedicar los recursos económicos, técnicos y logísticos disponibles para ejecutar el Plan de Acción, así como alentar la participación del COSATE y de la CEATAL. Asimismo, la Presidencia pro tempore invitará a las organizaciones regionales e internacionales relevantes a hacer contribuciones voluntarias para apoyar actividades y proyectos incluidos en este plan y para facilitar la participación de las referidas entidades sindicales y empresariales. 

C. IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN DE ACCIÓN: GRUPOS DE TRABAJO

4. La participación en los grupos de trabajo estará abierta a todos los Estados Miembros, así  como al COSATE y a la CEATAL. La Presidencia pro tempore buscará los medios que aseguren la activa participación de todos los Estados Miembros y de las organizaciones sociales (i.e. las más representativas organizaciones de empleadores y trabajadores) en la implementación del Plan de Acción.

GRUPO DE TRABAJO 1: DIMENSIONES LABORALES DEL PROCESO DE LA CUMBRE DE LAS AMÉRICAS

5. El grupo continuará examinando las cuestiones de la globalización relacionadas con el empleo y el trabajo, para dar seguimiento a los asuntos en los cuales se ha detectado mayor requerimiento de esfuerzos de los Estados Miembros e intensificar la colaboración y la cooperación hemisférica en la búsqueda de las mejores soluciones compartidas, con fuerte acento en la integración de las políticas económicas y sociales en los ámbitos nacional, subregional y regional.
6. En particular, el Grupo de Trabajo realizará las siguientes actividades:

a) Sobre la base del trabajo realizado por la XI y XII CIMT sobre diversos acuerdos regionales e instituciones  que tratan de normas laborales en el contexto de la integración, y el actual estudio sobre las provisiones laborales en acuerdos de libre comercio recientes, elaborar opciones enfatizando la cooperación para permitir una mejor instrumentación de los compromisos, legislaciones y políticas laborales, incluyendo el aumento de la capacidad de los Ministerios de Trabajo;

b) Analizar en mayor profundidad los efectos de la integración económica en los mercados de trabajo y las políticas laborales, los métodos necesarios para estudiar estos temas y los medios que permitan a los Ministerios de Trabajo de las economías más pequeñas emprender dichos estudios;

c) Desarrollar medios institucionales para estructurar la coordinación y colaboración para fortalecer la capacidad de los Ministerios de Trabajo.  Con este fin, comisionar la elaboración de un estudio de viabilidad, con recomendaciones, para que sean presentados a consideración de  la XIV CIMT;

d) Analizar las condiciones para la creación de un mecanismo de promoción del trabajo decente y el fortalecimiento de la capacitación, que contribuya a la reducción de las diferencias entre las regiones y para mejorar las condiciones de competitividad de nuestros países; 

e) Invitar a funcionarios de alto nivel de ministerios relevantes, según corresponda, a participar en los seminarios y talleres de la CIMT y en las reuniones de los Grupos de Trabajo, cuando la temática sea pertinente.  Al respecto, los Ministerios de Comercio y de Educación fueron identificados por el Grupo de Trabajo;

f) Continuar fomentando la participación activa de CEATAL, COSATE y organizaciones internacionales clave en la labor de la Conferencia con respecto a las dimensiones laborales del proceso de la Cumbre de las Américas; y

g) Comunicar el contenido de este informe a los Ministros de Comercio según se pidió en la Declaración de Quito de noviembre de 2002. 

7. El Grupo de Trabajo considerará, como base para el desarrollo de su misión, los conocimientos, resultados y recomendaciones surgidos de las actividades llevadas a cabo por sus antecesores, bien como los estudios e informes que puedan contribuir para la realización de sus objetivos. en ese sentido, el grupo estará atento, entre otros, a los trabajos y recomendaciones que podrán surgir de la Comisión Mundial sobre la Dimensión Social de la Globalización, instituida por la OIT. El Grupo de Trabajo preparará un informe con recomendaciones para ponerlo a consideración en la XIV Conferencia.  Estas actividades servirán como base para la adopción de políticas y programas previstos para reducir o eliminar el déficit de trabajo decente en los países del Hemisferio.

GRUPO DE TRABAJO 2: FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL DE LOS MINISTERIOS DE TRABAJO

8. El Grupo de Trabajo 2 proseguirá los esfuerzos de sus antecesores en el desarrollo de nuevos mecanismos para aumentar la capacidad de los Ministerios de Trabajo, con un enfoque particular en dar respuesta a los retos de la globalización y de los procesos de integración y libre comercio, así como aumentar la eficiencia de las políticas y acciones dirigidas a la promoción del trabajo decente, la mejora de las condiciones de trabajo, y la promoción de los principios laborales contenidos en la Declaración sobre los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo de la OIT. El objetivo central de este grupo es desarrollar herramientas para apoyar a los Ministerios de Trabajo --- estructura, base legal, funciones, administración, interacción con el entorno -- para el ejercicio de un rol activo en el mundo contemporáneo y en el futuro. en ese sentido, se otorga especial importancia a la continuidad y profundización de los programas regionales de desarrollo, fortalecimiento y modernización de las administraciones laborales, que la OIT, la OEA y otras organizaciones vienen diseñando e implementando en el ámbito hemisférico.

9. El Grupo de Trabajo deberá valerse, en sus actividades, de los insumos ofrecidos por sus antecesores. La cooperación y la colaboración entre los Ministerios de Trabajo, la OEA, la OIT, la CEPAL, la OPS, el BID, el BDC, la CAF, el BCIE y el Banco Mundial tienen significado estratégico para la obtención de los efectos esperados, en particular en el desarrollo de la capacidad de economías menores y de sus instituciones. Al respecto, el Grupo de Trabajo debe edificar sobre la base del trabajo de sus antecesores para lograr una mejor colaboración y coordinación, en especial en los siguientes campos: explorar el desarrollo de medios institucionales que estructuren sus esfuerzos en el logro de estos objetivos; continuar con el intercambio de mejores prácticas, manteniendo un inventario de proyectos y recursos de asistencia y cooperación técnica y poniéndolo a disposición de los miembros de la CIMT; e identificar, basándose en la experiencia, las condiciones que permiten el fortalecimiento sostenido de la capacidad institucional.

10. El Grupo de Trabajo debe, además, atribuir especial atención al proyecto de Cooperación Horizontal en el Área del Trabajo,  que realiza  la Unidad de Desarrollo Social y Educación (UDSE) de la OEA, basado en la transferencia crítica de programas consolidados e implementado en colaboración con la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD) y otras unidades pertinentes dentro de la Secretaría General de la OEA. Adicionalmente, el Grupo de Trabajo debe considerar los resultados del proyecto USDOL/OIT sobre "Principios y Derechos del Trabajo en el contexto de la XII CIMT.”

11. El Grupo de Trabajo, en coordinación con la OIT,  trabajará con el objetivo de asegurar que los miembros de la CIMT estén informados sobre las mejores prácticas y recursos disponibles para aumentar la conciencia pública respecto a la Declaración de la OIT sobre los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo y su Seguimiento; para comunicar y evaluar las experiencias en los distintos países de las Américas relativas a la eliminación del trabajo infantil y para desarrollar, dentro de cada país, indicadores de los derechos fundamentales como un aspecto del trabajo decente y proveer referencias que posibiliten evaluar el progreso obtenido e  identificar las mejores practicas en esas áreas, así  como ubicar los recursos efectivamente requeridos para lograr dichos objetivos.

D.
IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN DE ACCIÓN: ROL DE LOS MINISTERIOS DE TRABAJO

I – ÁREAS DE ACTUACIÓN

12. Los Ministerios de Trabajo pueden jugar un importante rol en la generación de oportunidades de trabajo decente, promoción del empleo productivo y mejora de las condiciones laborales y de vida, incluyendo:

a) la promoción de la elaboración, revisión y actualización de la legislación laboral; la promoción del cumplimiento de la legislación laboral, de los  convenios y acuerdos colectivos y de  los estándares internacionales de trabajo, particularmente los que han sido identificados  en la Declaración relativa a los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo de la OIT y su Seguimiento;

b) la creación de trabajo decente, integración de las políticas económicas y sociolaborales para la creación y expansión de oportunidades de empleo productivo y de ingreso; integración de las políticas laborales, educativas, culturales, de seguridad social y de descanso; gestión de fondos públicos para sectores más sensibles a la relación inversión-empleo, como las micro y pequeñas empresas, el autoempleo, las cooperativas; programas de empleo destinados a grupos vulnerables como mujeres, jóvenes, personas con discapacidad, minorías étnicas; programas de crédito popular, microfinanciación, etc;

c) la existencia de sistemas eficientes de protección social, monitoreo de condiciones de salud y seguridad en el trabajo; estímulo a la formalización del trabajo no estandarizado y desprotegido; expansión de la cobertura de seguridad social; cumplimiento de los programas existentes de abolición del trabajo infantil y de la explotación sexual de niños y adolescentes, del trabajo forzoso y obligatorio; desarrollo de programas de promoción de la igualdad de trato en el empleo y en la ocupación; 
d) la promoción del diálogo social: creación y cumplimiento de las disposiciones legales para el fortalecimiento de organizaciones libres y autónomas de empleadores, trabajadores y otros actores sociales; impulso a la negociación colectiva; institucionalización de espacios de diálogo social y de participación de la sociedad civil en las decisiones sobre materias de trabajo y desarrollo.

13. Las funciones y áreas constituyen los vectores del  Plan de Acción.

II – NIVELES DE ACTUACIÓN

14. El rol de los Ministerios de Trabajo debe ser ejercido en los niveles nacional, regional y hemisférico que son complementarios:

a) En el nivel nacional, como se describe en la sección anterior y otras correlativas, que constituye el ambiente propio e inmediato de actuación de las instituciones gubernamentales;

b) En el nivel sub-regional  y regional, que comprende las acciones que corresponden a compromisos o intenciones resultantes de los acuerdos para la formación de áreas de libre comercio o de proyectos de integración;

c) En el nivel hemisférico, que abarca aquellas acciones derivadas de tratados y acuerdos de las Américas o identificadas con la arquitectura de proyectos compartidos y comunes.

E.
IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN DE ACCIÓN: ESTUDIOS, REUNIONES Y SEMINARIOS

15. Para diciembre de 2003, los Presidentes pro tempore de la CIMT pasada, presente y futura y los Grupos de Trabajo definirán conjuntamente un calendario de eventos, en consulta con los Estados Miembros, COSATE y CEATAL, además de las instituciones regionales e internacionales participantes.

16. Los grupos de trabajo programarán la realización de tres seminarios sobre el tema de la integración de objetivos económicos y sociales en las políticas nacionales, subregionales y regionales de desarrollo, los procesos de integración y libre comercio, así como sobre las respuestas de los Ministerios de Trabajo a los retos de la promoción del trabajo decente en esos ámbitos. Dichos seminarios se focalizarán en aspectos de ese tema, por ejemplo la formulación de un pensamiento integrado, la gestión pública de la integración, o la creación de medios institucionales de la integración. Las preferencias,  prioridades e intereses de los países y regiones del Hemisferio serán considerados en la organización de estos seminarios. 

17. Los Grupos de Trabajo desarrollarán, con el aporte técnico y financiero de instituciones regionales e internacionales del campo sociolaboral, un estudio en profundidad del tema de la promoción del trabajo decente, en sus varias dimensiones en los procesos subregionales y regionales de integracion y libre comercio.  El estudio deberá tener en cuenta los aspectos sociolaborales, incluyendo los aspectos de salud y seguridad, de las experiencias de integración subregionales y deberá proveer a los Ministerios de Trabajo con elementos teóricos y prácticos necesarios a su participación afirmativa en el proceso de negociación y de implementación de esa iniciativa.

18. Las Presidencias pro tempore de la CIMT pasada, presente y futura liderarán, en consulta con las Presidencias y Vicepresidencias de los dos Grupos de Trabajo, el desarrollo de un estudio de viabilidad de un “Mecanismo Interamericano de Cooperación para la Administración Laboral Profesional”, cuyo objetivo es profundizar la colaboración y coordinación internacional para modernizar las administraciones laborales y apoyar la CIMT en su mandato de fortalecer la capacidad de los Ministerios de Trabajo en el Hemisferio. El estudio será administrado por la Unidad de Desarrollo Social y Educación de la OEA y deberá tener en cuenta las experiencias y los recursos disponibles en los Estados Miembros y en las organizaciones regionales e internacionales, en especial la OEA y la OIT, que buscan apoyar el fortalecimiento de la capacidad administrativa de los Ministerios de Trabajo. El estudio de viabilidad presentará un conjunto de opciones y recomendaciones específicas a los Ministros de la CIMT para finales de Julio de 2004.  Se presentará un reporte de progreso intermedio a los Grupos de Trabajo durante sus primeras reuniones. Si los Estados Miembros concluyen que el mecanismo es viable, el liderazgo de la CIMT y de los Grupos de Trabajo propondrán medidas para su implementación. Los términos de referencia del estudio de viabilidad están incorporados como anexo a este Plan de Acción.

19. Los Grupos de Trabajo evaluarán las actividades y los avances realizados por el Sistema de Información sobre Mercados de Trabajo (SISMEL) en la producción, armonización y difusión de estadísticas y documentos de naturaleza laboral de los Estados Miembros. Con base en esa evaluación, los Grupos de Trabajo decidirán en al 31 de diciembre de 2003  acerca de la conveniencia de mantener el SISMEL en su formato actual o de integrarlo a otros proyectos, teniendo en cuenta la contribución que dicho sistema pueda ofrecer para la mejora de las estadísticas nacionales, sobre todo en las economías menores, y la producción de indicadores comparables sobre el mercado laboral del Hemisferio. en cualquiera de las hipótesis, los Ministerios de Trabajo deberán designar los coordinadores nacionales del SISMEL, quienes se encargarán de la alimentación y actualización de la base de datos y documentos, así como de su difusión. 

20. Los Grupos de Trabajo considerarán los medios oportunos para estrechar la relación entre los Ministerios de Trabajo y los órganos gubernamentals con competencia en las negociaciones del ALCA.  en este sentido, se realizarán los máximos esfuerzos, en el marco de las competencias nacionales e institucionales existentes, para establecer un diálogo fecundo y regular con los Ministerios de Comercio, así como con los Ministerios de Educación, Salud, Desarrollo Social y las autoridades que tienen a su cargo los programas de combate a la pobreza, y otros ministerios involucrados en las negociaciones del ALCA, para tener en cuenta los efectos de las políticas económicas y comerciales en los mercados de trabajo locales y regionales. A ese respecto, recordamos que los Ministros de Comercio del Hemisferio han manifestado, en la Declaración Ministerial de Quito, su interés en conocer los resultados de las actividades del Grupo de Trabajo Relativo a las Dimensiones Laborales en el Proceso de Cumbre de las Américas.

F.
IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN DE ACCIÓN: DIRECTRICES PARA EL FUNCIONAMIENTO DE LOS GRUPOS DE TRABAJO

Coordinación 

21. Los Grupos de Trabajo se reunirán por lo menos dos veces antes de la XIV Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo, en fechas y lugares a ser determinados según lo dispuesto en el párrafo 15.

22. Los grupos de trabajo serán coordinados por los siguientes Ministros de Trabajo, elegidos por esta Conferencia, quienes pueden desempeñar sus funciones directamente o por medio de representantes:

GT 1: Ministros de Trabajo de Argentina (presidente pro tempore) y Estados Unidos (vicepresidente) 

GT 2: Ministro de Trabajo de El Salvador  (presidente pro tempore) y Ministro de Trabajo de Canadá (vicepresidente).

Orientaciones metodológicas

23. El Plan de Acción comprende un número amplio de temas  complejos, lo que refleja los graves retos antepuestos a los Ministerios de Trabajo en la economía global. en contraste, muchos de los Ministerios enfrentan serias limitaciones para desempeñar adecuadamente su función. Por esa razón, es indispensable que los grupos continúen los esfuerzos de mejoramiento de sus métodos de trabajo, a fin de lograr sinergias, maximizar eficiencias y diseminar resultados.

24. Los grupos deberán coordinar su trabajo considerando  la complementariedad e interdependencia de sus planes. La permanente comunicación y el intercambio de conocimientos, experiencias y resultados proporcionarán ventajas recíprocas.

25. Es fundamental que los grupos profundicen las acciones desarrolladas en planes anteriores y busquen los medios que posibiliten internalizar, en las varias áreas y niveles de intervención, las iniciativas y recomendaciones derivadas de dichos planes. Además, deben desarrollar sistemas de seguimiento y de evaluación de los efectos obtenidos en sus campos de actuación.

Anexo 

Estudio de viabilidad
de un  Mecanismo interamericano de cooperación
para la administración laboral profesional

A.
ANTECEDENTES

En la Declaración de Quebec emanada de la III Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno establecieron el siguiente mandato:

“A fin de avanzar en nuestro compromiso de crear mayores oportunidades de empleo, incrementar las capacidades de los trabajadores y mejorar las condiciones laborales en todo el Hemisferio, reconocemos la necesidad de considerar, en los foros hemisféricos e internacionales pertinentes, las cuestiones de la globalización relacionadas con el empleo y el trabajo.  Instruimos a la Conferencia Interamericana de Ministros del Trabajo que continúe considerando los temas relacionados con la globalización que afectan al empleo y al trabajo.”

Asimismo, el Plan de Acción de la III Cumbre de las Américas establece que, en materia de trabajo y empleo, los Jefes de Estado y de Gobierno

“ordenarán a sus Ministros hacer nuevos progresos con base en la Declaración de Viña del Mar que estuvo centrada en las dimensiones sociales de la globalización y la modernización de los Ministerios del Trabajo”, “crearán un proceso para una mejor colaboración y coordinación sobre las dimensiones laborales del proceso de la Cumbre de las Américas” y “elaborarán nuevos mecanismos para aumentar la eficacia de los proyectos y otros tipos de ayuda técnica destinados a aumentar la capacidad de las economías más pequeñas y sus instituciones”.

A su vez, los Ministros de Trabajo del hemisferio recogieron estos mandatos en la Declaración de Ottawa de la XII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo. 

B.
SOBRE LA NECESIDAD DE UN MECANISMO INTERAMERICANO DE COOPERACIÓN PARA LA ADMINISTRACIÓN LABORAL PROFESIONAL

Como seguimiento de los mandatos establecidos por los Jefes de Estado de la Tercera Cumbre de las Américas, los Ministros se comprometieron, a través del Plan de Acción de Ottawa de la XII CIMT, a: (1) fortalecer la capacidad de los ministerios de trabajo e instrumentar políticas para el trabajo y el mercado laboral; (2) desarrollar nuevos mecanismos para aumentar la eficacia de proyectos y de iniciativas de asistencia técnica para construir la capacidad de los ministerios de trabajo de las economías más pequeñas; y (3) crear un proceso para potenciar la colaboración y coordinación con instituciones clave de las Américas que desempeñen un papel crítico en la mejora de las condiciones de trabajo;

En una economía más integrada y tecnológicamente avanzada—objetivo al que aspiran los países de las Américas—la administración laboral desempeña un papel protagónico;

Los ministerios de trabajo cumplen una función vital y multifacética consistente en cimentar las bases necesarias para lograr las amplias metas de la Cumbre de las Américas:

· Promover y proteger los principios y derechos fundamentales en el trabajo, tal como está plasmado en la Declaración sobre principios y derechos laborales fundamentales de la 

· Preparar a los trabajadores para que triunfen en una economía integrada, proporcionándoles las destrezas necesarias;

· Mejorar el funcionamiento de los mercados laborales con mayor seguridad económica y más capacitación durante los períodos de desempleo y optimizar el acceso a servicios de inserción laboral en la transición a un nuevo empleo;

· (No todos los ministerios de trabajo cuentan con los recursos suficientes para garantizar la seguridad económica de los trabajadores durante el desempleo. Por ejemplo, México tiene programas de capacitación y becas para los trabajadores desempleados, pero no cuenta con seguro de desempleo);
· Fomentar el desarrollo integral de individuos y el potencial productivo de los centros de trabajo;
· Ayudar a que se entienda en mayor profundidad el impacto laboral de la integración, incluso a través del diálogo social; y

· Participar activamente en debates clave sobre políticas económicas y sociales.

Para responder a estos desafíos, la adopción de decisiones deberá ser moderna y profesional, y será necesario contar con información avanzada, conectividad, capacidad de gestión, diálogo social, medios alternativos de solución de controversias y sistemas de cumplimiento jurídico;

Muchos ministerios de trabajo, particularmente los de las economías más pequeñas, se beneficiarían si a tal fin fortaleciesen su capacidad;

La asistencia técnica y la cooperación horizontal juegan un papel clave en el desarrollo de las capacidades de los ministerios de trabajo;

Es necesario que haya una mayor colaboración y coordinación sostenida entre los gobiernos, los actores sociales y las organizaciones internacionales clave del hemisferio, partiendo de los programas e iniciativas existentes, como ser los de la Organización Internacional de Trabajo, la Organización de los Estados Americanos y el Banco Interamericano de Desarrollo, y complementándolos;

En particular, existe la necesidad de coordinar la información y los conocimientos requeridos para que los programas de cooperación horizontal sean eficaces, para situar tales programas en el marco de estrategias de desarrollo de capacidades viables y para promover un análisis que apoye la continua mejora de las iniciativas de construcción de capacidades;

Los Estados Miembros desean dejar constancia de que la OIT es la organización internacional competente, con el mandato exclusivo de fijar normas laborales internacionales y observar su debida aplicación a través de sus entidades de supervisión tripartitas.

C.
TÉRMINOS DE REFERENCIA

1.
Propósito

El estudio analizará la viabilidad de las opciones para establecer un mecanismo auspiciado por la CIMT, diseñado para cumplir con los siguientes propósitos:

MODERNIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN LABORAL

Los esfuerzos tendentes a este fin podrían incluir:

· desarrollo y fortalecimiento del cuadro de profesionales capacitados a niveles operativo (incluso inspecciones), análisis de políticas y administración y, en el marco del mandato de los ministerios de trabajo, a nivel de arbitraje laboral;

· clasificación y difusión de información sobre buenas prácticas;

· incorporación de tecnologías de la información modernas para aumentar la eficacia operativa y la calidad del análisis de políticas;

· modernización y mejora de los ministerios de trabajo como proveedores de servicios: desarrollo de capital humano, fomento de empleo y funcionamiento eficaz de los mercados laborales;

· potenciar la eficacia de las estrategias;

· instrumentación de sistemas de gestión a fin de garantizar la rendición de cuentas y el progreso continuo.

MAYOR COLABORACIÓN Y COOPERACIÓN INTERNACIONAL:

Los esfuerzos tendientes a este fin podrían incluir:

· establecimiento de un punto único de acceso a información sobre recursos disponibles y prácticas eficaces, sobre la base de la clasificación de mejores prácticas en áreas de cooperación específicas;

· identificación y registro de proyectos de cooperación emprendidos en la región entre países y grupos de países;

· asignación de recursos de cooperación horizontal a necesidades específicas, incluso asignación de peritos y profesionales con experiencia;

· apoyo al desarrollo, por parte de los gobiernos nacionales, de programas integrales para el fortalecimiento de la capacidad mediante la cooperación horizontal y la asistencia de los organismos internacionales pertinentes;

· identificación de fuentes de financiamiento institucionales para extender los proyectos de cooperación ya existentes a otros países y grupos de países;

· investigación, análisis y difusión de información sobre los ejemplos exitosos que hayan logrado resultados sostenibles;

· identificación de necesidades pendientes;

· creación de un terreno de capacitación para jóvenes profesionales del sector laboral.

2.
Alcance

El estudio tendrá en cuenta las necesidades de los Estados Miembros de la OEA identificados en la labor de los Grupos de Trabajo de la CIMT, y en otras fuentes relevantes incluyendo la OIT, y evaluará las maneras de maximizar el uso de las tecnologías de la comunicación y de los recursos complementarios disponibles, analizará las posibilidades que ofrecen las redes de contacto y considerará los vínculos entre partes homólogas estratégicas en la academia dentro del hemisferio.

3.
Objetivos

Presentar una serie de opciones y recomendaciones específicas para orientar a la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo en la posible instrumentación de un mecanismo cooperativo con respecto a lo siguiente:

i)
Función

El mecanismo sería un recurso disponible a pedido de los gobiernos de las Américas para mejorar la administración laboral y apoyar a la CIMT en su mandato de fortalecer la capacidad de los ministerios de trabajo del hemisferio, promoviendo la habilidad de los gobiernos y de la Conferencia para llegar a las metas propuestas en el párrafo 1.

El mecanismo emplearía y complementaría los recursos puestos a disposición por las organizaciones internacionales clave, particularmente las de la Organización Internacional del Trabajo y la Organización de los Estados Americanos, incluso el proyecto OEA-SISMEL. Esto evitaría la duplicación de funciones.

El estudio explorará posibles funciones, incluso, a título enumerativo y no limitativo:

- Coordinación de la cooperación internacional

· creación de un fondo común de administradores laborales profesionales experimentados y gestión de una red que les permita facilitar su pericia a los ministerios de trabajo, asignando recursos disponibles a necesidades específicas;

· sistematización de las mejores prácticas en materia laboral en países del hemisferio. Los miembros de la CIMT tendrán acceso permanente al sistema a través de Internet y otros medios; 

· identificación y registro de los proyectos de cooperación que se realicen en la región entre países y grupos de países con el objetivo de incrementar la efectividad y cobertura regional de las acciones de cooperación;

· establecimiento de mecanismos de coordinación con instituciones internacionales clave en las Américas para la compilación de datos y/o enlaces con información acerca de las prácticas más eficaces, recursos de cooperación internacional y evaluación de necesidades;

· trabajo conjunto con el Instituto de Conectividad de las Américas para desarrollar soluciones de base Internet;

· trabajo conjunto con SISMEL a fin de promover la modernización de los sistemas de información sobre el trabajo y los mercados laborales;

· asistencia directa a los gobiernos miembros de la CIMT para idear planes de acción sustentables e integrales en relación con el fortalecimiento de capacidades empleando los recursos antedichos y valiéndose de la Organización Internacional del Trabajo y otras entidades con los conocimientos pertinentes; y asistencia para acceder a fuentes de financiación que apoyen tales planes;

-  Análisis

· creación de un foro permanente de análisis, reflexión e intercambio de información por medio de Internet;
· suministro periódico de estudios con base en la experiencia acerca de las condiciones necesarias de la sustentabilidad y eficacia de la programación;

· desarrollo de estrategias y nuevas perspectivas para responder a metas pendientes y lograr resultados sostenibles en pro de los objetivos de la CIMT;

-  Capacitación

· ofrecer a los ministerios de trabajo el campo de aprendizaje necesario para capacitar a sus funcionarios y personal subalterno.

Los Estados Miembros desean dejar constancia de que la OIT es la organización internacional competente, con el mandato exclusivo de fijar normas laborales internacionales y observar su debida aplicación mediante las entidades tripartitas de supervisión.

ii)
Posibles socios

El estudio identificará organizaciones de nivel nacional e internacional (incluso entidades multilaterales, universidades y organizaciones no gubernamentales con fines educativos o capaces de ofrecer conocimientos técnicos) que podrían participar como socios para lograr los propósitos descritos en el párrafo 1.

iii)
Financiamiento

El estudio mostrará lo que subyace a las opciones presentadas, incluso a las potenciales fuentes de financiación, y ofrecerá sugerencias en cuanto a eficacia en función del costo y cooperación de recursos.

iv)
Organización y rendición de cuentas

El estudio analizará cómo el mecanismo podría ser dirigido para ser eficaz y eficiente y a la vez responder a los intereses de todas las partes. El estudio tendrá en cuenta, entre otras cosas, cómo asegurar que una organización o institución rinda cuentas directamente a la CIMT; también considerará las modalidades de un mecanismo general de supervisión compuesto por un comité directivo permanente y no remunerado que debe incluir la troika de presidencias pro tempore pasadas, presente y futuras de la CIMT, y también considerará el papel de los representantes de los Estados Miembros, COSATE, CEATAL, organismos internacionales clave y entidades de financiamiento.

v)
Administración

En caso de proponerse un mecanismo institucional, el estudio considerará cómo administrarlo, incluso el sitio de la sede, y cuáles serían las consecuencias en materia de recursos humanos y las necesidades administrativas previstas (p. ej. Artículos de oficina, sitios Web, servicios de traducción), como también, como también lo referente a las políticas de idiomas de la OEA con respecto a la reunión y difusión de materiales. Para mantener los costos al mínimo, se considerará el uso amplio de la tecnología de la información y las comunicaciones, así como la posibilidad de que cada Estado miembro designe un administrador nacional para operar por medio de Internet.

vi)
Red de contactos

El estudio evaluará el papel del mecanismo como eje de concentración de una red de conocimientos laborales de las Américas que comparta las mejores prácticas. El estudio considerará también el establecimiento de un mecanismo virtual que vincule a los Ministerios del trabajo entre sí y con otras instituciones como universidades, organismos internacionales así como diversas fuentes de especialización técnica en administración laboral, capacitación en línea e información para el desarrollo de las capacidades.

4)
Dirección del Estudio

El estudio será dirigido por los presidentes pro tempore de la CIMT, anteriores, presentes y futuros. Será administrado por la Unidad de Desarrollo Social y Educación de la OEA, con la participación de los expertos reconocidos que correspondan.

La producción del estudio se hará acorde a un proceso consultivo con los dirigentes de los grupos de trabajo, establecidos en el Plan de Acción de la XIII CIMT, así como con COSATE y CEATAL.  Del estudio se desprenderá un informe provisional sobre los avances logrados para ser entregado en las primeras reuniones de los Grupos de Trabajo. 

5)
Financiamiento

El financiamiento del estudio se desglosa de la siguiente manera:

· El Programa de Trabajo del Ministerio de Desarrollo de Recursos Humanos de Canadá aportará una suma a determinar.

· El Subfondo de Reserva de la Cumbre de las Américas, OEA, aportará una suma a determinar e acuerdo con la resolución adoptada por esta conferencia, sujeto a las autorizaciones necesarias.

(Se identificará a otras entidades y cifras según corresponda.)

6)
Cronograma

	Presentación de un esbozo
	7 de febrero de 2004



	Presentación de un borrador preliminar a la presidencia pro-tempore y a la OEA
	30 de abril de 2004



	Reunión con los jefes de los Grupos de Trabajo y presentación de un informe a los miembros del Grupo de Trabajo
	Primeras reuniones de los grupos de trabajo



	Presentación del borrador final a los ministros de la CIMT, para su debida aprobación
	30 de junio de 2004


AG/RES. 1991 (XXXIV-O/04)

AUMENTO Y FORTALECIMIENTO DE LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL
EN LAS ACTIVIDADES DE LA OEA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL, 

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.4265/04 add. 3 corr. 1) sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA;

TENIENDO EN CUENTA la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03) “Aumento y Fortalecimiento de la Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA”; 

TENIENDO EN CUENTA las Directrices para la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA, aprobadas por el Consejo Permanente mediante resolución CP/RES. 759 (1217/99) y ratificadas por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 1707 (XXX-O/00); 

TOMANDO EN CONSIDERACIÓN las Estrategias para Incrementar y Fortalecer la Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA, aprobadas por el Consejo   Permanente mediante la Resolución CP/RES. 840 (1361/03) el 26 de marzo del 2003 y luego ratificadas mediante resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03);

TENIENDO EN CUENTA que el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas establece que, entre otras iniciativas, los gobiernos elaborarán estrategias a nivel nacional y a través de la OEA, a fin de aumentar la capacidad de la sociedad civil para incrementar su participación en el sistema interamericano; 

CONSIDERANDO que la Declaración de Nuevo León de la Cumbre Extraordinaria de las Américas firmada el 13 de enero de 2004 en Monterrey, México reconoce el papel de la sociedad civil y su contribución a la buena gestión pública y reafirma la importancia de continuar consolidando nuevas asociaciones que permitan la vinculación constructiva entre gobiernos, organizaciones no gubernamentales, organismos internacionales y distintos sectores de la sociedad civil para que trabajen a favor del desarrollo y la democracia; 

CONSIDERANDO TAMBIÉN que el Artículo 6 de la Carta Democrática Interamericana expresa que “La participación de la ciudadanía en las decisiones relativas a su propio desarrollo es un derecho y una responsabilidad. Es también una condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la democracia. Promover y fomentar diversas formas de participación fortalece la democracia” ;  

TENIENDO EN CUENTA TAMBIÉN que la Declaración de Nuevo León alienta la participación de la sociedad civil en el proceso de Cumbres de las Américas, para lo cual propone institucionalizar los encuentros con la sociedad civil, el sector académico y el privado; 

TOMANDO NOTA CON AGRADO la creación del Fondo Específico para Financiar la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA y en el Proceso de Cumbres de las Américas, mediante resolución CP/RES. 864 (1413/04) con el fin de apoyar la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA, incluido el diálogo Informal entre los Jefes de Delegación de los Estados Miembros de la OEA, su Secretario General y los representantes de las organizaciones de la sociedad civil, el cual se ha incluido en el proyecto de calendario de los períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General de la OEA, antes de la sesión inaugural, como una actividad regular, como lo estipula la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03) “Aumento y Fortalecimiento de la Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA”; 
DESTACANDO LA IMPORTANCIA del documento  CP/CISC-106/04 “Revisión de las Normas de Procedimiento para la Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA";

RECONOCIENDO la importancia de la participación de las organizaciones de la sociedad civil en la consolidación de la democracia en todos los Estados Miembros y la significativa contribución que pueden dar a las actividades de la OEA y de los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano; y

RECONOCIENDO TAMBIÉN que la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA debe desarrollarse dentro de un marco de estrecha colaboración entre los órganos políticos e institucionales de la Organización,

RESUELVE:

1. Reafirmar el compromiso de los Estados Miembros de la Organización de continuar fortaleciendo los mecanismos de participación de la sociedad civil en el proceso de Cumbres de las Américas y en las actividades de la OEA, al igual que la voluntad de la Organización para implementar acciones concretas diseñadas para lograr una efectiva participación de la sociedad civil en el proceso de Cumbres y en la OEA.  

2. Encomendar  al Consejo Permanente de la OEA, al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), y a la Secretaría General que, en coordinación con todos los órganos, organismos y entidades de la OEA continúen facilitando la implementación de las “Estrategias para Incrementar y Fortalecer la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA” aprobadas por el Consejo Permanente el 26 de marzo de 2003 [CP/RES. 840 (1361/03)] y ratificadas mediante resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03) “Aumento y Fortalecimiento de la Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA”. 

3. Exhortar a los Estados Miembros a que informen acerca de los procedimientos y la normativa existente a nivel nacional en materia de consulta con la sociedad civil en el proceso de diseño y toma de decisiones de políticas gubernamentales, para permitir el intercambio de experiencias y mejores prácticas entre los Estados Miembros.

4. Continuar promoviendo activamente el registro de las organizaciones de la sociedad civil y su participación en las actividades de la OEA.
5. Solicitar a la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA, con la activa participación de la Secretaría del Proceso de Cumbres, a preparar un informe sobre los resultados alcanzados a la fecha referente a la participación de la sociedad civil en el Proceso de Cumbres y en las actividades de la OEA, incorporando los puntos de vista de las organizaciones registradas con respecto al acceso de información, transparencia de los mecanismos de participación y modalidades de participación.  

6. Invitar a todos los Estados Miembros y a los Observadores Permanentes y otros donantes, según definición del Artículo 73 de las Normas Generales que rigen el funcionamiento de la Secretaría General y las demás normas y reglamentos de la Organización, a contribuir al Fondo específico de contribuciones voluntarias, “Fondo para la Participación de la Sociedad Civil”, para apoyar la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA, incluido el Diálogo de los Jefes de Delegación con representantes de organizaciones de  la sociedad civil.
7. Continuar exhortando a los Estados Miembros:
a) a participar en el Diálogo de los Jefes de Delegación con representantes de organizaciones de la  sociedad civil; y

b) a continuar sus esfuerzos para abrir a las organizaciones de la sociedad civil mayores espacios de participación en las actividades de la Organización.

8. Reconocer los esfuerzos del país anfitrión para trabajar con la Secretaría General y con las organizaciones de la sociedad civil para facilitar y ayudar a organizar la participación de la sociedad civil en el Diálogo Informal entre los Jefes de Delegación de los Estados Miembros de la OEA, su Secretario General y los representantes de las organizaciones de la sociedad civil, de conformidad con las provisiones establecidas en la resolución CP/RES. 840 (1361/03), y alentar a futuros anfitriones a continuar construyendo sobre estas tradiciones.
9. Encomendar a la Secretaría General que continúe apoyando a los Estados Miembros que así lo soliciten en sus esfuerzos por aumentar la capacidad institucional de los gobiernos para recibir, integrar e incorporar los aportes y las causas de la sociedad civil, de ser posible, mediante la utilización de tecnologías de la información y la comunicación.

10. Encomendar a la Secretaría General que lleve a cabo las actividades mencionadas en esta resolución con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

11. Solicitar al Consejo Permanente que presente un informe sobre el cumplimiento de la presente resolución a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones.

AG/RES. 1992 (XXXIV-O/04)

SEGUIMIENTO A LA CUMBRE EXTRAORDINARIA DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSIDERANDO:

Que la Cumbre Extraordinaria de las Américas se celebró en Monterrey, Nuevo León, México, el 12 y 13 de enero de 2004;

Que los Jefes de Estado y de Gobierno aprobaron la Declaración de Nuevo León con el propósito fundamental de “avanzar en la instrumentación de medidas para combatir la pobreza, promover el desarrollo social, lograr un crecimiento económico con equidad y reforzar la gobernabilidad de nuestras democracias”;

Que el proceso de Cumbres de las Américas y la Declaración y el Plan de Acción de Québec han establecido prioridades políticas a nivel hemisférico que definen la agenda interamericana y coinciden con los principios y prioridades de la Organización; 

Que en la Declaración de Nuevo León, los Jefes de Estado y de Gobierno reconocieron la importante labor de la Organización de los Estados Americanos, y en particular de la Secretaría del Proceso de Cumbres, en el seguimiento de las Cumbres de las Américas; y

Que en el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas se reconoce la función que cumple la Comisión de Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC) como coordinadora de los esfuerzos de la OEA en cumplimiento y seguimiento de los compromisos derivados del proceso de Cumbres de las Américas,

RESUELVE: 

1. Reafirmar los compromisos adoptados en la Declaración de Nuevo León y exhortar a los Estados Miembros a que instrumenten, promuevan y difundan los compromisos asumidos en dicha Declaración. 

2. Invitar a los Estados Miembros a presentar información sobre los avances realizados en sus países en cumplimiento de aquellos compromisos de la Declaración de Nuevo León que deberá ser informados a la Cuarta Cumbre de las Américas y solicitar a la Secretaría del Proceso de Cumbres que prepare un informe consolidado para ser presentado al Proceso de Cumbres.

3. Encomendar a la Secretaría General que, en el marco de las resoluciones AG/RES.__ (XXXIV-O/04), AG/RES. 1965 (XXXIII-O/03), AG/RES 1847 (XXXII-O/02), AG/RES. 1824 (XXXI-O/01), AG/RES. 1752 (XXX-O/00): 

a) dé cumplimiento a los compromisos adoptados en la Cumbre Extraordinaria de las Américas, los promueva y difunda;

b) coordine a través de la Secretaría del Proceso de Cumbres las actividades y los programas de sus distintas unidades y oficinas relacionados con la implementación de los compromisos de la Declaración de Nuevo León.


4. Encomendar al Consejo Permanente que, con el apoyo de la Secretaría del Proceso de Cumbres  y en el marco de las resoluciones AG/RES.___ (XXXIV-O/04), AG/RES. 1965 (XXXIII-O/03), AG/RES. 1847 (XXXII-O/02), AG/RES. 1824 (XXXI-O/01) y AG/RES. 1752 (XXX-O/00), coordine con las demás entidades de la OEA y las instituciones del Grupo de Trabajo Conjunto para las Cumbres, el seguimiento de los compromisos establecidos en la Declaración de Nuevo León y presente un informe de seguimiento a la próxima Asamblea General.

AG/RES. 1994 (XXXIV-O/04)

APOYO Y SEGUIMIENTO DEL PROCESO DE CUMBRES DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el informe anual del Consejo Permanente a la Asamblea General sobre las actividades de la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la Organización de los Estados Americanos, OEA 2003-2004 (AG/doc. 4265/04 add. 6);

TENIENDO EN CUENTA las iniciativas emanadas de la Primera Cumbre de las Américas (Miami, 1994), la Cumbre de las Américas sobre Desarrollo Sostenible (Santa Cruz de la Sierra, 1996), la Segunda Cumbre de las Américas (Santiago, 1998), la Tercera Cumbre de las Américas (Québec, 2001) y la Cumbre Extraordinaria de las Américas (Monterrey, 2004); 

TENIENDO PRESENTE ASIMISMO la decisión de los Estados Miembros de celebrar la Cuarta Cumbre de las Américas en la Argentina en el 2005;

RECORDANDO que, mediante la resolución AG/RES. 1349 (XXV-O/95), la Asamblea General estableció una Comisión Especial del Consejo Permanente sobre Gestión de Cumbres Interamericanas, abierta a la participación de todos los Estados Miembros, con el fin de asegurar un seguimiento eficaz, oportuno y apropiado de las actividades encomendadas a la Organización por la Cumbre de las Américas y coordinar la preparación, participación y seguimiento por parte de la OEA en futuras Cumbres;

RECORDANDO ASIMISMO que, en su sesión del 31 de julio de 2002, el Consejo Permanente decidió fusionar la Comisión Especial de Gestión de Cumbres Interamericanas y la Comisión para la Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA convirtiéndolas en la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC);

TENIENDO EN CUENTA los mandatos emanados del Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas, y en particular los de la sección “Seguimiento para el Plan de Acción” donde se reconoce la función que cumple la CISC como coordinadora de las actividades de la OEA en esta materia y como foro para que la sociedad civil contribuya al Proceso de Cumbres de las Américas, y el establecimiento de la Secretaría del Proceso de Cumbres mediante Orden Ejecutiva No. 02-03;

RECORDANDO que la Declaración de la ciudad de Québec reconoce los resultados significativos de las reuniones ministeriales celebradas en apoyo de los mandatos de las Cumbres de las Américas, así como la importancia de la contribución de la sociedad civil al proceso de Cumbres; 

RECONOCIENDO que la CISC ha servido de marco para la participación de la sociedad civil en el proceso de Cumbres de las Américas; 

RECONOCIENDO TAMBIÉN la labor del Grupo de Trabajo Conjunto para las Cumbres integrado por la Organización de los Estados Americanos (OEA), la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), la Organización Panamericana de la Salud (OPS), el Banco Mundial, el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA), la Corporación Andina de Fomento (CAF), el Banco de Desarrollo del Caribe (BDC) y el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE);

TOMANDO EN CUENTA la realización de la Cumbre Extraordinaria de las Américas celebrada en Monterrey, Nuevo León, México, el 12 y 13 de enero de 2004,  y la aprobación y firma de la Declaración de Nuevo León;

RECORDANDO que el Proceso de Cumbres alienta la plena participación de la sociedad civil y que en la Declaración de Nuevo León, los Jefes de Estado y de Gobierno se proponen institucionalizar los encuentros con la sociedad civil, el sector académico y el privado; y

RECONOCIENDO la importancia del seguimiento coordinado, oportuno y eficaz del Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas, de la Declaración de Nuevo León y de los Planes de Acción previos, así como la labor preparatoria de la Cuarta Cumbre de las Américas, y el papel central del sistema interamericano y en particular de la OEA en esta labor,

RESUELVE: 

1. Exhortar a los Estados Miembros a continuar implementando los compromisos de las Cumbres de las Américas, así como también a promover y difundir los mismos dentro de sus respectivas administraciones nacionales. 

2. Reiterar el mandato al Consejo Permanente de coordinar las actividades encargadas a la Organización de los Estados Americanos por las Cumbres de las Américas. 

3. Encomendar a los órganos, organismos y entidades de la Organización que continúen otorgando la mayor prioridad al cumplimiento de las iniciativas asignadas a ellos por la Asamblea General, de acuerdo con los mandatos de las Cumbres de las Américas, y que informen al respecto regularmente, y según corresponda, al Consejo Permanente, al CIDI y a la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA.

4. Solicitar a la Secretaría General que, por medio de la Secretaría del Proceso de Cumbres, continúe actuando como memoria institucional y secretaría del proceso de Cumbres de las Américas de conformidad con el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas y la Declaración de Nuevo León, apoyando el seguimiento y difusión de los mandatos, los procesos preparatorios y la coordinación técnica de futuras cumbres, ofreciendo, a su vez, apoyo a los Estados Miembros en la implementación de los mandatos de los Planes de Acción. 

5. Encomendar al Consejo Permanente que promueva y facilite la participación de la sociedad civil en los temas encargados a la OEA por el Proceso de Cumbres de las Américas así como los esfuerzos de los Estados Miembros para promover esta participación. 

6. Solicitar a la Secretaría General que, a través del Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres, presidido por la Secretaría del Proceso de Cumbres de la OEA: 

a) presente un informe anual al Grupo de Revisión e Implementación de Cumbres (GRIC) sobre el apoyo otorgado a los Estados Miembros para dar cumplimiento a los mandatos de las Cumbres; 

b) en su capacidad de mecanismo coordinador, continúe promoviendo la implementación y seguimiento de los planes de acción de las Cumbres de las Américas y de la Declaración de Nuevo León en todas las agencias; 

c) preste su asistencia en los preparativos de la Cuarta Cumbre de las Américas a celebrarse en Argentina;

d) celebre al menos una reunión cada año de jefes de agencia para revisar avances y planificar acciones conjuntas, como complemento de las reuniones interagenciales de rutina. 

7. Solicitar a la Secretaría General que continúe brindando el apoyo necesario a las reuniones ministeriales y sectoriales relacionadas con la implementación de los mandatos y compromisos de las Cumbres en los temas relevantes para la OEA. 

8. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría del Proceso de Cumbres, realice esfuerzos para la promoción y difusión de los mandatos y compromisos emanados de las Cumbres de las Américas entre los distintos actores sociales para que éstos contribuyan a su implementación.

9. Solicitar a la Secretaría General que fortalezca la Secretaría del Proceso de Cumbres, de modo de que cuente con los recursos humanos y financieros necesarios para apoyar el seguimiento y difusión de los mandatos de las Cumbres de las Américas y la preparación de la Cuarta Cumbre de las Américas a realizarse en Argentina.

10. Encomendar a la Secretaría General que ejecute las acciones mencionadas en esta resolución de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, y encomendar al Secretario General que busque fondos voluntarios adicionales para llevar a cabo las actividades mencionadas en esta resolución.

11. Encomendar a los Estados Miembros a que continúen contribuyendo al Fondo Específico del Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres (GRIC) destinado a financiar las actividades de apoyo al GRIC.

12. Solicitar a la Secretaría General que, a través de la Secretaría del Proceso de Cumbres, presente al Consejo Permanente información sistemática y detallada respecto al manejo presupuestario y financiero de dicho Fondo Específico. 

13. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones sobre la ejecución de esta resolución.
AG/RES. 1998 (XXXIV-O/04)

SEGUIMIENTO DE LA CONFERENCIA ESPECIAL SOBRE SEGURIDAD

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General, en particular la sección que se refiere a los asuntos asignados a la Comisión de Seguridad Hemisférica, incluyendo la Conferencia Especial sobre Seguridad (AG/doc.4265/04 add. 5 corr. 1);

RECORDANDO:

Que la Cumbre de las Américas de Santiago (Chile,1998) encomendó a la Organización de los Estados Americanos, a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica, que “efectúe el seguimiento y profundización de los temas relativos a medidas de fomento de la confianza y la seguridad, realice un análisis sobre el significado, alcance y proyección de los conceptos de seguridad internacional en el Hemisferio, con el propósito de desarrollar los enfoques comunes más apropiados que permitan abordar sus diversos aspectos, incluidos el desarme y el control de armamentos, e identifique las formas de revitalizar y fortalecer las instituciones del sistema interamericano relacionadas con los distintos aspectos de la seguridad hemisférica”, que culmine en una Conferencia Especial sobre Seguridad en el marco de la OEA;  

Que la Cumbre de las Américas de la ciudad de Québec (Canadá, 2001) pidió a la Comisión de Seguridad Hemisférica de la OEA la revisión de todos los temas que se refieren a los enfoques comunes sobre la seguridad internacional en el Hemisferio, con miras a celebrar la Conferencia Especial sobre Seguridad;

Los mandatos y decisiones relacionados con la Conferencia Especial sobre Seguridad, incluyendo los de la Asamblea General contenidos en sus resoluciones AG/RES. 1566 (XXVIII-O/98), “Fomento de la Confianza y la Seguridad en las Américas”, AG/RES. 1643 (XXIX-O/99), “Programa de trabajo de la Comisión de Seguridad Hemisférica con miras a la preparación de la Conferencia Especial sobre Seguridad”, AG/RES. 1795 (XXXI-O/01), “Preparativos para la Conferencia Especial sobre Seguridad dispuesta por la Cumbre”, AG/RES. 1908 (XXXII-O/02), “Conferencia Especial sobre Seguridad” y AG/RES. 1940 (XXXIII-O/03) “Conferencia Especial sobre Seguridad” y en su declaración AG/DEC. 27 (XXXII-O/02), Declaración de Bridgetown: El Enfoque Multidimensional a la Seguridad Hemisférica", así como los de la Vigésima Tercera Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, contenidos en la resolución RC.23/RES. 1/01 rev. 1 corr. 1, “Fortalecimiento de la cooperación hemisférica para prevenir, combatir y eliminar el terrorismo”;

Que los Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en la Cumbre Extraordinaria de las Américas, celebrada en Monterrey, México, en enero de 2004, reiteraron su compromiso con los objetivos y propósitos contenidos en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, emanada de la Conferencia Especial sobre Seguridad;

Que los compromisos adoptados por nuestros Jefes de Estado y de Gobierno mediante el proceso de Cumbres de las Américas ofrecen un marco para promover la cooperación en asuntos relacionados con la seguridad hemisférica; 

TOMANDO NOTA con satisfacción del éxito de la Conferencia Especial sobre Seguridad, celebrada el 27 y 28 de octubre de 2003 en la Ciudad de México, México;

RECONOCIENDO la importancia de los resultados emanados de la Conferencia Especial sobre Seguridad, en particular la adopción de la Declaración sobre Seguridad en las Américas, que afirma “nuestra nueva concepción de la seguridad en el Hemisferio es de alcance multidimensional, incluye las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad de los Estados del Hemisferio, incorpora las prioridades de cada Estado, contribuye a la consolidación de la paz, al desarrollo integral y a la justicia social, y se basa en valores democráticos, el respeto, la promoción y defensa de los derechos humanos, la solidaridad, la cooperación y el respeto a la soberanía nacional”; 

RECONOCIENDO ASIMISMO los valores compartidos y los enfoques comunes identificados en la Declaración sobre Seguridad en las Américas; y

REAFIRMANDO el compromiso de revitalizar y fortalecer los órganos, instituciones y mecanismos del sistema interamericano relacionados con los diversos aspectos de la seguridad en el Hemisferio, para lograr una mayor coordinación y cooperación entre ellos, en el ámbito de sus competencias, a fin de mejorar la capacidad de los Estados americanos para enfrentar las amenazas tradicionales, así como las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad en el Hemisferio,

RESUELVE:

1. Tomar nota con satisfacción del Informe del Consejo Permanente sobre la celebración de la Conferencia Especial sobre Seguridad, así como de sus conclusiones y recomendaciones.

2. Hacer suya la Declaración sobre Seguridad en las Américas (Declaración) emanada de la Conferencia Especial sobre Seguridad.

3. Instar a todos los Estados Miembros a implementar la Declaración con miras a consolidar la paz, la estabilidad y la seguridad en el Hemisferio. 

4. Solicitar al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica:

a) Coordine la cooperación entre los órganos, organismos, entidades y mecanismos de la Organización de los Estados Americanos (OEA) relacionados con los diversos aspectos de la seguridad y defensa en el Hemisferio, respetando los mandatos y el ámbito de sus competencias, con objeto de lograr la aplicación, evaluación y seguimiento de la Declaración.

b) Mantenga los enlaces necesarios con otras instituciones y mecanismos subregionales, regionales e internacionales relacionados con los diversos aspectos de la seguridad y defensa en el Hemisferio, respetando los mandatos y el ámbito de sus competencias, para lograr la aplicación, evaluación y seguimiento de la Declaración. 

c) Solicite, con la periodicidad que estime apropiada, informes sobre las medidas y acciones relacionadas con la implementación de la Declaración a las siguientes instancias interamericanas e internacionales: 

i) Órganos, organismos, entidades y mecanismos de la OEA relacionados con los diversos aspectos de la seguridad y defensa en el Hemisferio; y

ii) Otros instituciones y mecanismos subregionales, regionales, e internacionales relacionados con los diversos aspectos de la seguridad y la defensa en el Hemisferio.

d) Efectuar una evaluación continua de los progresos logrados en la implementación de la Declaración en los niveles nacional, subregional, regional e internacional, teniendo en cuenta las particularidades de cada subregión y estado, con la participación de los órganos, entidades,  organismos, y mecanismos de la OEA, las organizaciones internacionales y subregionales pertinentes y, cuando corresponda, la sociedad civil, que se consignen en el informe anual del Consejo Permanente a la Asamblea General.

e) Elabore, en coordinación con los órganos, organismos y entidades pertinentes de la OEA, incluyendo la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD), el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE), y el Comité Consultivo de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA), entre otros, estrategias coordinadas y planes de acción integrados relacionados con las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad hemisférica, de conformidad con la Declaración sobre Seguridad en las Américas.  

f) Considere en sus programas de trabajo y, cuando corresponda, en la elaboración de estrategias coordinadas y planes de acción integrados, las recomendaciones formuladas por las conferencias y reuniones especializadas del sistema interamericano relacionadas con el tema de la seguridad en el Hemisferio.

g) Considere en su trabajo relacionado con las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad hemisférica, los aportes de la sociedad civil sobre el tema. 

h) Continúe el proceso de examen y evaluación del Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR) y del Tratado Americano de Soluciones Pacíficas (Pacto de Bogotá), así como de otros instrumentos hemisféricos vigentes en materia de seguridad colectiva y solución pacífica de controversias, teniendo en cuenta las realidades de la seguridad en el Hemisferio y la naturaleza distinta de las amenazas tradicionales y no tradicionales a la seguridad, así como los mecanismos de cooperación para hacerles frente. 

5. Instruir al Secretario General a fortalecer la capacidad de la Secretaría General a fin de servir mejor a los Estados Miembros y cuerpos políticos de la OEA en materia de seguridad hemisférica, incluido un apoyo sustantivo y de secretaría a la Comisión de Seguridad Hemisférica, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
6. Solicitar al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica, continúe el análisis y sus deliberaciones sobre la relación jurídico-institucional entre la OEA y la Junta Interamericana de Defensa (JID), a la luz de los pronunciamientos contenidos en la Declaración, en particular del párrafo 49 de la misma, y eleve sus recomendaciones al trigésimo quinto período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

7. Tomar nota con satisfacción del Estudio y adoptar las recomendaciones contenidas en el documento “Estudio y Recomendaciones sobre la Modernización y los Cambios que Se Necesitan para Proporcionar a la OEA la Pericia Técnica, Consultiva y Educativa en Materia de Defensa y Seguridad para Prestar Apoyo al Examen continuo de las Instituciones del Sistema Interamericano relacionadas con la Seguridad Hemisférica” (CSH/GT/ADS/doc.7/04 rev. 6). 
8. Solicitar que la Secretaría General elabore un informe sobre como los Estados Miembros pueden apoyar los esfuerzos, acuerdos, y mecanismos para prevenir conflictos y solucionar pacíficamente las controversias. 

9. Encomendar al Consejo Permanente que desarrolle las actividades mencionadas en la presente resolución de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

10. Solicitar al Secretario General que transmita la presente resolución al Secretario General de las Naciones Unidas, al Secretario General de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE), al Foro Regional de la Asociación de Naciones del Asia Sudoriental (Foro Regional de ASEAN) y a otras organizaciones regionales pertinentes.

11. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones sobre el cumplimiento de esta resolución, y que presente las recomendaciones que estime del caso.


AG/RES. 2005 (XXXIV-O/04)

ENFRENTAR A LA POBREZA EXTREMA, INEQUIDAD Y EXCLUSIÓN SOCIAL
COMO FORMA DE FORTALECER LA SEGURIDAD HEMISFÉRICA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc. 4265/04 add. 5 corr. 1), en particular la sección que se refiere a los asuntos asignados a la Comisión de Seguridad Hemisférica; y

CONSIDERANDO:

Que la “Declaración de Bridgetown: Enfoque Multidimensional de la Seguridad Hemisférica” (AG/DEC. 27 (XXXII-O/02) reconoce que las amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad en el Hemisferio son de naturaleza diversa y alcance multidimensional y que el concepto y enfoque tradicionales deben ampliarse para abarcar amenazas nuevas y no tradicionales, que incluyen aspectos políticos, económicos, sociales, de salud y ambientales;

Que en la “Declaración sobre Seguridad en las Américas”, adoptada en la Conferencia Especial sobre Seguridad (Ciudad de México, México, 27 y 28 de octubre de 2003), los Estados de las Américas declararon que su “nueva concepción de la seguridad en el Hemisferio es de alcance multidimensional, incluye las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad de los Estados del Hemisferio, incorpora las prioridades de cada Estado, contribuye a la consolidación de la paz, al desarrollo integral y a la justicia social, y se basa en valores democráticos, el respeto la promoción y defensa de los derechos humanos, la solidaridad, la cooperación y el respeto a la soberanía nacional;

Que asimismo, los Estados de las Américas reconocen “que la pobreza extrema y la exclusión social de amplios sectores de la población también afectan la estabilidad y la democracia” y que la “pobreza extrema erosiona la cohesión social y vulnera la seguridad de los Estados”;

Que en esta Declaración sobre Seguridad se comprometen a fortalecer los mecanismos y acciones de cooperación para enfrentar con urgencia la pobreza extrema, la inequidad y la exclusión social; y reconocen que la solución de esta inaceptable situación es una tarea primordial de los Estados del Hemisferio, que requiere un compromiso y acciones continuas para promover el desarrollo económico y social y la educación, lo que debe ser complementado con la coordinación, cooperación y solidaridad entre los Estados y acciones de las instituciones financieras internacionales, incluyendo cualquier mecanismo financiero innovador que surja en los foros competentes; 

Que reafirman asimismo en esta Declaración sobre Seguridad su compromiso con la lucha contra la pobreza extrema en los Estados al adoptar y aplicar medidas conforme a los Objetivos de Desarrollo del Milenio, el Consenso de Monterrey y la Declaración de Margarita, entre otros, promoviendo el desarrollo mediante la cooperación económica del Hemisferio y utilizando plenamente los organismos de desarrollo nacionales, regionales e internacionales; y

Que los mecanismos de cooperación para hacer frente a las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad, como es el caso de la pobreza extrema, la inequidad, y la exclusión social, pueden ser distintos a los mecanismos para enfrentar las amenazas tradicionales, como fue reconocido en la Declaración sobre Seguridad en las Américas; 

Que el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y el Banco Interamericano para el Desarrollo (BID) son los foros especializados interamericanos que desempeñan un papel rector en los esfuerzos hemisféricos para enfrentar la pobreza, la inequidad, y la exclusión social en la región; y
Que en la Declaración de Santiago de Chile, adoptada en la Quinta Conferencia de Ministros de Defensa de las Américas (Santiago de Chile, Chile, 18 al 22 de noviembre de 2002), los Ministros de Defensa declaran que para la relación entre el crecimiento económico y la seguridad se requiere un mayor compromiso de los países del Hemisferio para crear oportunidades y eliminar barreras estructurales para el avance económico y social; que por lo tanto, la adopción de políticas efectivas tales como la promoción de un comercio justo y equitativo, con miras a reducir la pobreza, contribuirá significativamente a una mayor estabilidad democrática y seguridad en el Hemisferio, y que al mismo tiempo la seguridad en sí misma es un componente indispensable para el desarrollo económico y social,

RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados Miembros a que, por intermedio de medidas en los ámbitos interno, subregional, hemisférico y mundial, implementen los compromisos asumidos en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, en lo que se refiere al combate a la pobreza extrema, la inequidad y la exclusión social.

2. Encomendar al Consejo Permanente que incluya en el temario de la Comisión de Seguridad Hemisférica el tema "enfrentar la pobreza extrema, la inequidad, y la exclusión social como forma de fortalecer la seguridad hemisférica", con el propósito de analizar, desde una perspectiva estratégica, los riesgos que para la seguridad en el Hemisferio reviste la persistencia de la pobreza extrema, la inequidad y la exclusión social en la región.

3. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución por los pertinentes órganos, organismos y entidades del sistema interamericano.

AG/RES. 2011 (XXXIV-O/04)

INTEGRACIÓN DE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO EN LAS CUMBRES DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

TENIENDO EN CUENTA que las Cumbres de las Américas han ido reconociendo progresivamente la necesidad de fortalecer el papel de la mujer en todos los aspectos de la vida política, social y económica, y que su más clara expresión se encuentra en el Plan de Acción de Québec de 2001, el cual consolidó el compromiso de los Estados Miembros con la promoción de los derechos humanos de la mujer y la igualdad de género como elementos “fundamentales para la reducción de la pobreza, la promoción de la prosperidad económica y social, el desarrollo sostenible centrado en el ser humano, la consolidación de la democracia y la resolución de conflictos, y para el desarrollo de alianzas comunes entre mujeres y hombres”; 

CONSIDERANDO que en la Declaración de Nuevo León de 2004, emanada de la Cumbre Extraordinaria que se celebró para tratar los desafíos económicos, sociales y políticos actuales en la región, no sólo se reitera el compromiso con la igualdad de género y con todos los mandatos de las Cumbres anteriores sobre este tema, sino que también se reconoce, como elemento esencial para el desarrollo social, el desafío y la importancia de emprender “políticas económicas y sociales coordinadas e integradas … para el éxito en el combate a la desigualdad de oportunidades y la marginación”;

TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN de que tanto la Segunda como la Tercera Cumbre de las Américas se refieren específicamente a la necesidad de fortalecer los mecanismos nacionales y otros órganos del gobierno responsables del fomento de la igualdad de género y de la promoción y protección de los derechos humanos de las mujeres y proporcionarles los recursos humanos y financieros necesarios para la integración de la perspectiva de género en todas las políticas, proyectos y programas;

RECONOCIENDO que la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), como el principal órgano regional de toma de decisiones sobre los derechos humanos de la mujer y la igualdad de género, ha destacado públicamente las desigualdades de género en los ámbitos social, económico y político;

RECORDANDO las resoluciones aprobadas por la Primera Reunión de Ministras CIM/MINIS/RES.1(I-O/00), “Aprobación y aplicación del Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género”, y CIM/MINIS/RES.3(I-O/00), “Integración de la perspectiva de género en las Cumbres de las Américas”– en las cuales se solicita a la Secretaría General que integre la perspectiva de género “en todos los trabajos, proyectos y programas de los órganos, organismos y entidades de la OEA”;

CONSIDERANDO la importancia política y estratégica del Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género, adoptado en el trigésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA [AG/RES. 1732 (XXX-O/00)], y respaldado por los Jefes de Estado en la Tercera Cumbre de las Américas; 

CONSIDERANDO TAMBIÉN que dicho Programa tiene como uno de sus objetivos fundamentales la necesidad de que la OEA “integre sistemáticamente la perspectiva de género en todos los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano” y que todas las políticas, programas o estrategias que se formulen o examinen reflejen un compromiso integral con la observancia de los derechos humanos de la mujer y la igualdad de género en todas las esferas de la vida pública y privada; 

TENIENDO EN CUENTA las recomendaciones propuestas a los respectivos Ministerios en los tres informes de seguimiento de SEPIA I (trabajo), SEPIA II (justicia) y de SEPIA III (educación), desarrolladas por la CIM y expertos en género designados por los gobiernos para implementar el Programa Interamericano, como así también la necesidad de integrar plenamente una perspectiva de género, como un tema transversal, en los temarios y resultados de todas las Reuniones Interamericanas de nivel Ministerial y en los Comités temáticos relacionados con los mandatos del proceso de cumbres ;

RECORDANDO las resoluciones AG/RES. 1880 (XXXII-O/02) y AG/RES. 1908 (XXXII-O/02), que piden un enfoque multidimensional para la seguridad hemisférica, y la consiguiente Declaración sobre Seguridad en las Américas (Ciudad de México, 2003), en la cual se reafirma “la importancia de mejorar la participación de la mujer en todos los esfuerzos para la promoción de la paz y la seguridad … e integrar una perspectiva de género en todas las políticas, programas y actividades de todos los órganos interamericanos, organismos, entidades, conferencias y procesos que traten asuntos de seguridad hemisférica”; 

RECORDANDO TAMBIÉN el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria(2002-2005)aprobado por resolución AG/RES. 1855 (XXXII-O/02) para el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), que identifica “la potenciación de la mujer, su plena e igual participación en el desarrollo de nuestras sociedades, y su igualdad de oportunidades para ejercer liderazgo” como “fundamentales para el desarrollo integral y para la eliminación de la amplia gama de desigualdades aún existentes”y hace un llamado para que el género sea integrado como tema transversal en todos los programas, proyectos y actividades; 

REAFIRMANDO la importancia de fomentar alianzas de colaboración con las organizaciones de la sociedad civil [AG/RES. 1852 (XXXII-O/02)] que pueden contribuir aún más a “las actividades de la OEA y de los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano” a través de acciones solidarias que continúen promoviendo la igualdad de género tanto dentro del proceso de Cumbres como en los niveles nacionales; y
TENIENDO EN CUENTA los grandes avances que se lograron con en el Plan de Acción de la ciudad de Quebec, el que, a la vez que reconocía la necesidad de continuar centralizando la  atención sobre la las mujeres como uno de varios grupos vulnerables, también reconoció la igualdad de género como un urgente tema social y económico primordial para el logro de todas las demás metas del desarrollo,

RESUELVE:

1. Encomendar a la Secretaría de Seguimiento de Cumbres a trabajar en coordinación con la CIM para asegurar que los objetivos del Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género  sean incluidos en las reuniones preparatorias de la Cuarta Cumbre de las Américas, que tendrá lugar en Argentina, así como todas las Reuniones Ministeriales Interamericanas que se celebrarán con anterioridad, para asegurar que la perspectiva de género este integrada como componente integral de los temarios, documentos de trabajo, estrategias, temas y resultados y que se reconozca al genero como componente integral de las políticas, programas e iniciativas propuestas.

2. Exhortar a los Gobiernos a que provean mayor apoyo financiero a las instituciones y mecanismos para que promuevan una perspectiva de género y contribuyan a la participación plena e igualitaria de mujeres y hombres en sus respectivos países, proporcionándoles los recursos humanos y financieros para que se integre la perspectiva de género en todas las políticas y programas como un medio para reducir la pobreza y las desigualdades sociales y, a su vez, promover la democracia y el desarrollo sostenible. 

3. Instar a los Estados Miembros a continuar apoyando y promoviendo la participación y colaboración de la sociedad civil en todas las actividades de la OEA que precedan a la Cuarta Cumbre de las Américas, para que contribuyan a desarrollar soluciones eficaces, prácticas y coordinadas frente los desafíos que representan la equidad e igualdad de género y la incorporación de la perspectiva de género.

4. Solicitar a la Secretaría General de la OEA y a la CIM la amplia distribución de esta resolución a todos los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano, a fin de que se tenga en cuenta en todas las reuniones preparatorias de la Cuarta Cumbre de las Américas y en la posterior redacción e implementación de su Declaración y Plan de Acción.
AG/RES. 2012 (XXXIV-O/04)

VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES
CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER, CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

REAFIRMANDO que la discriminación por razón de sexo es contraria a la Carta de la OEA, la Carta Democrática Interamericana, a la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y su Protocolo Facultativo, a la Declaración de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de Viena, a la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, y que su eliminación es parte integral de los esfuerzos por eliminar la violencia contra las mujeres;

TENIENDO PRESENTE que la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer, adoptada en 1994 identificó a la violencia contra las mujeres como una violación de sus derechos humanos y su eliminación como condición indispensable para su desarrollo individual y social y para su plena e igualitaria participación en todas las esferas de vida;

OBSERVANDO que hasta la fecha son 31 los Estados Miembros que han ratificado la Convención de Belém do Pará, lo que pone de manifiesto su absoluto rechazo y preocupación hacia todo acto de violencia contra las mujeres y refleja su compromiso con el logro de los objetivos de la Convención y de llevar a la práctica las obligaciones asumidas; 

Recordando que en cumplimiento de la Resolución AG/RES.1456 (XXVII-O/97) "Promoción de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer 'Convención Belém do Pará'", la Comisión Interamericana de Mujeres ha presentado a la XXIX, XXXI y XXXIII Asambleas Generales de la OEA informes bienales sobre los avances logrados en la aplicación de la Convención así como sobre las experiencias y resultados obtenidos mediante las iniciativas y programas llevados a cabo en los Estados Miembros para combatir la violencia contra las mujeres;

DESTACANDO que con las resoluciones AG/RES. 1626 (XXIX-O/99), AG/RES.1768 (XXXI-O/01) aprobadas por la Asamblea General de la OEA con motivo de la presentación del Primer y Segundo Informe Bienal sobre Violencia presentados por la CIM, se expresó un apoyo continuo a la labor realizada por la Comisión y los Estados Miembros en la promoción de la Convención así como en la consecución de sus objetivos;

Recordando TambiÉn que la Resolución CIM/RES.224 (XXXI-O/02) “Seguimiento de la Convención Belém do Pará”, aprobada por la XXXI Asamblea de Delegadas de la CIM, insta a todos los Estados Miembros a la ratificación de dicha Convención; recomienda medidas concretas para la prevención y atención de toda forma de violencia contra la mujer así como la asignación de recursos necesarios para prevenir, sancionar y erradicar la violencia basada en género; y solicita que un grupo de expertos de los Estados Parte, de aquellos que no son parte, y representantes de la sociedad civil formule recomendaciones sobre el modo más apropiado de dar seguimiento a la Convención con base en el documento preparado por la CIM, a fin de que el Secretario General convoque a una Reunión de Estados Parte a la que también estarán invitados la Comisión Interamericana de derechos Humanos y aquellos Estados que aún no son Parte de la Convención, para que adopten una decisión sobre el modo más apropiado de dar seguimiento a la Convención;

TENIENDO EN CUENTA que la resolución AG/RES. 1942 (XXXIII-O/03) aprobada por la XXXIII Asamblea General de la OEA con motivo de la presentación del Tercer Informe Bienal enfatiza la necesidad de adoptar el modo más apropiado y efectivo para dar seguimiento a la Convención de Belém do Pará y solicita a la Secretaría General prestar apoyo necesario a la reunión de expertos que conforme a la resolución CIM/RES.224 (XXXI-O/02), considerará el documento preparado por la CIM;

TENIENDO PRESENTE que el Gobierno de México ha ofrecido ser sede de la Reunión de Expertas (os) que tendrá lugar del 20 al 21 de julio de 2004 a fin de analizar el documento preparado por la CIM así como otras contribuciones y propuestas con miras a hacer recomendaciones sobra la forma más apropiada de dar seguimiento a la Convención de Belém do Pará.
CONSIDERANDO TAMBIÉN que las Declaraciones y Planes de Acción de las Cumbres de las Américas han demostrado un marcado interés en el tema y en especial en la implementación y seguimiento de la Convención;

Teniendo en cuenta que la resolución CIM/REMIM II/RES.6/04, aprobada en la Segunda Reunión de Ministras y/o Autoridades al Más Alto Nivel Responsables de las Políticas de las Mujeres en los Estados Miembros (REMIM II), realizada en Washington, D.C., en abril de 2004, alentó a todos los Estados Miembros que aún no lo han hecho, a ratificar los instrumentos de derechos humanos regionales y en especial la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer, Convención de Belém do Pará, como muestra de su compromiso, respeto, promoción y avance de la protección de los derechos humanos de la mujer; y
DESTACANDO que un mecanismo que permita dar seguimiento y analizar la forma en que están siendo implementados esos avances y que facilite la cooperación entre los Estados Parte entre sí y el conjunto de los Estados Miembros de la OEA contribuirá a la consecución de los objetivos de la Convención,

RESUELVE:

1. Felicitar a la Comisión Interamericana de Mujeres por el trabajo realizado a través de más de siete décadas dedicadas al fortalecimiento de los derechos de la mujer, el logro de la equidad e igualdad de género y en particular, sus esfuerzos en la eliminación de todas las formas de violencia contra la mujer.

2. Exhortar a los Estados Miembros que aún no lo han hecho, a ratificar los instrumentos de derechos humanos regionales y en especial la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención de Belém do Pará, como muestra de su compromiso, respeto, promoción y avance de la protección de los derechos humanos de la mujer. 

3. Instar a los Estados Parte, así como aquellos Estados que no son Parte de la Convención, a participar activamente en la reunión de expertas (os) que analizará el modo más apropiado de crear un mecanismo de seguimiento de la Convención de Belém do Pará, que tendrá lugar en la ciudad de México del 20 al 21 de julio de 2004.  

4. Instar a los Estados Miembros a continuar apoyando los esfuerzos de la Comisión Interamericana de Mujeres en el proceso de creación y puesta en marcha de un mecanismo de seguimiento para la implementación de la Convención y continuar trabajando de manera coordinada para prevenir, sancionar y erradicar todas las formas de violencia contra las mujeres, tanto en el ámbito público como en el privado.

5. Alentar a los Estados Parte de la Convención a fijar como fecha límite a la XXXII Asamblea de Delegadas de la CIM, para tomar una decisión sobre las recomendaciones de la reunión de expertas/os, sobre la adopción de un mecanismo de seguimiento de la Convención de Belém do Pará, que será elevado a la Conferencia de Estados Parte de dicha Convención, como lo establece la resolución CIM/RES.224 (XXXI-O/02).

6. Recomendar que los Estados Miembros tomen pasos concretos para asegurar la aplicación efectiva de la legislación nacional vigente en correspondencia con las convenciones regionales e internacionales ratificadas para eliminar la discriminación y la violencia contra las mujeres, en particular 'Belém do Pará', así como acciones coordinadas que aseguren una cultura de respeto a los derechos humanos para todos.

7. Alentar a los Estados Miembros a destinar mayores recursos humanos y financieros a los presupuestos nacionales, regionales para asistir a las víctimas de la violencia así como a prevenir, castigar y erradicar todas las formas de violencia contra las mujeres.

8. Instar al Secretario General de la OEA a que asigne mayores recursos humanos, técnicos y financieros a fin de que la CIM continúe sus esfuerzos relacionados con la plena aplicación de la "Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención de Belém do Pará", así como en sus esfuerzos por promover iniciativas para eliminar la violencia contra las mujeres.

9. Solicitar a la Secretaría Permanente de la CIM, que en el informe bienal sobre violencia que deberá presentar el año próximo a la Asamblea General [AG/RES. 1456 (XXVII-O/97)], incluya un apartado especial dedicado al cumplimiento de la presente resolución 

AG/RES. 2013 (XXXIV-O/04)

PROMOCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD SOCIAL DE LAS EMPRESAS
EN EL HEMISFERIO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General, en particular la sección que se refiere al informe sobre la promoción de la responsabilidad social de las empresas en el Hemisferio (CP/CG-1579/04);

RECORDANDO que, mediante la resolución AG/RES. 1953 (XXXIII-O/03), “Promoción de la responsabilidad social de las empresas en el Hemisferio”, la Asamblea General encomendó al Consejo Permanente y a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) que “promocionen conjuntamente el intercambio de experiencias e información entre los Estados Miembros y los diferentes órganos, organismos y entidades de la OEA, en estrecha colaboración con la Unidad de Comercio de la Secretaría General de la OEA, la Secretaría del Proceso de Cumbres y la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD), con el fin de coordinar y fortalecer las actividades de cooperación en materia de responsabilidad social de las empresas”;

TENIENDO PRESENTE que el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas apoyó “el continuo análisis y estudio en la OEA de la responsabilidad social de las empresas” y el examen de “las modalidades de promoción de la elaboración, adopción e implementación, por el sector privado, de principios de buena conducta que fomenten su  responsabilidad social y ambiental”; 

TENIENDO PRESENTE TAMBIÉN el compromiso en la Declaración de Nuevo León de “redoblar nuestros esfuerzos  para mejorar el clima de inversión en nuestros países y promover la responsabilidad social de las empresas”;

RECONOCIENDO que las empresas desempeñan un papel fundamental en la creación de prosperidad y en el flujo y mantenimiento del comercio y las inversiones en el Hemisferio y que pueden hacer importantes contribuciones al desarrollo sostenible e incrementar el acceso a oportunidades, incluida la reducción de la inequidad en las comunidades en las cuales funcionan;

TOMANDO EN CONSIDERACIÓN las crecientes expectativas por parte de nuestros ciudadanos en el sentido de que las empresas realicen sus operaciones en una forma congruente con sus responsabilidades sociales;

CONSCIENTE de la atención cada vez mayor que se le presta a nivel mundial, y en particular en el Hemisferio, al concepto “responsabilidad social de las empresas”, y de que dicho concepto está siendo abordado en varios foros multilaterales; y

RECONOCIENDO  el carácter transversal de la responsabilidad social de las empresas y sus vínculos con temas que son de responsabilidad de diversos órganos, organismos y entidades de la OEA, y el trabajo actual que está realizando la Secretaría de la OEA con respecto a este tema,
RESUELVE:

1. Felicitar a los organizadores, patrocinadores y participantes por el éxito de la “Conferencia de las Américas sobre Responsabilidad Social de las Empresas como Instrumento de Competitividad”, auspiciada por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), con el apoyo del Gobierno de Panamá, a través del Ministerio de Economía y Finanzas; el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, Panamá; el Banco Mundial; la Corporación Interamericana de Inversiones; y el Gobierno de los Estados Unidos a través de la Fundación Interamericana, la cual se celebró en  la ciudad de Panamá del 26 al 28 de octubre de 2003 y contó con la participación de más de 500 representantes de los gobiernos de los países miembros de la OEA y de la sociedad civil, incluidos grupos empresariales y sindicatos, en apoyo al Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas.

2. Acoger con beneplácito el patrocinio por parte del Gobierno de México, con el apoyo del BID, de la “Conferencia sobre Responsabilidad Social de las Empresas en las Américas: Del dicho al hecho”, a celebrase en México, D.F. del 26 al 28 de septiembre de 2004.

3. Encomendar al Consejo Permanente y a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) que: 

a) aseguren que ambas conferencias reciban el seguimiento adecuado en el marco de la OEA, de conformidad con el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas;

b) consideren convocar una sesión conjunta, con el apoyo de la Secretaría General, para examinar los últimos acontecimientos en el área de la responsabilidad social de las empresas, incluido su impacto en el desarrollo socioeconómico de la región y el papel de la OEA en ese contexto; y alienten a los Estados Miembros a que, si así lo consideran apropiado, informen en esa oportunidad sobre los avances alcanzados al respecto en sus países;
c) promocionen conjuntamente el intercambio de experiencias e información entre los Estados Miembros y los diferentes órganos, organismos y entidades de la OEA, en estrecha colaboración con la Unidad de Comercio de la Secretaría General de la OEA, la Secretaría del Proceso de Cumbres y la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD), con el fin de coordinar y fortalecer las actividades de cooperación en materia de responsabilidad social de las empresas; y
d) inviten a representantes del Banco Interamericano de Desarrollo a informar al Consejo Permanente sobre las preparaciones y resultados de la próxima “Conferencia sobre Responsabilidad Social de las Empresas en las Américas: Del dicho al hecho” que se celebrará en México, D.F. y alienten a la Secretaría de la OEA a participar en ese evento.

4. Alentar a los Estados Miembros de la OEA a que, en la medida de lo posible, divulguen entre el sector privado, las asociaciones empresariales, los sindicatos, las instituciones académicas y las organizaciones de la sociedad civil, la convocatoria de la “Conferencia sobre Responsabilidad Social de la Empresa en las Américas: Del dicho al hecho”, a celebrarse en México, D.F., y que promuevan su participación y la de expertos y funcionarios.

5. Encomendar a la Secretaría General que lleve a cabo las actividades mencionadas en esta resolución de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos. 

6. Encomendar al Consejo Permanente que presente un informe sobre la implementación de esta resolución a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones.

AG/RES. 2014 (XXXIV-O/04)

COMERCIO E INTEGRACIÓN EN LAS AMÉRICAS
/
(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el informe del Consejo Permanente sobre la Novena Reunión Ordinaria del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), (AG/doc.4331/04) en particular lo relativo al informe del Consejo Permanente y la CEPCIDI a la Asamblea General en cumplimiento de la resolución AG/RES. 1973 (XXXIII-O/03) “Comercio e Integración en las Américas”;

RECORDANDO las resoluciones AG/RES.1973 (XXXIII-O/03), AG/RES.1861 (XXXII-O/02), AG/RES.1813 (XXXI‑O/01), AG/RES. 1720 (XXX-O/00), AG/RES. 1689 (XXIX-O/99), AG/RES. 1581 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1516 (XXVII-O/97), AG/RES. 1430 (XXVI-O/96), CIDI/RES. 133 (VIII-O/03), CIDI/RES. 118 (VII-O/02), CIDI/RES. 9 (I-E/01), CIDI/RES. 99 (V-O/00), CIDI/RES. 63 (IV-O/99), y CIDI/RES. 46 (III-O/98), tituladas “Comercio e integración en las Américas”; AG/RES. 1534 (XXVIII-O/98), “Apoyo y seguimiento a las iniciativas de las Cumbres de las Américas”; AG/RES. 1438 (XXVI-O/96), “Relación entre la Comisión Especial de Comercio y el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral”; AG/RES. 1349 (XXV-O/95), “Gestión de Cumbres Interamericanas”; y AG/RES. 1220 (XXIII-O/93), “Establecimiento de la Comisión Especial de Comercio (CEC)”, en las cuales los Estados Miembros señalaron que la Organización de los Estados Americanos es un foro hemisférico apropiado para el diálogo sobre asuntos referentes al comercio exterior;

TENIENDO EN CUENTA:

La Declaración de Santiago de la Segunda Cumbre de las Américas, en la cual los Jefes de Estado y de Gobierno de los países del Hemisferio encomendaron a sus ministros responsables del comercio exterior que comenzaran negociaciones referentes al Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) y reafirmaron su determinación de culminar la negociación del ALCA a más tardar en el 2005, y de alcanzar progresos concretos antes de finalizar el siglo XX, y expresaron su agradecimiento al Comité Tripartito por su importante aporte;

La Declaración de la ciudad de Québec de la Tercera Cumbre de las Américas, en la cual los Jefes de Estado y de Gobierno de los países del Hemisferio instruyeron a los ministros responsables del comercio exterior que “aseguren que las negociaciones del Acuerdo ALCA concluyan, a más tardar, en enero de 2005, para tratar de lograr su entrada en vigencia lo antes posible, y no más allá de diciembre de 2005. ( ”;

El Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas, en el cual los Jefes de Estado y de Gobierno de los países del Hemisferio afirmaron la necesidad de “asegurar[án] la plena participación de todos sus países en el ALCA, teniendo en consideración las diferencias en los niveles de desarrollo y el tamaño de las economías del Hemisferio, con el fin de crear oportunidades para la plena participación de las pequeñas economías e incrementar sus niveles de desarrollo”;

El Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas, en el cual los Jefes de Estado y de Gobierno de los países del Hemisferio instaron “a las instituciones del Comité Tripartito a continuar respondiendo positivamente a las solicitudes de asistencia técnica de las entidades del ALCA”, y solicitaron “a las instituciones, de acuerdo con sus respectivos procedimientos internos, que consideren favorablemente las solicitudes de asistencia técnica relacionadas con asuntos del ALCA de los países miembros, en particular de las pequeñas economías para facilitar su integración en el proceso del ALCA”;

El Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas, en el cual los Jefes de Estado y de Gobierno de los países del Hemisferio instruyeron “a sus representantes en las instituciones del Comité Tripartito que continúen procurando obtener la asignación de los recursos necesarios para contribuir al apoyo de la labor de la Secretaría Administrativa del ALCA”;

La Declaración de Nuevo León de la Cumbre Extraordinaria de las Américas, llevada a cabo en Monterrey, México en 2004, en la cual los Jefes de Estado y de Gobierno de los países del Hemisferio “acog[ieron] los avances logrados hasta la fecha para el establecimiento de un Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA)” y tomaron nota “con satisfacción de los resultados equilibrados de la VIII Reunión Ministerial del ALCA realizada en Miami en noviembre de 2003. Apoyamos el acuerdo de los ministros sobre la estructura y el calendario adoptado para la conclusión de las negociaciones para el ALCA en los plazos previstos, que fomentará, con la mayor eficacia, el crecimiento económico, la reducción de la pobreza, el desarrollo y la integración, a través de la liberalización del comercio, contribuyendo al logro de los amplios objetivos de la Cumbre.(”;
TOMANDO NOTA DE:

La Declaración Ministerial de San José, adoptada por los Ministros de Comercio en su Cuarta Reunión Ministerial, celebrada en San José de Costa Rica en marzo de 1998, en la que recomendaron a sus Jefes de Estado y de Gobierno la puesta en marcha de la negociación del ALCA conforme a los objetivos, principios, estructura, sede y otras decisiones estipuladas en su declaración, y reconocieron y expresaron nuevamente su agradecimiento al Comité Tripartito por el respaldo técnico y logístico brindado durante la etapa preparatoria de las negociaciones del ALCA y solicitaron que las instituciones respectivas del Comité Tripartito continuaran proporcionando los recursos apropiados existentes a fin de atender positivamente las solicitudes de respaldo técnico de las entidades del ALCA, inclusive mediante la reasignación de fondos para esos efectos, si fuere necesario;

Las Declaraciones Ministeriales de Toronto, de noviembre de 1999, de Buenos Aires, de abril de 2001, y de Quito, de noviembre de 2002, adoptadas por los Ministros de Comercio en sus quinta, sexta y séptima reuniones, respectivamente, y en la cual los Ministros reconocen y aprecian “el apoyo analítico, técnico y financiero que continúa siendo ofrecido por las instituciones que comprenden el Comité Tripartito” a las negociaciones del ALCA, en general, y, en particular, a las diferentes entidades del ALCA, y consideran que este apoyo “ha sido esencial para la conducción de las negociaciones”. Además, los Ministros exhortan al Comité Tripartito “a continuar apoyando las negociaciones” y a “continuar colaborando con el proceso de integración hemisférica”;

La Declaración Ministerial de Quito, en la que los Ministros de Comercio expresaron que “aprobamos el Programa de Cooperación Hemisférica [PCH] como una prioridad de todos nuestros gobiernos. El Programa tiene como objetivo fortalecer las capacidades de aquellos países que buscan asistencia para participar en las negociaciones, implementar sus compromisos comerciales, enfrentar los desafíos de la integración hemisférica y elevar al máximo los beneficios de dicha integración, incluyendo la capacidad productiva y la competitividad en la región. Tomamos nota de que el Programa incluye un mecanismo que ayuda a estos países a desarrollar estrategias nacionales y/o subregionales de capacitación comercial que definen, priorizan y articulan sus necesidades y programas conforme a dichas estrategias, y a identificar fuentes de apoyo financiero y no financiero. Instruimos al CNC [Comité de Negociaciones Comerciales] para que, con el apoyo del GCEMP [Grupo Consultivo sobre Economías Más Pequeñas], supervise el PCH. Nos comprometemos a concluir las estrategias nacionales y/o subregionales de capacitación comercial y los programas relacionados, a efectos de que se logren avances rápidos y eficaces en el PCH, y a brindar asistencia en la identificación de fuentes de apoyo financiero y no financiero predecibles y multifacéticos para cumplir con los objetivos del PCH. Mientras estas estrategias están siendo preparadas, el PCH va también a responder a las necesidades de asistencia inmediata con el objetivo de reforzar la participación de los países en las negociaciones. Por otra parte, instruimos al CNC para que con el apoyo del Comité Tripartito, facilite la realización de reuniones del GCEMP en las que se inviten a funcionarios pertinentes en el área de desarrollo y finanzas, instituciones financieras internacionales, organismos internacionales, y entidades privadas interesadas, con el fin de analizar el financiamiento y la implementación del PCH y nos informe en nuestra próxima reunión”;

La Declaración Ministerial de Miami, adoptada por los Ministros de Comercio en su Octava Reunión Ministerial celebrada en Miami, Estados Unidos, en noviembre de 2003, en la cual expresaron que “Una vez más, agradecemos el apoyo proporcionado por el Comité Tripartito (Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Organización de los Estados Americanos (OEA) y la Comisión Económica de las Naciones Unidas para América Latina y el Caribe (CEPAL)) a las negociaciones del ALCA y su aporte técnico, analítico y financiero al proceso de integración hemisférica. También agradecemos al BID, al CEPAL y a la OEA por el apoyo suministrado al Programa de Cooperación Hemisférica y a las reuniones temáticas de la sociedad civil y por el rediseño y mantenimiento del sitio electrónico oficial del ALCA. Exhortamos al Comité Tripartito a que continúe apoyando las negociaciones y el PCH, y reiteramos la necesidad de contar con su concurso continuo durante esta etapa final de las negociaciones”;

La Declaración Ministerial de Miami, en la cual los Ministros de Comercio indicaron que “Acogemos con beneplácito los esfuerzos del GCEMP, con la asistencia del Comité Tripartito, para implementar el Programa de Cooperación Hemisférica. en la reunión que se celebró en Washington, DC, los días 14 y 15 de octubre, auspiciada por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) se dieron pasos importantes con instituciones donantes pertinentes y en la preparación de las estrategias de creación de capacidad comercial (ECCC) por parte de los gobiernos, que fueron el punto central de discusión en la rueda de encuentros con los donantes. Las estrategias de creación de capacidad comercial son cruciales para identificar programas eficaces y fuentes de financiamiento apropiado. Estos pasos constituyen un comienzo para el proceso de mejorar la capacidad de los países que están solicitando ayuda para completar la negociación del Acuerdo del ALCA, prepararse a para implementar sus condiciones, y mejorar su capacidad para el comercio y adaptarse exitosamente a la integración”;

CONSIDERANDO:

Que la diversificación y la integración económicas, la liberalización del comercio y el acceso a los mercados constituyen una de las prioridades establecidas en el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria 2002-2005 y que el proceso de creación del ALCA es un elemento fundamental en ese contexto;

Que para apoyar el Programa de Cooperación Hemisférica del ALCA, la CEPCIDI y el Gobierno de Canadá han asignado recursos a la Unidad de Comercio a fin de que ésta ejecute actividades para el fortalecimiento de las capacidades relacionadas con el comercio de los países participantes, en particular de las economías más pequeñas;

Que en Doha, Qatar, en noviembre de 2001, los países miembros de la Organización Mundial del Comercio (OMC) aprobaron la Agenda de Doha para el Desarrollo que lanzó una nueva ronda de negociaciones comerciales multilaterales con la meta de concluir negociaciones no más allá del 1 de enero de 2005;

Que en Doha los países miembros de la OMC reconocieron que la cooperación técnica y la creación de capacidad relacionada con el comercio son elementos centrales de la dimensión de desarrollo del sistema multilateral de comercio;  

Que en la Declaración Ministerial de Doha los Ministros apoyaron la “Nueva Estrategia para la Cooperación Técnica de la OMC: Cooperación Técnica para la Creación de Capacidad, el Crecimiento y la Integración” (WT/COMTD/W/90, 21 de septiembre de 2001), y que la OEA es expresamente mencionada como un socio de la OMC en la estrategia para América Latina y el Caribe como sigue: “Prestar asistencia a los países en sus procesos de integración económica. Esto incluye los preparativos y  negociaciones sobre una zona de libre comercio de las Américas, para demostrar a los funcionarios que intervienen en las negociaciones de integración regional la importancia y magnitud de los compromisos multilaterales de sus países y la necesidad de conseguir la coherencia con la OMC en los acuerdos regionales. El principal asociado con la OMC en esta esfera sería la OEA”;

Que como parte de los principios de la Declaración Ministerial de San José, los Ministros incluyeron que “el ALCA será consistente con las reglas y disciplinas de la OMC” y reiteraron el compromiso de los países participantes con las reglas y disciplinas multilaterales, en particular con el artículo XXIV del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT) de 1994 y su Entendimiento en la Ronda Uruguay y el artículo V del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS); y

REAFIRMANDO el compromiso de la Organización de los Estados Americanos de respaldar el proceso de libre comercio e integración económica en el Hemisferio y reiterando la importancia del aporte de la Secretaría General y, en especial, de la Unidad de Comercio para este proceso,

RESUELVE:

1. Tomar nota del informe del Consejo Permanente y del CIDI a la Asamblea General en cumplimiento de la resolución AG/RES. 1973 (XXXIII-O/03), “Comercio e integración en las Américas”.

2. Encomendar a la Secretaría General que:

a) continúe proporcionando apoyo analítico y asistencia técnica a través de la Unidad de Comercio, y que continúe realizando estudios conexos en el marco del Comité Tripartito, o según lo solicitado por las respectivas entidades establecidas en las Declaraciones Ministeriales de San José, Toronto, Buenos Aires, Quito y Miami en el proceso del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA);

b) apoye a los países en la finalización e implementación de sus Estrategias Nacionales y/o Regionales para Fortalecer las Capacidades Relacionadas con el Comercio en el contexto del Programa de Cooperación Hemisférica del ALCA y de la división del trabajo dentro del Comité Tripartito a fin de que éstos participen efectivamente en las negociaciones, implementen sus compromisos y logren los beneficios en términos de crecimiento económico y reducción de la pobreza;

c) responda a las necesidades para el fortalecimiento de capacidades relacionadas con el comercio identificadas por los países, particularmente las economías más pequeñas, bajo el Programa de Cooperación Hemisférica del ALCA así como bajo otros procesos de cooperación asociados con acuerdos de libre comercio e integración en las Américas;

d) continúe proporcionando asistencia técnica a los Estados Miembros, especialmente a las economías más pequeñas, que la soliciten, vinculada con cuestiones referentes al ALCA según lo solicitado por los Ministros de Comercio en la Declaración Ministerial de San José y reiterado en las reuniones ministeriales de Toronto, Buenos Aires, Quito y Miami así como lo solicitado en el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas;

e) continúe proporcionando asistencia técnica en coordinación con la OMC para apoyar los esfuerzos nacionales de los Estados Miembros de integrar el comercio en los planes de desarrollo y estrategias de reducción de la pobreza según se contempla  en la “Nueva Estrategia para la Cooperación Técnica de la OMC: Cooperación Técnica para la Creación de Capacidades, el Crecimiento y la Integración” respaldada por los Ministros de Comercio en Doha;

f) ponga a consideración y aprobación de la CEPCIDI, a más tardar el 15 de noviembre de 2004, el Plan de Trabajo Anual de 2005 de actividades de la Unidad de Comercio; 

g) continúe suministrando al Consejo Permanente y a la CEPCIDI, para su revisión, informes semestrales por escrito sobre el avance de las actividades de la Unidad de Comercio, inclusive información sobre el nivel de ejecución de su presupuesto; y
h) continúe su labor, a través de la Unidad de Comercio y su Sistema de Información sobre Comercio Exterior (SICE), de proporcionar información sobre comercio y asuntos conexos al Hemisferio por medio de su página en Internet; prosiga con su labor de apoyo al proceso del ALCA manteniendo, como miembro del Comité Tripartito, el sitio oficial del ALCA; mantenga, como miembro del Comité Tripartito, en forma permanente, un calendario de los plazos establecidos por los Grupos de Negociación para la presentación de observaciones por parte de las delegaciones; y administre, como miembro del Comité Tripartito, el Servicio de Distribución de Documentos (SDD), un sistema de distribución seguro, confidencial, instantáneo y fiable de los documentos del proceso de negociaciones del ALCA.

3. Reiterar su apoyo a las actividades de colaboración sobre comercio e integración de la Unidad de Comercio con el Comité Tripartito y a las actividades de cooperación con otras organizaciones e instituciones especializadas de carácter regional, subregional y multilateral.

4. Encomendar al Consejo Permanente que siga proporcionando los recursos apropiados necesarios para atender positivamente las solicitudes de asistencia técnica de entidades del proceso de negociación del ALCA, incluso con la reasignación de fondos para esos efectos, si fuere necesario.

5. Tomar nota de los importantes logros del Sistema de Información sobre el Comercio Exterior (SICE) y, en particular, las medidas adoptadas para ampliar su información sobre comercio y asuntos conexos e incrementar el número de suscriptores, y respaldar la continuidad de sus operaciones.

6. Disponer que los mandatos contenidos en los párrafos precedentes se ejecuten de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

7. Solicitar al Consejo Permanente y a la CEPCIDI que informen a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones sobre la ejecución de la presente resolución. 



AG/RES. 2016 (XXXIV-O/04)

COOPERACIÓN ENTRE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS,
EL SISTEMA DE LAS NACIONES UNIDAS, LA SECRETARÍA GENERAL 
DEL SISTEMA DE LA INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA Y LA 
SECRETARÍA GENERAL DE LA COMUNIDAD DEL CARIBE

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL, 

VISTO el informe del Secretario General sobre la ejecución de la resolución AG/RES. 1956 (XXXIII-O/03), “Cooperación entre la Organización de los Estados Americanos, el sistema de las Naciones Unidas, la Secretaría General del Sistema de la Integración Centroamericana y la Secretaría General de la Comunidad del Caribe” (CP/doc.3868/04 corr. 1),
RESUELVE:

1. Tomar nota del informe del Secretario General sobre la ejecución de la resolución AG/RES. 1956 (XXXIII-O/03), que describe las actividades llevadas a cabo conforme a los acuerdos de cooperación entre la Secretaría General de la OEA y las Secretarías de las Naciones Unidas, el Sistema de la Integración Centroamericana (SICA) y de la Comunidad del Caribe (CARICOM).

2. Solicitar a la Secretaría General que implemente, de acuerdo con los recursos disponibles, las recomendaciones emanadas de las anteriores reuniones generales y que considere la posibilidad de celebrar en 2005 reuniones de este tipo con las Naciones Unidas, la SICA y la CARICOM con el objeto de definir modalidades nuevas y actualizadas de cooperación entre la Secretaría General y las Secretarías de esas organizaciones. 

3. Solicitar al Secretario General que continúe y refuerce las actividades de cooperación entre la Secretaría General de la OEA y cada una de las siguientes organizaciones: el sistema de las Naciones Unidas, la Secretaría General del Sistema de la Integración Centroamericana y la Secretaría General de la Comunidad del Caribe. 

4. Solicitar al Secretario General que facilite el incremento de los contactos intersectoriales entre los responsables de las áreas técnicas de las tres organizaciones mencionadas. 

5. Solicitar al Secretario General que presente a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones un informe sobre estas actividades.


AG/RES. 2019 (XXXIV-O/04)

COMBATE AL DELITO DE LA TRATA DE PERSONAS,
ESPECIALMENTE MUJERES, ADOLESCENTES, NIÑAS Y NIÑOS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las observaciones y recomendaciones del Consejo Permanente sobre los informes anuales de los órganos, organismos y entidades de la Organización (AG/doc…) en particular en lo que se refiere al informe anual de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) (CP/doc.3847/04); 

RECORDANDO la resolución de la Comisión Interamericana de Mujeres titulada “Combate al delito de la trata de personas, especialmente mujeres, adolescentes y niños” [CIM/RES. 225/02 (XXXI-O/02)]; la resolución AG/RES. 1776 (XXXI-O/01), “Apoyo a la Convención de las Naciones Unidas contra el delito organizado internacional”; el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas, en Quebec, en 2001, en que los Jefes de Estado y de Gobierno se comprometieron a implementar estrategias colectivas, incluidas las que surjan de las Reuniones de los Ministros de Justicia de las Américas, efectos de combatir conjuntamente las nuevas formas de la actividad delictiva transnacional, incluida la trata de personas y el lavado del producto y los activos del delito y de los delitos cibernéticos” y la resolución AG/RES. 1948 (XXXIII-O/03) “Combate al delito de la trata de personas, especialmente mujeres, adolescentes y niños”, de la Asamblea General;

CONSIDERANDO que la resolución AG/RES. 1948 (XXXIII-O/03) de la Asamblea General de la OEA, dispone, en el párrafo 4:

“Encomendar al Secretario General que designe un “Coordinador de la OEA sobre el tema de la trata de personas, especialmente mujeres, adolescentes, niños y niñas”, adscrito a la Secretaría Permanente de la CIM y financiado con fondos específicos creados para este fin con contribuciones de los Estados Miembros y otros recursos externos, para que actúe como punto focal a fin de facilitar el intercambio de información y los esfuerzos de los Estados Miembros que lo soliciten, para prevenir y combatir la trata de personas, especialmente mujeres, adolescentes, niños y niñas.”

TENIENDO EN CUENTA que el tema de la trata de personas ha sido considerado por diversos órganos del sistema interamericano y que se requiere establecer un nivel adecuado de coordinación que permita hacer más eficiente su tratamiento;

DESTACANDO el estudio elaborado por la Comisión Interamericana de Mujeres y el Instituto Interamericano del Niño (CIM/doc. 9/02) como un valioso aporte sobre el problema de la trata de personas y que la CIM está realizando una investigación y fomentando la capacidad para emprender actividades contra la trata, en cooperación con la Organización Internacional para la Migración (OIM) en otros Estados Miembros;
TENIENDO EN CUENTA las Conclusiones y Recomendaciones de la V Reunión de Ministros de Justicia, o Ministros o Procuradores Generales de las Américas en relación con la trata de personas, especialmente mujeres y niños (REMJA V/doc.9/04); y

RECONOCIENDO que en la región se han registrado avances, especialmente en cuanto al desarrollo de mecanismos y reformas legales pertinentes para combatir y prevenir la trata de personas, en la asistencia y protección a las víctimas y en la sanción a los traficantes;

RESUELVE:

1. Reiterar la solicitud a los Estados Miembros para que consideren, según sea el caso, firmar y ratificar, ratificar o adherir, a la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, que complementa esta Convención, y a que tomen las medidas nacionales necesarias para implementar estos instrumentos.

2. Instar a los Estados Miembros a completar sus procesos internos para determinar si han de suscribir y ratificar la Convención Interamericana sobre Trafico Internacional de Menores.

3. Instar a los Estados Miembros a que, de conformidad con su ordenamiento jurídico interno e instrumentos internacionales vigentes en cada Estado, adopten las medidas necesarias para implementar las recomendaciones emanadas de la resolución “Combate al Delito de la Trata de Personas, especialmente Mujeres, Adolescentes y Niños/as” (CIM/RES 225/02 (XXXI-O/02), a fin de reforzar sus sistemas legales, judiciales y administrativos, y considerar el establecimiento, cuando corresponda, de un mecanismo nacional para prevenir y combatir el delito de la trata de personas y proteger a las victimas.

4. Acoger la recomendación emanada de la V reunión de Ministros de Justicia, o Ministros o Procuradores Generales de las Américas de realizar una Reunión de autoridades nacionales en la materia, que cuente con la participación, entre otros, de la CIM, el IIN, las Naciones Unidas, la OIM y otros organismos internacionales relacionados, con el propósito de estudiar mecanismos de cooperación integral entre los Estados para asegurar la protección y asistencia a las víctimas, la prevención del delito y la penalización a sus autores, teniendo presente el respeto de los derechos humanos de las víctimas.  Asimismo, la reunión facilitará el intercambio de información y experiencias, el dialogo político y la cooperación entre los países de origen, transito y destino de la trata de personas, así como el establecimiento o mejoramiento de registros estadísticos en la materia. 
5. Solicitar al Consejo Permanente que, en coordinación con la CIM y otros órganos de la Organización con competencia en la materia,  convoque la reunión a la que se refiere el párrafo anterior, para el año 2005, y que incluya la participación de expertos en el tema, las organizaciones de la sociedad civil registradas en la OEA y otras organizaciones invitadas.
6. Encomendar al Secretario General que designe al Coordinador de la OEA sobre el tema de la Trata de Personas, de acuerdo con lo previsto en la resolución AG/RES. 1948 (XXXIII-O/03).

7. Encomendar al Secretario General que asegure que el Coordinador de la OEA sobre el tema, lleve a cabo el seguimiento de las conclusiones y recomendaciones que emanen de la Reunión de autoridades nacionales, prevista en el párrafo 4.
8. Encomendar al Secretario General que, con base en los aportes del  “Coordinador de la OEA sobre el tema de la trata de personas, especialmente, adolescentes y niños”, presente al Consejo Permanente una propuesta de estrategia amplia que aborde los aspectos de derechos humanos, política social y de delito transnacional de todas las formas de la trata de personas; y que apoye esfuerzos de cooperación y proyectos de los Estados Miembros en la materia, así como de los órganos y las unidades especializados de la OEA, las organizaciones internacionales y las organizaciones de la sociedad civil.

9. Solicitar al Secretario General que presente un informe anual al Consejo Permanente en coordinación con el Coordinador de la OEA, sobre las actividades que llevan a cabo los diferentes órganos de la OEA sobre el tema de la trata de personas y los desarrollos que se presenten en el hemisferio, teniendo en cuenta la información que suministren los Estados Miembros, incluyendo los avances en cuanto a aplicación de la ley, prevención, protección y asistencia a las víctimas.

10. Encomendar al Consejo Permanente que de el seguimiento apropiado y asegure el cumplimiento de esta resolución;  suministre el financiamiento necesario para las actividades que emprendan los órganos de la OEA para abordar adecuadamente el problema de la trata de personas; y convoque la Reunión de autoridades nacionales en la materia prevista en el párrafo 4 de la presente resolución, de acuerdo con los recursos asignados en el Programa Presupuesto de la Organización y otros recursos.

11. Invitar a los Estados Miembros  Observadores Permanente, órganos, organismos y otras entidades del Sistema Interamericano y otras fuentes,  a contribuir al fondo específico previsto en la resolución AG/RES.1948 (XXXIII-O/03), así como otras entidades públicas y privadas.

12. Solicitar al Secretario General que informe a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones, sobre el cumplimiento de la presente resolución.

AG/RES. 2021 (XXXIV-O/04)

FORTALECIMIENTO DE LA
COMISIÓN INTERAMERICANA DE MUJERES (CIM)

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

RECORDANDO que el proceso de las Cumbres de las Américas iniciado en 1994, ha reconocido a la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) como el foro hemisférico más importante para promover los derechos humanos de la mujer y la igualdad y equidad de género y ha establecido nuevos mandatos para este organismo, impulsándolo a continuar avanzando en la promoción esos derechos, en especial en el área de violencia, para que se cumplan los objetivos de la Convención de Belém do Pará; 

RECORDANDO TAMBIÉN que la Asamblea de Delegadas de la CIM adoptó en 1994 el Plan Estratégico de Acción de la Comisión Interamericana de Mujeres, que se concentra en diez áreas de interés prioritario relacionadas con el adelanto de la mujer dentro de la esfera política, jurídica, social y económica para mejorar su calidad de vida;

CONSIDERANDO la resolución AG/RES. 1625 (XXIX-O/99), que convoca a la Primera Reunión de Ministras o las más Altas Autoridades Responsables de las Políticas de las Mujeres en los Estados Miembros, y aprueba el Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujeres y la Equidad e Igualdad de Género, adoptado posteriormente por la Asamblea de la OEA, como así también la resolución AG/RES. 1732 (XXX-O/00) que encomienda a la CIM servir “como órgano de seguimiento, coordinación y evaluación del Programa Interamericano y de las acciones que se desarrollen para su implementación”; 

RECONOCIENDO que el Programa Interamericano insta a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos a fortalecer a la Secretaría Permanente de la CIM mediante la dotación adecuada de los recursos humanos y financieros necesarios y a apoyarla en la captación de fondos de origen privado; 

TENIENDO EN CUENTA que la Primera Reunión de Ministras adoptó la resolución CIM/MINIS/RES.3 (I-O/00), “Integración de la perspectiva de género en las Cumbres de las Américas”, que insta “la realización de reuniones ministeriales sobre la mujer cada cuatro años, con el apoyo de la Asamblea de Delegadas de la CIM, a fin de contribuir a la preparación y el seguimiento de los Planes de Acción que pudieran ser adoptados por las Cumbres de las Américas, teniendo en cuenta el Programa Interamericano sobre la promoción de los derechos humanos de la mujer y la equidad e igualdad de género”;

TENIENDO PRESENTE  que el vigésimo cuarto período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA adoptó la “Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer”, que implicó desde entonces el desarrollo de importantes iniciativas en todo el Hemisferio para lograr la difusión y continua implementación de este trascendente instrumento legal;

CONSIDERANDO que la resolución CIM/RES. 224 (XXXI-O/02), “Seguimiento de la Convención de Belém do Pará” insta a todos los Estados Miembros a ratificar esta Convención y encomienda a la CIM iniciar el proceso de consulta con los Estados Parte, con los Estados que no son parte y con otros órganos, organismos y entidades para  analizar el modo más apropiado de dar seguimiento a la implementación de la Convención;

CONSIDERANDO TAMBIÉN  que la resolución CIM/RES. 225 (XXI-O/02), “Combate contra el delito de trata de personas, especialmente mujeres, adolescentes, niñas y niños” resuelve “establecer en la Secretaría Permanente de la CIM un punto focal para prestar asistencia a los esfuerzos, el intercambio de información y las actividades de los Estados Miembros...”;

OBSERVANDO que, las resoluciones AG/RES. 1451 (XXVII-0/97), AG/RES. 1586 (XXVIII-0/98) y AG/RES. 1732 (XXX-O/00 encomiendan a la Secretaría General y al Consejo Permanente a realizar todos los esfuerzos posibles para asignarle recursos técnicos, humanos y financieros a la CIM, a fin de que este organismo esté provisto de una mayor capacidad para llevar a cabo sus actividades esenciales;

DESTACANDO que en el Plan de Acción adoptado en la Tercera Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno se comprometieron a aportar un nivel adecuado de recursos a la CIM para cumplir su función de principal foro hemisférico generador de políticas para el fomento de los derechos humanos de la mujer y, particularmente, de la igualdad y equidad de género y reforzar el papel de la CIM como asesora técnica del Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres (GRIC) sobre todos los aspectos de equidad e igualdad de género y reconocen su importancia en el seguimiento de las recomendaciones pertinentes de la Cumbre;

OBSERVANDO  el notable aumento de mandatos otorgados a la CIM emanados de las Cumbres de las Américas, del Plan Estratégico de Acción, de la Convención de Belém do Pará y su seguimiento, del Programa Interamericano, al igual que el proyecto sobre tráfico de personas, que no es compatible con los limitados recursos humanos y financieros asignados, que han disminuido drásticamente en los últimos ocho años,

RESUELVE

1. Instar al Secretario General a que provea a la CIM de recursos humanos y financieros suficientes para fortalecer su capacidad para cumplir con sus mandatos. 
2. Instar al Secretario General a incluir proyectos y programas de la CIM como parte de las prioridades que se presenten para financiamiento de donantes externos. 

3. Invitar a los Estados Miembros, a observadores Permanentes ante la OEA, así como a personas o entidades públicas y privadas, nacionales o internacionales que lo deseen, a que faciliten contribuciones voluntarias para respaldar el desarrollo e implementación de proyectos y programas de la CIM.

4. Instruir al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CAAP) invite a la Secretaria Ejecutiva de la CIM a presentar periódicamente, informes sobre los recursos financieros requeridos para cumplir con sus mandatos.
AG/RES. 2023 (XXXIV-O/04)

PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LA MUJER
Y LA EQUIDAD E IGUALDAD DE GÉNERO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el informe del Secretario General (CP/doc.3886/04);

TENIENDO PRESENTE:

Que el objetivo de la resolución AG/RES. 1732 (XXX-O/00), “Aprobación e implementación del Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género”, es la integración de la perspectiva de género como una estrategia decisiva para la implementación del Programa y alcanzar la meta final de promover y proteger los derechos humanos de la mujer y la equidad e igualdad de género, y lograr la igualdad de derechos y de oportunidades entre mujeres y hombres;

Las resoluciones AG/RES. 1777 (XXXI-O/01), AG/RES.1853 (XXXII-O/02) y AG/RES. 1941 (XXXIII-O/03), mediante las cuales la Asamblea General recibió los sucesivos informes del Secretario General con respecto a la puesta en práctica del Programa y adoptó mandatos para su implementación; 

El compromiso asumido por la Organización de los Estados Americanos, en particular a través de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), de facilitar la integración de una perspectiva de género en el trabajo de sus órganos, organismos y entidades, a través del desarrollo de programas de capacitación y difusión de información sobre los derechos humanos de la mujer; así como de apoyar a los gobiernos en la recopilación y difusión sistemáticas de datos estadísticos desagregados por sexo;

El proyecto de integración de la perspectiva de género de la OEA, llevado a cabo en coordinación con la CIM,  y del progreso de 20 órganos, organismos y entidades en relación con la integración de la perspectiva de género en sus respectivas áreas; 

Que la CIM ha desempeñado una importante labor como principal foro generador de políticas hemisféricas sobre la equidad e igualdad de género, así como en la cooperación entre la OEA y los diferentes organismos y entidades regionales y subregionales, y en la implementación de recomendaciones para impulsar la integración sectorial de la perspectiva de género en las áreas de trabajo, justicia, educación y ciencia y tecnología;

CONSIDERANDO:

Que los Jefes de Estado y de Gobierno en el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas dieron su respaldo al Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género, y que resulta necesario promover mayores iniciativas en el proceso preparatorio de la próxima Cumbre de las Américas a realizarse en Argentina;

Que en la Tercera Cumbre, los Jefes de Estado y de Gobierno expresaron su apoyo a los esfuerzos realizados para enfrentar los desafíos asociados con la globalización, con el fin de proteger a los más vulnerables, y reafirmaron la importancia de lograr que los beneficios de la globalización lleguen amplia y equitativamente a todas las regiones y sectores sociales de nuestros países;

En la Cumbre Extraordinaria de las Américas (Nuevo León, 2004) los Jefes de Estado y de Gobierno reiteraron  “que el empoderamiento de la mujer, su plena e igualitaria participación en el desarrollo de nuestras sociedades y su igualdad de oportunidades para ejercer liderazgo son fundamentales para la reducción de la pobreza, la promoción de la prosperidad económica y social y el desarrollo sostenible centrado en el ser humano” y de igual manera reafirmaron su compromiso de continuar promoviendo la igualdad y equidad de género y los mandatos de las Cumbres de las Américas en esta materia; y

El papel de la CIM como organismo asesor técnico del Grupo de Revisión e Implementación de Cumbres (GRIC) en todos los aspectos de la equidad e igualdad de género, y reconociendo la importancia de la CIM en el seguimiento de las recomendaciones relevantes de la Cumbre y en la preparación de la Cuarta Cumbre de las Américas; y

Que en abril de 2004 se realizó, en coordinación con la CIM, la segunda Reunión de Ministras o autoridades al más alto nivel responsables de las políticas de la mujer (REMIM-II) y que en la misma se adoptó una declaración y cinco resoluciones, todas ellas orientadas a fortalecer y promover la implementación del PIA,

RESUELVE:

1. Tomar nota del cuarto informe del Secretario General sobre la aplicación y promoción del Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género presentado en cumplimiento de la resolución AG/RES. 1941 (XXXIII-O/03) e instarlo a que continúe dándole pleno apoyo, con especial énfasis en las prioridades establecidas por la Segunda Reunión de Ministras o Autoridades al más alto nivel responsables de las políticas de la mujer en los Estados Miembros (REMIM-II) celebrada en abril de 2004.

2. Reafirmar su apoyo al trabajo de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), como principal foro generador de políticas hemisféricas sobre equidad e igualdad de género y promoción de los derechos humanos de la mujer.

3. Continuar apoyando los esfuerzos de la CIM en:

a) el seguimiento e implementación del Programa Interamericano, incluida la coordinación de la primera reunión del Foro Interinstitucional sobre Equidad e Igualdad de Género (FIEIG) que convoque  el Secretario General;

b) la integración de la perspectiva de género como estrategia decisiva para desarrollar los programas y acciones de cada órgano, organismo y entidad de la Organización;

c) la implementación de actividades y programas para la integración de la perspectiva de género en los resultados que emanen de las reuniones ministeriales de trabajo, justicia, educación, y ciencia y tecnología;

d) la colaboración con la Unidad de Comercio y los Estados Miembros para dar seguimiento a la resolución CIM/REMIM-II/Res.5/04, adoptada por la Segunda Reunión de Ministras o Autoridades al más alto nivel responsables de las políticas de la mujer en los Estados Miembros (REMIM-II).

4. Solicitar al Consejo Permanente que, en cumplimiento de los mandatos de la Cumbre de las Américas y del Programa Interamericano:

a) continúe sus esfuerzos para integrar la perspectiva de género en sus resoluciones, actividades e iniciativas, según proceda, para asegurar que las mismas beneficien de manera igualitaria y equitativa a mujeres y hombres, aprovechando la experiencia de la CIM;

b) convoque una vez al año una reunión conjunta de la CIM y la UPD, con la participación de las organizaciones de la sociedad civil, con el fin de avanzar en la implementación del Programa Interamericano y en la participación de la mujer en los procesos políticos, en seguimiento de la sesiones especiales celebradas en noviembre de 2002 y abril de 2004;

c) considere incrementar los recursos asignados a la CIM en el programa-presupuesto a fin de permitirle ejercer plenamente sus mandatos;

d) coordine con la CIM los temas VI VII y VIII de las Conclusiones y Recomendaciones de la REMJA-V, relativos a la trata de personas, especialmente mujeres y niños, violencia contra la mujer y género y justicia, el proceso de seguimiento y preparación de la Reunión de Ministros de Justicia o Ministros o Procuradores Generales de las Américas que se realiza en la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) del Consejo.

5. Alentar a los Estados Miembros a:

a) que continúen sus esfuerzos para desarrollar políticas públicas, fortalecer mecanismos institucionales para el adelanto de las mujeres y garantizar el cumplimiento de las leyes que promuevan los derechos humanos de la mujer y la equidad e igualdad de género, incluyendo la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres a todos los niveles.

b) que, conforme a lo solicitado por la REMIM-II, procedan a:

i. recolectar y analizar datos desagregados por sexo en todos los sectores de la economía a fin de entender mejor y abordar el impacto diferenciado de la liberalización del comercio entre mujeres y hombres;

ii. analizar y crear  y programas de apoyo que tengan en cuenta el impacto diferenciado de las políticas macroeconómicas en los hombres y las mujeres y que puedan contribuir a crear impactos positivos de estas, políticas así como ayudar a mitigar el posible impacto negativo en poblaciones específicas, incluyendo, entre otros, a mujeres que se puedan ver afectadas de manera desproporcionada debido a su papel socioeconómico;

iii. integrar consideraciones sobre el impacto de género al desarrollar sus políticas nacionales y posiciones relacionadas con las negociaciones de acuerdos comerciales bilaterales y regionales, así como incluir la equidad e igualdad de género como tema prioritario en las estrategias de desarrollo de capacidad comercial a nivel nacional y regional.

c) promover, en el marco del Programa de Cooperación Hemisférica (PCH) del proceso del Área de Libre Comercio de las Américas, el desarrollo de perfiles de proyectos que tomen en consideración el impacto potencial de la liberalización comercial sobre el género;
/

d) alentar la diversificación de oportunidades de empleo disponibles para mujeres y desarrollar y fortalecer políticas y programas que ayuden a las mujeres a beneficiarse del comercio como medio para ayudar a combatir la pobreza y fomentar el desarrollo equitativo y sostenible en el Hemisferio.

6. Instar al Secretario General a que:

a) continúe promoviendo la integración de la perspectiva de género en todos los programas y políticas de la Organización, impulsando actividades de seguimiento y apoyo en el marco del Programa de Capacitación en Análisis de Género de la OEA, en especial para nuevos funcionarios, y capacitación de capacitadotes;

b) reitere la solicitud a los órganos, organismos y entidades de la Organización, para que incluyan en sus informes anuales a la Asamblea General información sobre sus esfuerzos para integrar la perspectiva de género en sus políticas, programas, proyectos y actividades:

c) trabaje con la CIM para asegurar la integración de la perspectiva de género en el desarrollo de los programas y acciones de todos los órganos, organismos y entidades de la Organización; y

d) informe a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones, en coordinación con la CIM, sobre la ejecución del Programa y de esta resolución por los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano.


AG/RES. 2025 (XXXIV-O/04)

OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES SOBRE LOS INFORMES ANUALES DE LOS ÓRGANOS, ORGANISMOS Y ENTIDADES DE LA ORGANIZACIÓN

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTAS las observaciones y recomendaciones del Consejo Permanente (AG/doc.4332/04) sobre los informes anuales presentados por las siguientes entidades: Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) (CP/doc.3888/04), el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA) (CP/doc.3843/04), la Organización Panamericana de la Salud (OPS) (CP/doc.3846/04), la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) (CP/doc.3847/04), la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL) (CP/doc.3839/04), la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) (CP/doc.3711/03), el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) (CP/doc.3859/04), el Instituto Interamericano del Niño (IIN) (CP/doc.3852/04), el Instituto Interamericano Indigenista (III) (CP/doc.3858/04), el Instituto Panamericano de Geografía e Historia (IPGH) (CP/doc.3857/04), el Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) (CP/doc.3850/04) y el Tribunal Administrativo de la OEA (TRIBAD) (CP/doc.3822/04); 

CONSIDERANDO que las observaciones y recomendaciones del Consejo Permanente reconocen la exitosa labor de los órganos, organismos y entidades en la promoción de los principios y objetivos de la Organización y del sistema interamericano; y

DESTACANDO que estos informes han sido presentados con base en lo previsto en el artículo 91 (f) de la Carta de la Organización de los Estados Americanos,  

RESUELVE:

1. Tomar nota de las observaciones y recomendaciones del Consejo Permanente sobre los informes anuales y transmitirlas a los órganos, organismos y entidades de la Organización. 

2. Agradecer a los órganos, organismos y entidades que cumplieron el plazo reglamentario para la presentación de los informes anuales e instar nuevamente a todos los órganos, organismos y entidades a que incluyan una sección con los resultados cuantificables obtenidos, de conformidad con lo dispuesto en la resolución AG/RES. 1952 (XXXIII-O/03).

3. Reiterar a todos los órganos, organismos y entidades de la Organización que la presentación de informes anuales debe efectuarse dentro de los plazos reglamentarios, es decir, 90 días antes del inicio del período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

4. Exhortar a todos lo órganos, organismos y entidades de la Organización que aprueben sus respectivos informes anuales, por los procedimientos que en cada caso correspondan, con una anticipación no menor de 120 días a la celebración del período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

5. Reiterar a todos los órganos organismos y entidades de la Organización que en la presentación de sus informes anuales tengan en cuenta lo dispuesto en las anteriores resoluciones de la Asamblea General, en particular las resoluciones AG/RES. 1452 (XXVII-O/97), AG/RES. 1669 (XXIX-O/99), AG/RES. 1839 (XXXI-O/01), AG/RES.1853 (XXXII-O/02) y AG/RES. 1883 (XXXII-O/02) y 1952 (XXXIII-O/03).

6. Reconocer las importantes actividades desarrolladas por el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y sus órganos subsidiarios, y solicitar que continúe promoviendo el diálogo hemisférico y que redoble sus esfuerzos para promover la cooperación solidaria entre los Estados Miembros para apoyar su desarrollo integral y, en particular, para contribuir a la eliminación de la pobreza.

7. Destacar las importantes actividades llevadas a cabo por la Organización Panamericana de la Salud (OPS) en cumplimiento de sus fines y objetivos dedicados a mejorar la salud y las condiciones de vida de las Américas.

8. Felicitar a la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) por su servicio en beneficio de la promoción de los derechos de la mujer en las Américas y apoyar el trabajo desarrollado en la implementación del Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género, en especial su colaboración en el proyecto sobre Integración de la Perspectiva de Género en la Secretaría General de la  OEA así como al proceso de estudio y preparación de un mecanismo de seguimiento de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belém do Pará)  y al estudio del tema de la trata de personas.

9. Reiterar su reconocimiento al Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA) y alentarlo a que continúe sus esfuerzos de apoyar a los Estados Miembros en su búsqueda del progreso y la prosperidad en el Hemisferio, por medio del sector rural, la promoción de la seguridad alimentaria y el desarrollo de un sector agropecuario competitivo,  tecnológicamente preparado, ambientalmente administrado y socialmente equitativo para los pueblos de las Américas.

10. Reiterar su reconocimiento a la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL) por las importantes actividades llevadas a cabo  en cumplimiento de sus fines y objetivos y en la implementación de los mandatos de la Cumbre de las Américas.

11. Felicitar al Instituto Interamericano del Niño (IIN) por los proyectos que ha venido realizando conforme al Plan Estratégico 2000-2004, e instarlo a que continúe sus esfuerzos por incrementar los recursos necesarios para llevar a cabo los proyectos acordados en dicho plan.

12. Reconocer la labor del Instituto Indigenista Interamericano (III) y expresar el apoyo de los Estados Miembros a su proceso de reestructuración considerando la relevancia que tiene el tema de los pueblos indígenas en la agenda de la Organización.

13. Felicitar al Instituto Panamericano de Geografía e Historia (IPGH) por las actividades realizadas, en particular las de apoyo para demarcación fronteriza.

14. Destacar los esfuerzos del Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) por generar y difundir instrumentos que mejoren la información sobre justicia en las Américas y expresar su complacencia por las acciones encaminadas a incrementar la cooperación y el intercambio de experiencias entre los actores clave del sector justicia a nivel regional. 

15. Reconocer las importantes actividades llevadas a cabo por el Tribunal Administrativo de la OEA., destacando la iniciativa de mantener un diálogo permanente de cooperación y coordinación con los demás órganos, organismos y entidades de la Organización.


AG/RES. 2027 (XXXIV-O/04)

LOS DERECHOS HUMANOS DE TODOS LOS TRABAJADORES
MIGRATORIOS Y DE SUS FAMILIAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO el informe que sobre este tema hace parte del Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.4265/04 add.3 corr. 1);
TENIENDO EN CUENTA:

Sus resoluciones AG/RES 1717 (XXX-O/00), AG/RES 1775  (XXXI-O/01); AG/RES (1898 XXXII-O/02), y AG/RES 1928 (XXXIII-O/03);

El informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en particular el capítulo relativo a la situación de los trabajadores migratorios y miembros de sus familias en el Hemisferio (CP/doc.3844/04);

El Proyecto de “Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes en el Marco de la Organización de los Estados Americanos” (CP/CAJP-2038/03), elaborado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos;

REAFIRMANDO que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre proclama que todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y deberes que consagra sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna;

DESTACANDO que la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana; 

REAFIRMANDO que los principios y normas consagrados en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos adquieren particular relevancia en relación con la protección de los derechos de los trabajadores migratorios y sus familias;

CONSIDERANDO:

Que los Jefes de Estado y de Gobierno reunidos en la Tercera Cumbre de las Américas, reconocieron las contribuciones económicas y culturales que aportan los migrantes a las sociedades de destino y a sus comunidades de origen y se comprometieron a asegurar un tratamiento digno y humano con protección legal adecuada y a fortalecer los mecanismos de cooperación hemisféricos para atender sus legítimas necesidades;

Que en la Declaración de Nuevo León de la Cumbre Extraordinaria de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno destacaron la importancia de la cooperación entre países de origen, tránsito y destino para asegurar la plena protección de los derechos humanos de todos los migrantes, incluidos los trabajadores migratorios y sus familias, la defensa de los derechos humanos y condiciones de trabajo seguras y saludables para los migrantes, y a adoptar medidas eficaces en contra de la trata de seres humanos;

Que prácticamente todos los países son países de origen, tránsito y destino de migrantes, y están facultados para reglamentar la inmigración de personas que ingresan en su territorio, de conformidad con el derecho internacional, incluyendo el derecho internacional de los derechos humanos;

Las contribuciones positivas que con frecuencia aportan los migrantes tanto a los estados de origen como a los de destino, incluso al integrarse con el tiempo en la sociedad que los acoge, así como los esfuerzos que algunos países de acogida realizan para integrar a los migrantes;

La entrada en vigor de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, el 1º de julio de 2003, la instalación e inicio de los trabajos del Comité para la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares; así como la entrada en vigor del Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, el 28 de enero de 2004;

La Opinión Consultiva OC-16 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, sobre El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular, en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal;

La Opinión Consultiva OC-18 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre La Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, emitida el 17 de septiembre de 2003; 

El fallo de la Corte Internacional de Justicia de 31 de marzo de 2004 en el caso Avena y otros nacionales mexicanos;

TENIENDO EN CUENTA:

Que el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria 2002-2005 del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral “CIDI”, identifica como prioritario el apoyo para grupos vulnerables como los trabajadores migratorios, en la implementación de políticas y programas destinadas a facilitar el acceso al mercado laboral y mejorar las condiciones de trabajo;

Que el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas determinó el establecimiento de un programa interamericano en el marco de la OEA para la promoción y protección de los derechos humanos de los migrantes, incluyendo los trabajadores migrantes y sus familias, tomando en cuenta las actividades de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y apoyando la labor encomendada a su  Relator Especial de los Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias y de la Relatora Especial de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos de los Migrantes; 

EXPRESANDO su satisfacción por el establecimiento e iniciación de labores del Grupo de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos encargado de elaborar un Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, así como los avances realizados en cumplimiento de su mandato;

TOMANDO NOTA del ofrecimiento de la Federación Iberoamericana de Ombudsman de colaborar con las actividades del Grupo de Trabajo;

PREOCUPADA por la grave situación de vulnerabilidad en que se encuentran muchos de los trabajadores migratorios y sus familias, y por los persistentes obstáculos que les impiden disfrutar plenamente de sus derechos humanos; y 

TENIENDO PRESENTE que los migrantes suelen ser víctimas de malos tratos y de actos de discriminación, racismo y xenofobia,

RESUELVE:

1. Condenar enérgicamente las manifestaciones o actos de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia contra los migrantes, así como todas las formas de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia relacionadas con el acceso al empleo, la formación profesional, la vivienda, la instrucción, los servicios de atención de la salud, los servicios sociales y los destinados al uso público. 

2. Reafirmar el deber de los Estados Parte en la Convención de Viena de 1963 sobre Relaciones Consulares de cumplir dicha convención, incluida la obligación de los Estados Parte en cuyo territorio ocurre la detención de nacionales extranjeros de informar a éstos sobre su derecho a comunicarse con sus oficiales consulares y, en ese sentido, llamar a la atención de los Estados la Opinión Consultiva OC-16 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como el fallo de la Corte Internacional de Justicia del 31 de marzo de 2004, en el caso Avena y otros nacionales mexicanos, relativos a la obligatoriedad del cumplimiento del articulo 36 de la Convención de Viena.

3. Llamar a la atención de los Estados la Opinión Consultiva OC-18, emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos que sostiene que la calidad migratoria de una persona no puede constituir una justificación para privarla del goce y ejercicio de sus derechos humanos, entre ellos los de carácter laboral. 

4. Alentar el diálogo y la cooperación entre los Estados Miembros para perfeccionar sus políticas y prácticas migratorias para contemplar una protección adecuada a los migrantes, los trabajadores migratorios y sus familias.

5. Instar a los Estados Miembros a que consideren la firma y ratificación, ratificación o adhesión, según sea el caso, de los instrumentos del sistema interamericano de derechos humanos, y a que tomen las medidas necesarias para garantizar los derechos humanos de todos los migrantes, incluidos los trabajadores migratorios y sus familias. 

6. Acoger con beneplácito la entrada en vigor de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Familias y, en ese sentido, exhortar a los Estados Miembros a que consideren la firma y ratificación, según sea el caso, de ese instrumento.

7. Encomendar al Consejo Permanente que:

a) Renueve el mandato del Grupo de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos encargado de elaborar un Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes para que, a la brevedad elabore la propuesta de Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, a partir del proyecto presentado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y las propuestas de los Estados Miembros, los organismos especializados y otras entidades, de acuerdo con el mandato de la Cumbre de las Américas celebrada en la ciudad de Québec. 

b) Convoque a una sesión especial del Grupo de Trabajo durante el tercer trimestre del 2004, para facilitar la elaboración del Programa, en la que participen expertos gubernamentales, los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano competentes en el tema, otras organizaciones internacionales así como organizaciones de la sociedad civil, de acuerdo con el Proyecto de Agenda que se anexa a la presente resolución.
c) Continúe apoyando los trabajos de la CIDH sobre esta materia y a que tenga en cuenta los esfuerzos de otros organismos internacionales en favor de los trabajadores migratorios y de sus familias, con miras a contribuir a mejorar su situación en el Hemisferio, y en particular, en lo que fuere apropiado, los de la Relatora Especial de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos de los Migrantes, así como los de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM).

8. Instruir a los órganos, organismos y entidades pertinentes de la Organización que, cuando sea requerido, apoyen las labores del Grupo de Trabajo y participen activamente en la elaboración de la propuesta de Programa Interamericano.

9. Solicitar a la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD) a que refuerce la comunicación y coordinación con la CIDH, la OIM, la Organización Internacional del Trabajo (OIT), y otras organizaciones, organismos y entidades pertinentes y a que, en ese contexto, efectúe un seguimiento especial a las actividades de cooperación solidaria para el desarrollo relacionadas con la situación de los trabajadores migratorios y miembros de sus familias, que la AICD lleva a cabo de conformidad con el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria 2002-2005.

10. Encomendar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que:

a) Considere la conveniencia de participar en proyectos conjuntos de cooperación en la materia desarrollados por la AICD;

b) Continúe prestando su apoyo, a través de su Relatoría Especial sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias en el Hemisferio, al Grupo de Trabajo encargado de elaborar un Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes;

c) Proporcione a la Relatoría Especial los medios necesarios y adecuados para el desempeño de sus funciones, de conformidad con los recursos asignados en el programa-presupuesto y otros recursos;

d) Presente al Consejo Permanente un informe sobre la situación de los derechos de los trabajadores migratorios y de sus familiares antes del trigésimo quinto período ordinario de sesiones de la Asamblea General. 

11. Invitar a los Estados Miembros, Estados Observadores Permanentes, órganos, organismos y entidades del sistema interamericano y otras fuentes, a contribuir al Fondo Voluntario de la Relatoría Especial sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias de la CIDH. 

12. Invitar también a los Estados Miembros a que consideren la posibilidad de invitar al Relator Especial sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias en el Hemisferio, a que visite sus países a fin de que pueda desempeñar con eficacia su mandato.

13. Exhortar a todos los Estados Miembros de la Organización a que participen constructivamente en la Conferencia Internacional del Trabajo, que se celebrará en junio de 2004, con miras a lograr consensos en el examen del tema de su agenda “Debate General sobre Trabajadores Migrantes con base en un Enfoque Integral”.

14. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones sobre el cumplimiento de la presente resolución, la cual será ejecutada de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.
ANEXO

AGENDA PARA UNA SESIÓN ESPECIAL

DEL GRUPO DE TRABAJO DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS Y POLÍTICOS ENCARGADO DE ELABORAR UN PROGRAMA INTERAMERICANO PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS MIGRANTES
“Identificación de propuestas, mejores prácticas y actividades concretas para la elaboración de un Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias, en el marco de la OEA”

Washington D.C. - Septiembre 16 y 17 de 2004

(Aprobado por el Grupo de Trabajo el 3 de mayo de 2004)

I. Sesión Inaugural 

II. El Proyecto de “Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes en el Marco de la OEA”, elaborado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)

II. 
Programa de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)

III.
Experiencias de los órganos, organismos y entidades de la OEA

IV. 
Experiencias de Otras Organizaciones

V.
Diálogo entre los expertos gubernamentales de los Estados Miembros
VI.
Conclusiones preliminares del Relator (a) de la reunión.


AG/RES. 2030 (XXXIV-O/04)

FORTALECIMIENTO DE LOS SISTEMAS DE DERECHOS HUMANOS
EN SEGUIMIENTO DEL PLAN DE ACCIÓN DE LA TERCERA CUMBRE DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS el Informe Anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.4265/04 add. 3 corr. 1) así como las resoluciones AG/RES. 1828 (XXXI-O/01), AG/RES. 1890/02 (XXXII-O/02) y AG/RES. 1925/03 (XXXIII-O/03);

REAFIRMANDO que la protección universal y la promoción de los derechos humanos -incluyendo los derechos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales, así como el respeto a las normas y principios del derecho internacional humanitario, con base en los principios de universalidad, indivisibilidad e interdependencia- son fundamentales para el funcionamiento de las sociedades democráticas, y subrayando la importancia del respeto al estado de derecho, el acceso equitativo y efectivo a la justicia y la participación de todos los sectores de la sociedad en la toma de decisiones públicas;

MANIFESTANDO que el fortalecimiento de la autonomía de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en el marco de lo dispuesto en la Carta de la Organización, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Estatuto y Reglamento de la CIDH, contribuirá al perfeccionamiento del sistema interamericano de derechos humanos

TENIENDO PRESENTE la Declaración y el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas, adoptados en la Ciudad de Quebec, Canadá; y

CONSIDERANDO:

Que es responsabilidad primordial de la Organización de los Estados Americanos dar un adecuado seguimiento a los mandatos de la Tercera Cumbre de las Américas relativos al fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos; y

Que, asimismo, la Organización de los Estados Americanos puede servir de foro para contribuir con los esfuerzos de los Estados Miembros en el desarrollo y fortalecimiento de los sistemas nacionales de promoción y protección de los derechos humanos;

Acogiendo con satisfacción la iniciativa de la Corte y la Comisión Interamericanas de Derechos Humanos para realizar un proceso de reflexión dirigido al fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos para profundizar  la plena vigencia y protección de los derechos humanos en el Hemisferio. 

RESUELVE:

1. Reafirmar el compromiso de los Estados Miembros de la Organización de continuar fortaleciendo y perfeccionando el sistema interamericano para la promoción y protección de los derechos humanos, y dentro de ese marco, su apoyo al funcionamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

2. Reafirmar la voluntad de la Organización de los Estados Americanos de continuar implementando acciones concretas tendientes al cumplimiento de los mandatos de los Jefes de Estado y de Gobierno relacionadas con el fortalecimiento y perfeccionamiento del sistema interamericano de derechos humanos contenidas en el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas, a saber:

a) La universalización del sistema interamericano de derechos humanos; 

b) El cumplimiento de las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el seguimiento de las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos;

c) La facilitación del acceso de las personas al sistema interamericano de derechos humanos;

d) El incremento sustancial  de los presupuestos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a fin de que en un plazo razonable puedan atender sus crecientes actividades y responsabilidades; y

e) El examen de la posibilidad de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos funcionen de manera permanente teniendo en cuenta, entre otros elementos, los criterios de dichos órganos.

3. Destacar los recientes avances en las áreas específicas del sistema interamericano de derechos humanos identificadas en el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas, a saber:

a) i.
La ratificación del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador” por parte de Argentina.

ii.
La ratificación de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad por parte de Colombia y Ecuador;

b) Los aportes voluntarios que para facilitar la labor de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos han hecho Brasil, Costa Rica y México a la Corte Interamericana de Derechos Humanos; y, Brasil, los Estados Unidos y México, Dinamarca, España, Finlandia, Francia y Suecia, así como del Banco Interamericano de Desarrollo y la Comisión Europea a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos;

c) La aplicación de los nuevos reglamentos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; y

d) El continuo apoyo de los Estados Miembros de la Organización a los órganos del sistema y la importante labor desarrollada por éstos en la protección y promoción de los derechos humanos en el Hemisferio.

4. Encomendar al Consejo Permanente que a fin de complementar y reforzar los avances mencionados en el párrafo resolutivo 3:

a) Continúe analizando los medios para lograr un incremento efectivo y adecuado de los recursos económicos asignados a los órganos del sistema interamericano de derechos humanos en el programa-presupuesto de la Organización. 

b) Apoyen las iniciativas que para la solicitud de financiamiento, presenten la Corte  y la Comisión Interamericanas de Derechos Humanos ante organismos internacionales y regionales en beneficio de las actividades de los órganos del sistemas interamericano para la promoción y protección de los derechos humanos;

c) Inste, adicionalmente, a los Estados Miembros de la Organización a que contribuyan al Fondo Específico para el Fortalecimiento del Sistema Interamericano de Protección y Promoción de los Derechos Humanos;

d) Continúe la consideración de medios para promover el cumplimiento de las sentencias de la Corte y el seguimiento de las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos por parte de los Estados Miembros. 

e) Continúe el análisis de las prioridades para el perfeccionamiento del mismo, incluyendo el examen de la posibilidad de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos puedan llegar a funcionar de manera permanente, teniendo en cuenta la información suministrada por los Presidentes de ambos órganos sobre el particular.

f) Solicite a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que:

i.
continúen informando sobre la correlación de sus Reglamentos y las reformas que aprueben a los mismos, con las disposiciones de sus propios Estatutos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos

ii.
informen sobre el impacto y el significado que en la práctica han representado dichas reformas reglamentarias, tanto para el trabajo de ambos órganos, como para el fortalecimiento del sistema.

g) Proponga las normas para la confección de los informes periódicos de las medidas progresivas que hayan adoptado los Estados parte del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”, conforme a lo previsto en el artículo 19 de dicho instrumento jurídico, en consulta con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y teniendo en cuenta los aportes del Instituto Interamericano de Derechos Humanos.

5. Instruir al Consejo Permanente para que emprenda un amplio proceso de reflexión sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos, en el que recabe la opinión de los Estados Miembros, órganos especializados del sistema interamericano de derechos humanos, organizaciones no gubernamentales, instituciones nacionales de derechos humanos, instituciones académicas y expertos calificados en la materia, sobre:

a) los principales retos que enfrenta el sistema interamericano para promover y proteger los derechos humanos en el Hemisferio;

b) las posibles acciones para fortalecerlo y perfeccionarlo;

c) la pertinencia de convocar a una Conferencia Interamericana sobre Derechos Humanos; y

d) De acuerdo con lo anterior, presente un informe para la consideración de la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones.

6. Encomendar al Secretario General que promueva, según sea apropiado, la adhesión a todos los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

7. Promover el fortalecimiento de los sistemas nacionales de protección y promoción de los derechos humanos de los Estados Miembros y, a tal efecto, solicitar a los órganos, organismos y entidades pertinentes de la Organización que desarrollen relaciones de cooperación e intercambio de información con la Red de Instituciones Nacionales de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Américas y la Federación Iberoamericana de Ombudsman, entre otros. 

8. Instruir a las áreas, unidades, y oficinas de la Secretaría General vinculadas con el tema de los derechos humanos que colaboren con el Consejo Permanente en el cumplimiento de la presente resolución.

9. Solicitar al Consejo Permanente que haga seguimiento a esta resolución, la cual será ejecutada de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, y que presente un informe sobre su cumplimiento a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones.
AG/RES. 2039 (XXXIV-O/04)

PROMOCIÓN DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL
/

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL, 

RECORDANDO sus resoluciones AG/RES. 1619 (XXIX-O/99), AG/RES. 1706 (XXX-O/00), AG/RES. 1709 (XXX-O/00), AG/RES. 1770 (XXXI-O/01), AG/RES. 1771 (XXXI-O/01), AG/RES. 1900 (XXXII-O/02) y AG/RES 1929 (XXXIII-O/03); 

RECORDANDO TAMBIÉN la recomendación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (OEA/Ser.L/V/II.102/Doc. 6 rev., 16 de abril de 1999, Cap. VII, 21.3.B), así como su Resolución N° 1/03 sobre juzgamiento de crímenes internacionales y el documento “Marco de referencia para la acción de la OEA con respecto a la Corte Penal Internacional” (AG/INF.248/00);

RECONOCIENDO que la aprobación del Estatuto de la Corte Penal Internacional, el 17 de julio de 1998 en Roma, marca un hito en la lucha contra la impunidad y que la Corte constituye un instrumento eficaz para la consolidación de la justicia internacional; 

PREOCUPADA por las violaciones persistentes al derecho internacional humanitario y al derecho internacional de los derechos humanos; 

AFIRMANDO que los Estados tienen la obligación primordial de juzgar y castigar tales violaciones a fin de prevenir su repetición y evitar la impunidad de los perpetradores de tales crímenes;

CONSCIENTE de la importancia de preservar la efectividad e integridad del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional;

CONGRATULÁNDOSE porque, con la entrada en vigor del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional el 1 de julio de 2002, la Corte Penal Internacional se constituyó en la instancia judicial que complementa los esfuerzos de las jurisdicciones nacionales para enjuiciar a los responsables de los crímenes más graves de trascendencia internacional tales como el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra;

TOMANDO NOTA de que el 30 de junio de 2004 es la fecha límite para firmar el Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional, y del Continente americano solamente 11 países lo han firmado y uno lo ha ratificado;

RECONOCIENDO que 139 Estados, entre ellos 26 miembros de la Organización de los Estados Americanos, han suscrito el Estatuto de Roma y 94 lo han ratificado o se han adherido a él, entre ellos 19 miembros de la Organización de los Estados Americanos; y

EXPRESANDO su satisfacción por la celebración en la sede de la Organización, el 25 de marzo de 2004, de la Sesión Especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos para la Promoción y el Respeto del Derecho Internacional Humanitario, con respecto a la cual la Presidencia de la Comisión elaboró el informe contenido en el documento DIH/doc.24/04,

RESUELVE:

1. Exhortar a los Estados Miembros de la Organización que aún no lo hayan hecho a que consideren la ratificación o adhesión, según sea el caso, al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional.

2. Exhortar a todos los Estados Miembros de la Organización a que continúen participando constructivamente en la Asamblea de los Estados Parte del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, incluso como Estados observadores, con miras a garantizar las mejores condiciones de funcionamiento de la Corte Penal Internacional, en el marco de la irrestricta defensa de la integridad del Estatuto de Roma.

3. Exhortar a los Estados Miembros de la Organización que sean Parte del Estatuto de Roma a adaptar y realizar los cambios necesarios en su legislación interna para su efectiva implementación.

4. Exhortar a aquellos Estados Miembros que no sean Parte del Estatuto de Roma, a adecuar su legislación penal de conformidad con los tratados de protección de los derechos humanos y derecho humanitario de los que sean Parte.

5. Exhortar a los Estados Miembros de la Organización que no sean Parte del Estatuto de Roma a que consideren la firma y ratificación, o adhesión, según sea el caso, del Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional y, en el caso de aquellos Estados que ya son parte de dicho Acuerdo, a realizar lo conducente para su efectiva aplicación en el ámbito nacional.

6. Solicitar al Comité Jurídico Interamericano la inclusión en la agenda de la próxima reunión conjunta con asesores jurídicos de los Ministerios de Relaciones Exteriores de los Estados Miembros de la Organización, el examen sobre la debida implementación del Estatuto de Roma y del Acuerdo de Privilegios e Inmunidades en las legislaciones nacionales.

7. Solicitar al Consejo Permanente que, con el apoyo de la Secretaría General y la colaboración de la Corte Penal Internacional, las organizaciones internacionales y organizaciones no gubernamentales, celebre una sesión de trabajo sobre las medidas adecuadas que los Estados deben tomar para cooperar con la Corte Penal Internacional en la investigación, enjuiciamiento y sanción de los responsables de haber cometido crímenes de guerra, lesa humanidad, genocidio y delitos en contra de la administración de justicia de la Corte Penal Internacional.

8. Solicitar al Consejo Permanente que incluya el tema de la implementación del Estatuto de Roma y del Acuerdo de Privilegios e Inmunidades en la agenda de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos. 

9. Instar a los Estados Miembros de la Organización para que cooperen a fin de evitar la impunidad de los responsables de haber cometido los crímenes más graves de trascendencia internacional tales como el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra.

10. Solicitar al Consejo Permanente el seguimiento de esta resolución, la cual será ejecutada de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, y que presente un informe sobre su cumplimiento a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones.

ANEXO

DECLARACIÓN DE LA DELEGACIÓN DE LOS ESTADOS UNIDOS

Estados Unidos ha estado preocupado durante mucho tiempo por las persistentes violaciones al derecho internacional humanitario y al derecho internacional de los derechos humanos que ocurren en todo el mundo.  Defendemos la justicia y la promoción del estado de derecho.  Estados Unidos continuará siendo un firme defensor del principio de responsabilidad por crímenes de guerra, el genocidio y crímenes de lesa humanidad, pero no podemos respaldar la Corte Penal Internacional por considerarla gravemente defectuosa.  Nuestra posición es que los Estados deben asumir la principal responsabilidad de asegurar la justicia en el sistema internacional. Creemos que la mejor forma de combatir estos graves delitos es mediante la consolidación y el fortalecimiento de los sistemas judiciales internos y la voluntad política y, en las circunstancias apropiadas, trabajar a través del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas para el establecimiento de tribunales ad hoc, como en los casos de Yugoslavia y Ruanda. Nuestra posición es que la práctica internacional debería promover la responsabilidad interna. Estados Unidos ha llegado a la conclusión de que la Corte Penal Internacional no promueve estos principios.

Estados Unidos no ha ratificado el Estatuto de Roma y no tiene la intención de hacerlo.  Esto se debe a que nos oponemos firmemente a la Corte Penal Internacional por considerarla fundamentalmente defectuosa. La Corte Penal Internacional reclama tener jurisdicción sobre los ciudadanos de los Estados que no son Parte del acuerdo. Tiene el potencial de socavar el papel del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas en cuanto al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales. También nos oponemos a la Corte porque no está sujeta a frenos y equilibrios adecuados. Creemos que una corte independiente con un poder sin obstáculos está predispuesta al abuso y la explotación. Su estructura en sí se presta a correr el gran peligro de llevar a cabo enjuiciamientos y adoptar decisiones con motivación política. La inclusión del aún por definir delito de agresión en el Estatuto de la Corte crea la posibilidad de contradecir la Carta de las Naciones Unidas, la cual dispone que el Consejo de Seguridad decide cuando un Estado ha cometido un acto de agresión.

Estados Unidos tiene presente que en las últimas décadas varios Estados Miembros han logrado un consenso nacional para abordar conflictos y controversias históricos como parte de su transición exitosa y pacífica de un gobierno autoritario a la democracia representativa.  De hecho, algunos gobiernos soberanos, a la luz de nuevos eventos, la evolución de la opinión pública, o instituciones democráticas más sólidas, han decidido por su propia cuenta y en el momento de su elección volver a abrir controversias del pasado. Estas experiencias respaldan de forma convincente los argumentos de que los Estados Miembros – especialmente aquellos que cuentan con instituciones democráticas y sistemas judiciales independientes– deberían retener la discreción soberana de decidir, como resultado de los procesos democráticos y jurídicos, si se lleva a cabo un enjuiciamiento o si se procura la reconciliación nacional por otros medios pacíficos y eficaces. Estados Unidos está preocupado por el hecho de que la Corte Penal Internacional tiene el potencial de socavar los esfuerzos legítimos de los Estados Miembros para lograr la reconciliación nacional y la responsabilidad interna por medios democráticos.

Nuestra política con respecto a la Corte Penal Internacional concuerda con la historia de nuestras políticas sobre los derechos humanos, el estado de derecho y la validez de las instituciones democráticas. Por ejemplo, hemos sido uno de los principales defensores del Tribunal Especial para Sierra Leona, ya que se basa en el consentimiento soberano, combina la participación interna e internacional de forma que generará un beneficio duradero al estado de derecho dentro de Sierra Leona, y trabaja conjuntamente con la Comisión de la Verdad y la Reconciliación para abordar la cuestión de la responsabilidad.

Estados Unidos desempeña un papel singular y tiene la responsabilidad de ayudar a preservar la paz y la seguridad internacionales. en un momento determinado, las fuerzas armadas estadounidenses se encuentran en casi 100 naciones de todo el mundo, por ejemplo, realizando operaciones de mantenimiento de la paz y humanitarias y luchando contra la inhumanidad.  Debemos asegurarnos que nuestros soldados y funcionarios públicos no están expuestos a la posibilidad de ser sometidos a enjuiciamientos e investigaciones con motivación política.  Nuestro país está firmemente comprometido con el mundo a defender la libertad y a derrotar el terror; no podemos permitir que la Corte Penal Internacional desbarate esa misión vital.

En vista de esta posición, Estados Unidos no puede de buena fe unirse al consenso sobre una resolución de la OEA que promueva dicha Corte.



AG/RES. 2040 (XXXIV-O/04)

REUNIÓN DE MINISTROS DE JUSTICIA O DE MINISTROS
O PROCURADORES GENERALES DE LAS AMÉRICAS

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS el informe anual del Consejo Permanente a la Asamblea General (AG/doc.4265/04 add. 3 corr. 1), en particular en lo que se refiere al cumplimiento de la resolución AG/RES. 1924 (XXXIII-O/03), y el informe final de la Quinta Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA-V/ doc.9/04 );

RECORDANDO que, en el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas, celebrada en la ciudad de Québec, los Jefes de Estado y de Gobierno decidieron continuar apoyando el trabajo realizado en el marco de las reuniones de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA) y la implementación de sus conclusiones y recomendaciones;

RECORDANDO ASIMISMO que, en la Declaración sobre la Seguridad en las Américas, aprobada en la Ciudad de México, el 28 de octubre de 2003, los Estados del Hemisferio reafirmaron “que las Reuniones de Ministros de Justicia o Ministros o Procuradores Generales de las Américas  (REMJA) y otras reuniones de autoridades en materia de justicia penal son foros importantes y eficaces para la promoción y el fortalecimiento del entendimiento mutuo, la confianza, el diálogo y la cooperación en la formulación de políticas en materia de justicia penal y de respuestas para hacer frente a las nuevas amenazas a la seguridad”; y

TENIENDO EN CUENTA la importancia de que se continúe dando el seguimiento apropiado e implementando las conclusiones y recomendaciones de la REMJA,

RESUELVE:

1. Expresar su satisfacción por los resultados de la Quinta Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA-V), celebrada en la sede de la OEA, del 28 al 30 de abril de 2004, así como de las tres reuniones técnicas realizadas con anterioridad a ella, en el marco del proceso de las Reuniones de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas.

2. Acoger las conclusiones y recomendaciones de la REMJA V, que figuran en el Informe Final de dicha reunión (REMJA-V/doc.9/04).

3. Encomendar al Consejo Permanente que de el seguimiento apropiado al cumplimiento de las Conclusiones y Recomendaciones emanadas de la REMJA V, y convoque las reuniones a que ellas se refieren, las cuales se realizarán de acuerdo con los recursos asignados en el Programa Presupuesto de la Organización y otros recursos.

4. Encomendar al Consejo Permanente que presente un informe sobre el cumplimiento de la presente resolución a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones. 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES DE LA REMJA V

Al finalizar los debates sobre los diferentes puntos comprendidos en su agenda, la Quinta Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA V), convocada en el marco de la OEA, adoptó las siguientes conclusiones y recomendaciones para ser transmitidas, a través del Consejo Permanente, al trigésimo cuarto período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA.

I. COOPERACIÓN HEMISFÉRICA CONTRA LA DELINCUENCIA TRANSNACIONAL ORGANIZADA Y CONTRA EL TERRORISMO

La REMJA V reafirma que el daño que infringen y la amenaza que representan las diversas manifestaciones de la criminalidad transnacional organizada y el terrorismo,  para nuestros ciudadanos, para nuestras democracias y  para el desarrollo económico y social de nuestros Estados, hacen necesario y urgente continuar fortaleciendo y perfeccionando la cooperación jurídica y judicial mutua a nivel hemisférico, así como, si no lo han hecho, adoptar  legislación, procedimientos y mecanismos nuevos que les permitan combatir de manera eficaz estos delitos. 
Al respecto, destaca que, de acuerdo con la “Declaración sobre la Seguridad en las Américas”, aprobada en la Ciudad de México, el 28 de octubre de 2003, el terrorismo y la delincuencia organizada transnacional hacen parte de las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos de naturaleza diversa que afectan la seguridad de los Estados del Hemisferio y que en ella se reafirma “que las Reuniones de Ministros de Justicia o Ministros o Procuradores Generales de las Américas  (REMJA) y otras reuniones de autoridades en materia de justicia penal son foros importantes y eficaces para la promoción y el fortalecimiento del entendimiento mutuo, la confianza, el diálogo y la cooperación en la formulación de políticas en materia de justicia penal y de respuestas para hacer frente a las nuevas amenazas a la seguridad”.

Considerando que, si bien la comunidad internacional ha avanzado en la elaboración de normas para combatir estas formas de delincuencia, subsisten diferencias en la forma en que los Estados tipifican las conductas delictivas, lo cual puede crear impedimentos para una más efectiva cooperación internacional. 

La REMJA V reconoce la conveniencia de que el tema de la Delincuencia Organizada Transnacional continúe siendo tratado por las diferentes entidades de la OEA que lo han venido haciendo en el marco de sus respectivas competencias, tales como la CICAD, el Comité Consultivo de la CIFTA, la CIM, el Instituto Interamericano del Niño, la REMJA y el MESICIC.

La REMJA V  reafirma que las medidas realizadas por los Estados Parte para combatir el terrorismo deberán llevarse a cabo respetando plenamente el Estado de derecho, los derechos humanos y las libertades fundamentales, sin menoscabar los derechos y las obligaciones de los Estados y las personas conforme al Derecho Internacional, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional de los Refugiados.

La REMJA V expresa satisfacción ante el hecho de que en el período que siguió a la REMJA-IV, los Estados Miembros de la OEA hayan adoptado importantes medidas para reforzar la aplicación hemisférica de los instrumentos de las Naciones Unidas de lucha contra el terrorismo y la delincuencia transnacional organizada, de modo de hacer frente en forma eficaz a esos crímenes.  en especial, en el intervalo comprendido entre la REMJA-IV y la REMJA-V, numerosos Estados Miembros de la OEA se convirtieron en Partes del Convenio para la Represión de la Financiación del Terrorismo de 1999, así como de instrumentos universales anteriores de lucha contra el terrorismo.  Análogamente, numerosos Estados Miembros de la OEA se convirtieron en Partes de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional de 2000 y sus tres Protocolos Complementarios o adoptaron importantes medidas encaminadas a adquirir esa condición.  La REMJA-V reconoce este notable avance en la lucha contra el terrorismo y la delincuencia transnacional organizada.  

La REMJA V toma nota también con satisfacción de que se ha acelerado en gran medida la adhesión a instrumentos regionales de lucha contra el terrorismo y la delincuencia organizada.  La Convención Interamericana contra el Terrorismo de 2002 entró en vigor el 10 de julio de 2003 y ha sido ratificada por ocho (8) Estados Miembros de la OEA; y  la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA) ha sido ratificada por veintidós (22) Estados Miembros de la OEA.

La REMJA V expresa asimismo su satisfacción por los avances registrados con el propósito de fortalecer y consolidar la cooperación entre los Estados de las Américas para combatir el terrorismo, a través del Trabajo del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) y de sus puntos de contacto nacionales.

Al mismo tiempo quedan tareas por hacer en cuanto a determinación de mecanismos de eficaz aplicación de normas hemisféricas y mundiales de lucha contra el terrorismo y la delincuencia organizada, y tomamos nota con alarma del incremento de los ataques terroristas a nivel mundial y las actividades de otras organizaciones criminales.  en consecuencia recomendamos:

A. COOPERACIÓN HEMISFÉRICA CONTRA LA DELINCUENCIA TRANSNACIONAL ORGANIZADA

1. Que con respecto a la lucha contra la delincuencia transnacional organizada, los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho firmen y ratifiquen, ratifiquen, o adhieran, según sea el caso, e implementen, a la brevedad posible:

a. La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, y el Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire. Instamos a los Estados Miembros a completar sus procesos internos para determinar si han de suscribir y ratificar el Protocolo contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones.
b. La Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA) que, entre otras cosas, establece un régimen eficaz de penalización del tráfico ilícito de armas de fuego que ayudará a la lucha contra la delincuencia transnacional organizada y contra el terrorismo y que, además, crea un mecanismo de seguimiento hasta la  fuente de las armas de fuego que puedan ser  objeto de tráfico ilícito.

2. Que los Estados Miembros que son Parte o signatarios de la Convención contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus dos protocolos en vigor trabajen conjuntamente en la Primera Conferencia de las Partes, que tendrá lugar entre el 28 de junio y el 9 de julio de 2003, para facilitar la  aplicación de esos importantes instrumentos internacionales.

3. Recomendar  a la Asamblea General de la OEA que convoque a un grupo de expertos que considere la posibilidad de la elaboración de un Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Transnacional Organizada, como un plan integrado que recoja el esfuerzo que cada área de la OEA viene desarrollando en los diferentes aspectos del problema, de conformidad con la Declaración sobre Seguridad en las Américas.

4. Que los Estados Miembros consideren –cuando sea apropiado- la armonización de sus respectivos ordenamientos jurídicos con las obligaciones asumidas en esta materia. A tal fin, se recomienda que la Asamblea General de la OEA encomiende al Comité Jurídico Interamericano la realización de un estudio sobre el  punto antes mencionado, y que le informe a la entidad que la Asamblea General atribuya la responsabilidad de considerar la posibilidad de elaborar un Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional.

5. Que los Estados Miembros promuevan una mayor interrelación entre las autoridades de aplicación de la ley para que determinen líneas de acción comunes en la investigación y enjuiciamiento de estos delitos.

6. Instar a los Estados a la realización de seminarios y jornadas de capacitación tanto a nivel regional como nacional, referidos a los diferentes aspectos de la delincuencia transnacional organizada.

B. COOPERACIÓN HEMISFÉRICA CONTRA EL TERRORISMO

1. Que con respecto a la lucha contra el terrorismo, los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho  firmen y ratifiquen, ratifiquen, o adhieran, según sea el caso, e implementen, a la brevedad posible:

a. Las doce convenciones de las Naciones Unidas contra el terrorismo.

b. La Convención Interamericana contra el Terrorismo.

2. Que los Estados Miembros dispongan de capacidad  suficiente para tomar acciones  de aplicación  de la ley con respecto a  situaciones en las cuales  aún no se ha realizado un ataque terrorista y en que una oportuna investigación y persecución  pueda prevenir la  realización de esos ataques, y adoptar medidas inmediatas que confieran capacidad suficiente para la persecución de dichas conductas  y hacer efectiva la cooperación mutua al respecto.

3. Que cada Estado Miembro fortalezca su  capacidad para facilitar el intercambio de información entre los servicios de seguridad y los organismos de aplicación  de la ley para prevenir ataques y lograr el encauzamiento de terroristas, de conformidad con las leyes nacionales y los instrumentos internacionales aplicables.

4. Que, en aplicación del artículo 7 de la Convención Interamericana contra el Terrorismo, los Estados Miembros promuevan las más amplias medidas de cooperación, especialmente medidas que garanticen la eficaz colaboración entre los organismos de aplicación  de la ley, los servicios de inmigración y entidades conexas y sometan a mejores controles a sus documentos de viaje y de identidad.

5. Tomar nota de la labor de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la esfera del terrorismo y de los derechos humanos. Recomienda que las autoridades responsables de la elaboración de leyes contra el terrorismo sigan reuniéndose e intercambiando mutuamente prácticas modelo y experiencias nacionales sobre este tema.

6. Recomendar que la Red Hemisférica de Intercambio de Información para la Asistencia Judicial Mutua en Materia Penal  comprenda información sobre legislación y, según sea apropiado, políticas antiterroristas vigentes en los Estados Miembros.

7. Recomendar que, para ayudar a la prevención de actos de terrorismo, deben tomarse medidas para evitar la discriminación contra miembros de la sociedad.

II. ASISTENCIA JUDICIAL MUTUA EN MATERIA PENAL Y EXTRADICIÓN

A. REUNIÓN DE AUTORIDADES CENTRALES Y OTROS EXPERTOS EN ASISTENCIA JUDICIAL MUTUA EN MATERIA PENAL

La REMJA V recomienda: 

1. Expresar su satisfacción por la realización de la “Reunión de Autoridades Centrales y Otros Expertos en Materia de Asistencia Judicial Mutua en Materia Penal”, celebrada en cumplimiento de las recomendaciones de la REMJA IV, en Ottawa, Canadá, entre los días 30 de abril y 2 de mayo de 2003, y adoptar en su integridad las recomendaciones formuladas, las cuales se encuentran publicadas en el documento OEA/Ser.K/XXXIV.5 REMJA-V/doc.4/.

2. Respaldar, conforme a la recomendación 6 de esa reunión, la continua celebración de reuniones de las Autoridades Centrales y otros Expertos sobre asistencia judicial mutua en materia penal del Hemisferio, por lo menos una vez entre una REMJA y la siguiente, con el apoyo y la coordinación del Grupo de Trabajo sobre Asistencia Judicial Mutua, y la consideración, en su siguiente reunión, del avance logrado en cuanto a la aplicación de las recomendaciones de la reunión de Ottawa e, inter alia, los temas a los que se refiere la arriba mencionada recomendación 6, conforme al orden de prioridades que definan.

3. Decide que, en la próxima reunión de autoridades centrales y otros expertos, se inicie la consideración de acciones para fortalecer la cooperación jurídica hemisférica en materia de extradición, incluyendo la extradición temporal cuando proceda de acuerdo con la legislación nacional, y proceda a la preparación de las secciones relativas a la cooperación jurídica y judicial mutua de un plan de acción hemisférico para el combate contra la delincuencia transnacional organizada y contra el terrorismo, incluyendo medidas de administración de casos por el Estado requirente  para no sobrecargar al Estado requerido.

4. Decide que la próxima reunión de autoridades centrales y otros expertos continúe fortaleciendo y haciendo más efectivos los mecanismos de asistencia judicial mutua en materia penal y la cooperación hemisférica en materia de extradición. A tal efecto la reunión de autoridades centrales y otros expertos, podrá solicitar insumos a las siguientes entidades en relación con las áreas de su competencia: CICTE, CICAD, Comité Consultivo de la CIFTA, CIM, MESICIC, Instituto Interamericano del Niño y al Comité Jurídico Interamericano.

B. RED HEMISFÉRICA DE INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN PARA LA ASISTENCIA JUDICIAL MUTUA EN MATERIA PENAL

Considerando la utilidad e importancia de la Red Hemisférica de Intercambio de Información para la Asistencia Judicial Mutua en Materia Penal, la REMJA V formula las siguientes recomendaciones:

1. Decide adoptar la Red Hemisférica de Intercambio de Información para la Asistencia Judicial Mutua en Materia Penal e insta a todos los Estados Miembros a implementar su componente público y darle difusión entre los usuarios más interesados.

2. Establece, que como la red, bajo la orientación de un grupo formado por Argentina, Bahamas, Canadá y El Salvador y administrado por la Secretaría General de la OEA, comprende datos referentes a todos los Estados Miembros de la OEA, en el sitio público en “Internet” debe seguir publicándose información referente a asistencia judicial mutua en materia penal.

3. Que los Estados que hasta ahora no lo hayan hecho, identifiquen a una persona de contacto para que proporcione y actualice la información que se proporciona a través de la red.

4. Expresar satisfacción con respecto a la elaboración del proyecto piloto de AJM de correo electrónico seguro, y recomienda que todos los Estados adopten las medidas apropiadas para evaluarlo y que el mismo siga funcionando y se amplíe de modo de abarcar a otros Estados.

5. Examinar la posibilidad de intercambiar información, en las áreas y metodologías de mutuo interés, con la “Fiscalía Virtual de Iberoamérica”.

III. POLÍTICAS PENITENCIARIAS Y CARCELARIAS

Dada la importancia y conveniencia de continuar y consolidar el proceso de intercambio de información y de experiencias y de cooperación mutua en relación con las políticas penitenciarias y carcelarias de los Estados Miembros de la OEA, la REMJA V recomienda:

1. Expresar su satisfacción por los resultados y adoptar el informe de la Primera Reunión de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA (documento OEA/Ser.K/XXXIV.5 REMJA-V/doc.6/04), celebrada en la sede de la OEA, durante los días 16 y 17 de Octubre de 2003, en cumplimiento de lo acordado en la REMJA-IV.

2. Respaldar la realización de reuniones periódicas de las autoridades responsables de las políticas penitenciarias y carcelarias de los Estados Miembros de la OEA y la creación de un sistema de información a través de “Internet” en relación con dichas políticas, de acuerdo con las recomendaciones formuladas en la primera reunión de tales autoridades.

3. Que los Estados, a través de su participación en las reuniones de autoridades penitenciarias y carcelarias, promuevan estrategias y políticas penitenciarias, basadas en el respeto a los derechos humanos, que contribuyan al deshacinamiento carcelario. Con este fin, los Estados incentivarán la modernización de la infraestructura carcelaria y la profundización de las funciones de rehabilitación y reinserción social del individuo, a través del mejoramiento de las condiciones de privación de la libertad y el estudio de nuevos estándares penitenciarios.

IV. DELITO CIBERNÉTICO

En relación con esta materia, la REMJA V recomienda:

1. Expresar su satisfacción por los resultados de la Reunión Inicial del Grupo de Expertos Gubernamentales en Materia de Delito Cibernético, celebrada en la sede de la OEA, durante los días 23 y 24 de junio de 2003,  en cumplimiento de lo acordado en la REMJA-IV.

2. Adoptar las recomendaciones formuladas por el Grupo de Expertos Gubernamentales (documento OEA/Ser.K/XXXIV.5 REMJA-V/doc.5/04) y solicitarle que, a través de su Presidencia, informe a la próxima REMJA sobre los avances dados en relación con las mismas.

3. Respaldar que las recomendaciones formuladas por el Grupo de Expertos Gubernamentales en su reunión inicial sirvan como la contribución de las REMJA para el desarrollo de la Estrategia Interamericana para Combatir las Amenazas a la Seguridad Cibernética a que se refiere la resolución de la Asamblea General de la OEA AG/RES. 1939 /XXXIII-O/03), así como solicitar al Grupo que, a través de su Presidencia, continúe apoyando el proceso de elaboración de dicha Estrategia.

4. Que se dispense capacitación internacional en relación con el delito cibernético a los Estados de la OEA que la soliciten, y que los Estados de la OEA en general consideren la posibilidad de asignar recursos que garanticen el suministro de esa capacitación.

5. Que los Estados Miembros participen en las reuniones técnicas del Grupo de Expertos Gubernamentales sobre Delito Cibernético, a fin de que a nivel hemisférico se logre una clara comprensión sobre los futuros desafíos.

6. Que los Estados Miembros, en el contexto del Grupo de Expertos, examinen mecanismos que faciliten una amplia y eficiente cooperación mutua para combatir el Delito Cibernético y estudien, según sea posible,  el desarrollo de la capacidad técnica y jurídica para unirse a la red 24/7 establecida por el G-8 para ayudar a realizar las investigaciones sobre delitos cibernéticos.

7. Que en la medida de lo posible, los Estados Miembros dispongan lo necesario para que las diferencias en la descripción de los delitos no vayan en detrimento de la eficiencia de la cooperación a través de la asistencia jurídica y judicial mutua y la extradición. 

8. Que los Estados Miembros evalúen la conveniencia de la aplicación  de los principios de la Convención del Consejo de Europa sobre la Delincuencia Cibernética (2001) y que consideren la posibilidad de adherirse a dicha Convención.

9. Que los Estados Miembros examinen y, si corresponde, actualicen, la estructura y la labor de entidades u organismos internos encargados de hacer cumplir las leyes, de modo de adaptarse a las cambiantes características de los delitos cibernéticos, incluso examinando la relación entre los organismos que combaten ese tipo de delitos y los que proporcionan la asistencia policial o judicial mutua tradicional.

V. CORRUPCIÓN: SEGUIMIENTO DE LOS COMPROMISOS DE LA DECLARACIÓN DE NUEVO LEÓN

En las Declaraciones de Nuevo León y de la Ciudad de Québec, así como en anteriores REMJA, se reconoce la seriedad del problema de la corrupción en nuestras sociedades.

Tomamos nota con aprobación del hecho de que a partir de la REMJA-IV, la mayor parte de los Estados Miembros suscribieron la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y algunos Estados Miembros adicionales se convirtieron en Partes de la Convención Interamericana contra la Corrupción, pero hoy procuramos reforzar nuestros esfuerzos para promover eficazmente la lucha contra la corrupción.

En consecuencia, la REMJA-V recomienda que los Estados Miembros:

a. Que aún no lo hayan hecho, adopten a la brevedad posible las medidas necesarias para alcanzar los siguientes objetivos:

i. Firmar y ratificar, ratificar, o adherir, según sea el caso, e implementar  la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción de 2003.

ii. Firmar y ratificar, ratificar, o adherir, según sea el caso, e implementar la Convención Interamericana contra la Corrupción de 1996.

2. Cooperen para reforzar el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, a través de medidas prácticas que  lo hagan más eficaz, incluyendo lo relativo a la necesidad de incrementar los recursos económicos y perfeccionar los recursos humanos y la aceleración del proceso de evaluación en la Primera Ronda.

3. Antes de la realización de la REMJA VI, cada Estado Miembro, con apego a su legislación nacional y a las normas internacionales aplicables, adoptará medidas legales internas que nieguen acogida a funcionarios corruptos, a quienes los corrompen y a sus bienes e intercambiarán información sobre las medidas que hayan adoptado.

4. Con apego a sus legislaciones nacionales y a las normas internacionales aplicables, revisen  sus regímenes legales de extradición y suministro de asistencia judicial mutua en relación con delitos de corrupción, incluida su capacidad de disponer el decomiso o la confiscación de activos derivados de actividades criminales a pedido de otros países que tengan diferentes modalidades de realización del decomiso o  confiscación, a fin de reforzarlos.

5. Adopten, conforme a los principios fundamentales de su legislación interna, las medidas legislativas y de otro género que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan devolver los bienes decomisados o confiscados al Estado requirente, en caso de apropiación fraudulenta de fondos públicos o lavado de fondos públicos que hayan sido objeto de apropiación fraudulenta.

6. Apoyen los trabajos de la reunión de los Estados Parte de la Convención Interamericana contra la Corrupción que tendrá lugar en Managua, Nicaragua, en julio de 2004, la cual deberá considerar “medidas concretas adicionales para aumentar la transparencia y combatir la corrupción”.

VI. TRATA DE PERSONAS, ESPECIALMENTE MUJERES Y NIÑOS

Teniendo en cuenta que la trata de personas es un grave delito, que debe ser tipificado, prevenido y combatido, que sus víctimas se encuentran en una condición de vulnerabilidad lo cual exige una mayor atención internacional y la debida asistencia y protección, amparando sus derechos humanos y que para lograr estos fines se requiere de la cooperación integral por parte de todos los Estados. 

Reconociendo que existe un importante conjunto de instrumentos internacionales para garantizar la protección de las mujeres, niños, niñas y adolescentes, como son la Convención sobre los Derechos Humanos del Niño, la Convención sobre todas las formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, la Convención No. 182 de la OIT sobre las peores formas de trabajo infantil, el Protocolo Opcional de la Convención sobre los Derechos del Niño en relación con la venta de niños, la prostitución y la pornografía infantiles, la Convención Interamericana sobre el Tráfico Internacional de Menores y el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños.

Teniendo presente que el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, complementario de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, especifica las acciones que  configuran el delito de trata de personas.

Decididos a superar los obstáculos en la lucha contra este delito transnacional.

La REMJA V recomienda:

1. Que los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho firmen y ratifiquen, ratifiquen, o adhieran, según sea el caso, e implementen, a la brevedad posible, el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la  Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional.

2. Instar a los Estados Miembros a completar sus procesos internos para determinar si han de suscribir y ratificar:

a. El Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, y

b. La Convención Interamericana sobre el Tráfico Internacional de Menores.

3. La realización de una Reunión de autoridades nacionales en esta materia, incluyendo la participación, entre otros, de  la CIM, el IIN, las Naciones Unidas, la OIM y otros organismos internacionales relacionados, con el propósito de estudiar mecanismos de cooperación integral entre los Estados para asegurar la protección y asistencia a las víctimas, la prevención del delito y la persecución a sus autores. Asimismo, la reunión facilitará el intercambio de información y experiencias, el diálogo político y la cooperación entre los países de origen, tránsito y destino de la trata de personas, así como el establecimiento o mejoramiento de registros estadísticos en la materia.

4. Mantener el tema de la Trata de Personas como punto del temario en futuros debates de la REMJA.

VII. VIOLENCIA CONTRA LA MUJER

La REMJA V:

1. Insta a los Estados Miembros a completar sus procesos internos para determinar si han de suscribir y ratificar la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem do Pará).

2. Alienta a los Estados Parte de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem do Pará) a analizar el modo más apropiado de crear un mecanismo de seguimiento de la Convención. 

VIII. GÉNERO Y JUSTICIA

La REMJA V, habiendo escuchado la presentación de la CIM (Comisión Interamericana de Mujeres), toma nota de las recomendaciones sobre genero y justicia formuladas a la REMJA V por la Segunda Reunión de Ministras o Ministros o Autoridades al más alto nivel Responsables de las Políticas de las Mujeres en los Estados Miembros y las refiere a los Estados Miembros para mayor consideración.

IX.
CENTRO DE ESTUDIOS DE JUSTICIA DE LAS AMÉRICAS (CEJA)
En cumplimiento de los mandatos de la Segunda y Tercera Cumbres de las Américas, de las resolución de la Asamblea General de la OEA AG/RES. 1 (XXVI-E/99) y de las conclusiones y recomendaciones de las REMJA II y III, que impulsaron la creación de un Centro de Estudios que contribuya al mejoramiento de las políticas de Justicia y al desarrollo institucional de los sistemas judiciales en la región.

Y habiendo oído el informe del Centro de Estudios de Justicia de las Américas, la REMJA-V decide:

1. Expresar su agradecimiento al Consejo Directivo  y al Director Ejecutivo por la orientación e iniciativa que han puesto de manifiesto al guiar y elaborar los pasos iniciales del trabajo del Centro en la esfera de la justicia penal, y dar forma concreta a la visión de un centro regional de expertos en el sector de la justicia establecido por los Jefes de Estado y de Gobierno en Santiago de Chile.

2. Felicitar al Centro por la exitosa puesta en marcha de sitios y publicaciones en Internet que están siendo ampliamente consultados en la región, y por la elaboración  de un importante estudio comparado de normas y prácticas de procedimiento penal en la región que  contribuirán a mejorar el desempeño del sistema de justicia.

3. Expresar satisfacción por los esfuerzos realizados para hacer efectiva la participación de  los Estados Miembros en programas y actividades del Centro, pese a la diversidad de intereses e instituciones que intervienen y la escasez de financiamiento.

4. Solicitar al Centro que, de conformidad con los objetivos establecidos en su Estatuto, incluya en sus planes de trabajo las conclusiones y recomendaciones de la REMJA. Para este fin, los Estados Miembros proveerán los recursos que sean necesarios.

5. Solicitar al Centro que organice  un grupo o proceso de trabajo, incluyendo los Estados Miembros  y otros donantes, a fin de elaborar, para que sea considerado por la REMJA VI, un plan de financiamiento del Centro de acuerdo con el mandato de la Tercera Cumbre de las Américas. Este proceso debe ser desarrollado sin perjuicio de las contribuciones voluntarias que con este objeto los Estados Miembros deban entregar, de acuerdo a lo establecido en el Estatuto del Centro, aprobado por la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

6. Aprobar la renovación del mandato del Director Ejecutivo del Centro acordada por su  Consejo Directivo, de acuerdo con su Estatuto, en sesión ordinaria celebrada el 5 de enero de 2004, en Santiago de Chile.

7. Solicitar al Centro  que siga apoyando los esfuerzos que se realizan para  fortalecer los sistemas de Justicia internos con miras al mejoramiento de los marcos nacionales  en el ámbito de la cooperación y asistencia judicial mutua en el Hemisferio.

X.
PRÓXIMA REUNIÓN 

La REMJA V recomienda que la Sexta Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA VI) se realice en el año 2006 y que la Asamblea General de la OEA encargue al Consejo Permanente de la Organización de fijar la fecha y sede  de la misma.


AG/RES. 2044 (XXXIV-O/04)

PROMOCIÓN Y FORTALECIMIENTO DE LA DEMOCRACIA

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)
LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTOS los informes del Consejo Permanente sobre la implementación  de las resoluciones AG/RES.1957 (XXXIII-O/03) y AG/RES.1960 (XXXIII-O/03) (CP/doc. 3899/04) y CP/doc.   /04)

CONSCIENTE de que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece en su preámbulo “que la democracia representativa es condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región” y establece que uno de los propósitos esenciales de la Organización es “promover y consolidar la democracia representativa dentro del respeto al principio de no intervención”;

CONSIDERANDO que los Jefes de Estado y de Gobierno, reunidos en la Cumbre Extraordinaria de las Américas adoptaron  la Declaración de Nuevo León donde se reafirmó  el compromiso hemisférico con la democracia; 

RECORDANDO que en la Declaración de Nuevo León se reiteró el compromiso con la plena aplicación de la Carta Democrática Interamericana, que constituye un elemento de identidad regional cuya proyección internacional es un aporte de nuestro hemisferio a la comunidad de naciones;

TENIENDO PRESENTE que la Carta Democrática Interamericana reafirmó el compromiso de los gobiernos de las Américas con la promoción y consolidación de la democracia y el carácter esencial de ésta para el desarrollo social, político y económico de la Américas;

RECORDANDO también que la Declaración sobre Seguridad en las Américas reafirmó el compromiso total de los Estados con la plena observancia de la Carta Democrática Interamericana, sus valores, principios y mecanismos y al fortalecimiento del sistema interamericano para la protección de los derechos humanos y recomendó que las acciones para promover la cultura democrática sean tomadas en armonía con las provisiones de la Carta Democrática Interamericana.

CONSCIENTES  de que la Declaración desde México suscrita por los Ministros de Educación del hemisferio reconoció la importancia de formar conciencia cultural y valores democráticos en las presentes y futuras generaciones, especialmente en el ámbito de la educación como un medio clave para fortalecer las instituciones democráticas; y

TENIENDO PRESENTE la “Declaración de Santiago sobre democracia y confianza ciudadana: un nuevo compromiso de gobernabilidad para las Américas” (AG/DEC 31 XXXIII-O/03),

RESUELVE:

1. Reafirmar el compromiso de los Estados Miembros de la Organización con la plena vigencia y aplicación de los principios y valores democráticos en el Hemisferio contenidos en la Carta de la OEA, la Carta Democrática Interamericana y otros instrumentos internacionales relevantes.

2. Apoyar  a  los Estados Miembros para que continúen sus esfuerzos colectivos para fortalecer la gobernabilidad democrática, luchar contra la corrupción, profundizar el Estado de Derecho y dar plena vigencia  a los derechos humanos, la lucha contra la pobreza, la inequidad y la exclusión social. 

3. Invitar a las organizaciones de la sociedad civil a que continúen contribuyendo al fortalecimiento de la gobernabilidad democrática en el hemisferio, a través de la promoción del respeto al Estado de derecho y a los valores y principios contenidos en la Carta Democrática Interamericana.

4. Apoyar la iniciativa de los Ministros de Educación de dar impulso a los principios contenidos en la Carta Democrática Interamericana en los programas educativos de acuerdo al ordenamiento de cada país. 

5. Recomendar a los Estados Miembros que promuevan y difundan la Carta Democrática Interamericana, acorde con el mandato “Seguimiento y desarrollo de la Carta Democrática Interamericana” establecido como tema permanente de la Asamblea General.

6. Encomendar al Consejo Permanente, en el marco de los compromisos y mandatos emanados de la Carta de la OEA, del Proceso de las Cumbres de las Américas y de la Carta Democrática Interamericana, que:

a) Continúe atendiendo  el análisis de los principales desafíos a la gobernabilidad democrática y en particular aquellos relacionados con la el fortalecimiento de las instituciones democráticas  y la promoción del desarrollo económico y social, y  siga trabajando en la definición  del “Programa de Gobernabilidad democrática en las Américas”.

b) Continúe celebrando en el primer trimestre de cada año una sesión   con el fin de examinar las actividades desarrolladas por la Organización en el año calendario precedente para promover y fortalecer la democracia.  

c) Realice una sesión en el mes de Octubre de 2004, sobre el fortalecimiento de los partidos políticos como actores centrales de la democracia con el apoyo de la Secretaría General a través de la Unidad para la Promoción de la Democracia y con la presencia de representantes del Foro Interamericano sobre Partidos Políticos.
d) Realice una sesión en el  primer trimestre de 2005 sobre la subordinación constitucional de todas las instituciones del Estado a la autoridad civil legalmente constituida, y el respeto al estado de derecho de todas las entidades y sectores de la sociedad   con el apoyo de la Secretaría General a través de la UPD, y con la presencia de representantes de los medios académicos, partidos políticos y la sociedad civil.

7. Reconocer la labor de la Unidad para la Promoción de la Democracia como punto focal en el desarrollo de la Agenda Interamericana en materia de democracia y, en especial, en la ejecución de los mandatos del Proceso de Cumbres, el apoyo a la difusión de la Carta Democrática y en el cumplimiento de los mandatos de la Asamblea General y, en tal sentido, solicitar a la Secretaría General que a través de esta Unidad, 

a) Coordine las actividades y los programas de las distintas unidades y oficinas de la Secretaría General relacionados con la promoción de la democracia, de acuerdo con los contenidos de la Carta Democrática Interamericana, a efectos de mejorar la eficacia en el cumplimiento de los mandatos de la Agenda Interamericana.

b) Promueva el desarrollo de acciones que permitan a los gobiernos y a la sociedad civil un mejor conocimiento de la Carta Democrática y de la Agenda Interamericana para la promoción y defensa de la democracia.

c) Desarrolle, junto con las autoridades nacionales competentes de los Estados Miembros que así lo consideren pertinente,  programas que fortalezcan la institucionalidad democrática, al igual que los principios, valores y prácticas que la sustentan, enfocando los elementos esenciales y componentes fundamentales de la Democracia  Representativa.

d) Continúe elaborando el inventario anual de actividades relacionadas con la promoción de la democracia para consideración del Consejo Permanente e incluya sugerencias específicas para mejorar el impacto de dichas acciones.

e) Continúe el trabajo de intercambio de información con  el proceso de la Comunidad de Democracias y en especial en el sentido de promover el conocimiento de la Carta Democrática Interamericana como un aporte de las Américas a dicha Comunidad.

f) Fortalezca la capacidad del Foro Interamericano sobre Partidos Políticos (FIAPP) como mecanismo central de coordinación de los esfuerzos en esta materia y adelante las acciones necesarias para llevar a cabo la “Agenda Interamericana de Modernización y Reforma de los Sistemas de Partidos y los Partidos Políticos”, así como para prestar asistencia técnica a los Estados Miembros que así lo soliciten, para la formulación y avance de reformas políticas que fortalezcan los sistemas de partidos, eleven la transparencia en la financiación de la política y mejoren la capacidad de los partidos para ejercer sus funciones tanto en el gobierno como en la oposición.

g) Continúe sus esfuerzos para promover el dialogo político como mecanismo para la prevención y resolución de conflictos y como instrumento en el fortalecimiento de la gobernabilidad democrática. en tal sentido, la realización en la ciudad de Lima, Perú, en marzo último del Foro Regional “Experiencias Latinoamericanas sobre Diálogo y Concertación y el reto de su institucionalización” constituye un valioso ejemplo de la cooperación entre un Estado Miembro y la Secretaría General de la OEA en este campo.

h) Continúe su apoyo a los esfuerzos de las instituciones legislativas de los Estados Miembros en favor de la modernización, en particular a la organización del Primer Foro Interamericano sobre Modernización Legislativa, y del fortalecimiento de los poderes legislativos, así como de la cooperación inter.-parlamentaria en  temas claves de la Agenda Interamericana y que, en particular, genere iniciativas que fortalezcan la capacidad parlamentaria en la  lucha contra la corrupción, así como el combate a la pobreza, la inequidad y la exclusión social.

i) Genere iniciativas que sirvan para estudiar y entender mejor el papel de los medios de comunicación en la promoción y defensa de la democracia.

j) Tomar en cuenta en sus actividades la contribución que las tecnologías de la información y la comunicación pueden hacer para el desarrollo de sociedades más justas, abiertas y democráticas.

k) Presente informes semestrales sobre el progreso logrado en la ejecución de su plan de trabajo.

l) Promueva el examen de la relación entre la gobernabilidad democrática y los procesos de descentralización y fortalecimiento de los niveles intermedios y locales mediante un seminario coordinado con las autoridades de la Red  Interamericana para la Descentralización (RIAD) y con la participación de otras agencias internacionales.

8. Reconocer el trabajo conjunto llevado a cabo por la Unidad para la Promoción de la Democracia y la Unidad de Desarrollo Social y Educación, tanto en el fortalecimiento de la democracia a través de la educación como en el esfuerzo por vincular la agenda democrática con la promoción del desarrollo social. 

9. Solicitarle a la Secretaría General que a través de ambas Unidades, y otras, según corresponda:

a) Continúe desarrollando actividades y programas que ayuden a los Estados Miembros en la implementación de los mandatos del Proceso de Cumbres de las Américas, especialmente con base en los contenidos de la Declaración de Nuevo León sobre gobernabilidad democrática y desarrollo social.

b) Continúen apoyando el Consejo Permanente en la definición del “Programa de Gobernabilidad Democrática en las Américas” y en sus esfuerzos para identificar acciones que contribuyan al mejoramiento de la gobernabilidad.

c) Promuevan actividades que permitan vincular la agenda democrática con la promoción del desarrollo y convoque a otras instituciones con responsabilidades en materia de desarrollo para que estudien la forma de avanzar,  conjuntamente con el CIDI. 

d) Presenten al Consejo Permanente un documento que sirva de base para la elaboración de un Programa Interamericano para la educación en valores democráticos para la paz y los derechos humanos, teniendo en cuenta las recomendaciones de la Sesión Extraordinaria del Consejo Permanente sobre “Promoción de la cultura democrática a través de la educación”, realizada los días 12 y 13 de abril de 2004.


e) Continúen desarrollando programas de formación y capacitación dirigidos a promover los principios, valores y prácticas de la cultura democrática con base en los artículos 26 y 27 de la Carta Democrática Interamericana.

10. Instar a todas las entidades del sistema interamericano, especialmente la Comisión Interamericana de Mujeres, la Comisión  Interamericana de Derechos Humanos y a la Secretaría General, a través de la Unidad para la Promoción de la Democracia y la Unidad de Desarrollo Social y Educación, , para que continúen trabajando en la eliminación de los obstáculos existentes para la participación plena de las mujeres en los procesos democráticos, tomando en cuenta el Artículo 28 de la Carta Democrática Interamericana y las recomendaciones de las sesiones realizadas por el Consejo Permanente sobre esta materia.

11. Instar a los Estados Miembros y a los Observadores Permanentes que sigan contribuyendo al Fondo para el Fortalecimiento de la Democracia, al Fondo de Paz: Solución Pacífica de Controversias Territoriales y al Fondo Específico Permanente para financiar actividades relacionadas con Misiones de Observación Electoral de la OEA.

12. Asegurar que las acciones y programas propuestos en esta resolución se lleven a cabo de acuerdo con los recursos asignados en el programa presupuesto de la Organización y otros recursos.

13. Encomendar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones sobre la ejecución de esta resolución.

AG/RES. 2051 (XXXIV-O/04)

COMBATE A LA EXPLOTACIÓN SEXUAL COMERCIAL, EL TRÁFICO ILÍCITO 
Y LA TRATA DE NIÑOS, NIÑAS, Y ADOLESCENTES EN EL HEMISFERIO

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)

LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSIDERANDO la importancia de asegurar una protección integral y efectiva de los niños, niñas y adolescentes por medio de mecanismos adecuados que permitan garantizar el respeto de sus derechos;


RECONOCIENDO que hoy en día la explotación sexual comercial, incluida la divulgación de pornografía infantil a través del Internet y otros medios de difusión masiva, y el tráfico ilícito y trata de los niños, niñas y adolescentes constituye una preocupación tanto a nivel regional como universal y que es un fenómeno que atenta contra los derechos de los niños, niñas y adolescentes consagrados en diversos instrumentos internacionales;


TENIENDO EN CUENTA la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que en su artículo 19 establece que “todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado; y la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, mediante la cual los Estados Parte se comprometen a proteger al niño contra todas las formas de explotación y abuso sexuales (artículo 34 de la Convención); 

TENIENDO EN CUENTA ADEMÁS otros instrumentos internacionales que guardan relación con el combate a la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes y la lucha contra el tráfico ilícito y trata de niños, niñas y adolescentes en el Hemisferio, entre ellos, el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía (adoptado en 2000); la Convención sobre los Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Menores (adoptada en 1980); la Convención sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores (adoptada en 1980); la Convención Interamericana sobre el Tráfico Internacional de Menores (adoptada en 1994); la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores (adoptada en 1989); el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, a la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y, el Convenio de 182 de la OIT sobre las Peores Formas de Trabajo Infantil;

TENIENDO PRESENTE los esfuerzos que sobre la materia se realizan ya en diversos órganos, organismos, y las entidades de la Organización y otras instancias, en especial, la consideración del tema por parte del Comité Jurídico Interamericano (CJI) en el año 2000 que concluyó en la necesidad de contar con la mayor información posible antes de considerar la necesidad de una convención interamericana para la represión extraterritorial de los delitos sexuales contra niños, niñas y adolescentes; la estrategia de coordinación que viene desarrollando la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) sobre tráfico de mujeres y niños para fines de explotación sexual en las Américas; y los talleres subregionales que organiza el Instituto Interamericano del Niño (IIN) sobre tráfico de niños, niñas y adolescentes con fines de explotación sexual y pornografía infantil;


RECONOCIENDO que para asegurar el éxito en el combate a la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes y en la lucha contra el tráfico ilícito y la trata de de niños, niñas y adolescentes en el hemisferio se requiere adoptar un enfoque global que permita hacer frente a todos los factores que contribuyen a dicha problemática así como medidas que faciliten la cooperación internacional tanto jurídica como judicial para asegurar una eficaz protección de los derechos de  los niños, niñas y adolescentes,
RESUELVE:

1.
Reafirmar que los principios y normas consagrados en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos que adquieren particular relevancia en relación con la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

2.
Instar a los Estados Miembros a que consideren la firma y ratificación, la ratificación o la adhesión, según sea el caso, de los instrumentos internacionales que guardan relación con el combate a la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes y la lucha contra el tráfico ilícito de niños, niñas y adolescentes en el hemisferio, entre ellos, la Convención sobre los Derechos del Niño (adoptada en 1989); el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía (adoptado en 2000); la Convención sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores (adoptada en 1980); la Convención Interamericana sobre el Tráfico Internacional de Menores (adoptada en 1994); y, la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores (adoptada en 1989); y a que los Estados Partes tomen las medidas necesarias para garantizar los derechos contenidos en dichos instrumentos.

3.
Solicitar a la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) que en el marco del proyecto que desarrolla sobre el tráfico ilícito y la trata de mujeres, niños, niñas y adolescentes para fines de explotación sexual en las Américas, remita al Consejo Permanente, antes del 31 de diciembre de 2004, para su consideración, un estudio sobre el tráfico de niños, niñas y adolescentes para fines de explotación sexual comercial en el Hemisferio.

4.
Solicitar al Instituto Interamericano del Niño (IIN) que remita al Consejo Permanente, antes del 31 de diciembre de 2004, para su consideración:

a.
un informe sobre la situación en el Hemisferio de los niños, niñas y adolescentes traficados con fines de explotación sexual con el objetivo de profundizar los conocimientos existentes acerca del tráfico y la trata de niños, niñas y adolescentes que posibilite el eventual diseño de acciones y medidas para el combate de la explotación sexual comercial y la lucha contra el tráfico ilícito de niños, niñas y adolescentes en el Hemisferio; y
b.
un informe sobre el marco normativo existente en los Estados miembros con relación a estos problemas, especialmente en material penal y de procedimiento.

5.
Solicitar al Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA), que remita al Consejo Permanente, antes del 31 de diciembre de 2004, para su consideración, un informe sobre la capacidad actual de los sistemas judiciales de los Estados Miembros para atender los problemas relativos a la explotación sexual comercial, el tráfico ilícito y la trata de niños, niñas y adolescentes en el Hemisferio y la aplicación por parte de los mismos de la normativa interna e internacional. 

6. Encomendar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que considere la Opinión Consultiva 17/2002 sobre la Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos el 28 de agosto de 2002, con miras a elaborar un estudio sobre los alcances de las conclusiones de dicha Opinión Consultiva para el sistema interamericano de protección y promoción de los derechos humanos.
7. Solicitar a la CIM, al IIN, al CEJA, y a la CIDH a que cooperen en la elaboración de estos estudios.

8. Encomendar al Consejo Permanente que convoque a una sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos durante el primer trimestre de 2005 para considerar los documentos remitidos por la CIM, el IIN, el CEJA y la CIDH, y formule las recomendaciones de acciones futuras a adoptar con relación a este tema.

9. Solicitar al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General en su trigésimo quinto período ordinario de sesiones sobre el cumplimiento de la presente resolución, la cual será ejecutada de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

AG/RES. 2057 (XXXIV-O/04)

PROYECTO DE CARTA SOCIAL DE LAS AMÉRICAS: RENOVACIÓN DEL COMPROMISO HEMISFÉRICO DEL COMBATE A LA POBREZA EXTREMA EN LA REGIÓN

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 8 de junio de 2004)

LA ASAMBLEA GENERAL,

CONSIDERANDO que la Carta de la Organización de los Estados Americanos establece como uno de sus propósitos esenciales erradicar la pobreza crítica, que constituye un obstáculo al pleno desarrollo democrático de los pueblos del hemisferio;

TENIENDO PRESENTE:

Que la democracia representativa es indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la región;

Que la Carta Democrática Interamericana señala que la pobreza, el analfabetismo y los bajos niveles de desarrollo humano son factores que inciden negativamente en la consolidación de la democracia; y

Que la promoción y observancia de los derechos económicos, sociales y culturales son consustanciales al desarrollo integral y al crecimiento económico con equidad;

RECORDANDO también las Declaraciones de las Cumbres de las Américas, así como la Declaración de Margarita sobre Pobreza, Equidad e Inclusión Social, y el Consenso de Monterrey; y

TOMANDO EN CUENTA que la eliminación de la pobreza crítica es parte esencial de la promoción y consolidación de la democracia representativa y constituye responsabilidad común y compartida de los Estados americanos,

RESUELVE:

Encomendar al Consejo Permanente y a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) que preparen, conjuntamente, un proyecto de Carta Social de las Américas y un Plan de Acción
/ que incluya los principios de desarrollo social y establezca metas y objetivos específicos que refuercen los instrumentos existentes en la Organización de los Estados Americanos sobre democracia, desarrollo integral y combate a la pobreza, y presenten los resultados a la consideración de la próxima Asamblea General.
CIM01413S
















































































































































































































































































































































































































































































































�.	Para algunos de los Estados Miembros las negociaciones comerciales subregionales deben considerarse incluidas en este párrafo. 


�.	La Delegación de Venezuela presentó la propuesta de un Fondo Humanitario Internacional para la financiación de programas de desarrollo social.





�.	La Declaración conjunta CEATAL-COSATE con ocasión de la XIII Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo se adjunta a esta Declaración.


�.	Venezuela considera que el título de esta resolución debe ser “Asistencia técnica para la cooperación hemisférica en las áreas del comercio e integración”, por cuanto el espíritu y propósito del texto es reafirmar el rol que la Organización de los Estados Americanos, en cuanto miembro del Comité Tripartito, desempeña en prestar apoyo, aporte técnico, analítico y financiero, al proceso de negociaciones del ALCA, tal como se destaca en la sección resolutiva del texto.  


Venezuela reitera el contenido de la reserva formulada al párrafo 15  de la Declaración de Québec y al párrafo 6-A del Plan de Acción, en cuanto a la entrada en vigor del ALCA en el año 2005.  


Venezuela reafirma el contenido de la reserva formulada al párrafo 12 de la Declaración de Nuevo León, cuyo contenido es el siguiente: “Venezuela se reserva el párrafo relativo al ALCA, por motivos principistas y diferencias profundas acerca del concepto y la filosofía contenidas en el modelo propuesto, así como por el tratamiento dado a las materias específicas y a los plazos establecidos.  Ratificamos nuestro compromiso con la consolidación de un bloque regional y de comercio justo, como base para fortalecer los niveles de integración.  Este proceso debe considerar las especificidades culturales, sociales y políticas de cada país; la soberanía y constitucionalidad; el nivel y tamaño de sus economías para garantizar un trato justo.”  


Venezuela reafirma que los compromisos que se adquieran en las negociaciones del ALCA deben ser compatibles con las doctrinas de la soberanía de los Estados y los textos constitucionales;  


Venezuela reitera que las negociaciones del ALCA deben tomar en cuenta la amplia agenda social de los pueblos de las Américas, con el objeto de contribuir a erradicar la pobreza, elevar los niveles de vida de los sectores excluidos de nuestras poblaciones, incrementar el empleo, mejorar las condiciones laborales de los trabajadores, promover la inclusión social, fortalecer el diálogo social y la protección social, mejorar los niveles de salud y educación y proteger mejor el medio ambiente, así como respetar la diversidad cultural y valorar la diversidad cultural consagrada en la Declaración y el Plan de Acción de la Cumbre de las Américas de 2001;  


Venezuela considera que: 


1. – la Organización de los Estados Americanos puede  y debe expresarse con relación a las potenciales tensiones que se generarían por las obligaciones derivadas de los compromisos que han asumido los Estados en los tratados relativos a derechos humanos, medio ambiente, laborales, culturales, etc.  y aquellas obligaciones que se generarían de entrar en vigor el ALCA; 


2. – la Organización de los Estados Americanos puede y debe elaborar recomendaciones sobre Fondos de Convergencia Estructural y el diseño de mecanismos que hagan posible que, con la firma del Tratado del ALCA, se adquieran compromisos firmes que garanticen una reducción significativa de las disparidades en los niveles de desarrollo entre las naciones y entre sectores productivos, con metas sociales y económicas precisas, plazos bien establecidos y mecanismos de seguimiento; y 


3. – la Organización de los Estados Americanos puede y debe jugar un rol más positivo para garantizar la plena transparencia de todo el proceso de negociaciones y motivar una mayor participación de la sociedad civil en el proceso de negociaciones del ALCA.


“( La delegación de Venezuela reserva su posición sobre el párrafo 15 de la Declaración de Québec y el párrafo 6-A del Plan de Acción, en virtud de las consultas que se llevan a cabo entre los diversos sectores del gobierno nacional en función de nuestra legislación interna, para dar cumplimiento a  los compromisos que se derivarían de la entrada en vigor del ALCA en el año 2005.”


“(	Venezuela se reserva el párrafo relativo al ALCA, por motivos principistas y diferencias profundas acerca del concepto y la filosofía contenidas en el modelo propuesto, así como por el tratamiento dado a las materias específicas y a los plazos establecidos. Ratificamos nuestro compromiso con la consolidación de un bloque regional y de comercio justo, como base para fortalecer los niveles de integración. Este proceso debe considerar las especificidades culturales, sociales y políticas de cada país; la soberanía y constitucionalidad; el nivel y tamaño de sus economías para garantizar un trato justo.”


�.	“Venezuela se reserva el párrafo relativo al ALCA, por motivos principistas y diferencias profundas acerca del concepto y la filosofía contenidas en el modelo propuesto, así como por el tratamiento dado a las materias específicas y a los plazos establecidos. Ratificamos nuestro compromiso con la consolidación de un bloque regional y de comercio justo, como base para fortalecer los niveles de integración. Este proceso debe considerar las especificidades culturales, sociales y políticas de cada país; la soberanía y constitucionalidad; el nivel y tamaño de sus economías para garantizar un trato justo”.


�.	La Delegación de los Estados Unidos solicitó el registro de su reserva a esta resolución. La declaración leída en la sesión del Consejo Permanente del 20 de mayo de 2004 figura anexa.


�.	La Delegación de Honduras solicitó el registro de la siguiente reserva: 


“El Estado de Honduras, congruente de que la cooperación judicial con la Corte Penal Internacional debe darse en el marco del derecho interno de los Estados y del derecho internacional, y reafirmando el carácter complementario de la jurisdicción de la Corte Penal Internacional, considera imprescindible que el párrafo resolutivo nueve (9) de esta resolución, debe entenderse necesariamente que la cooperación a la que se insta a los Estados Miembros es en el marco de sus legislaciones internas y el derecho internacional”.


�.	Esto se refiere al “Programa Interamericano de Combate a la Pobreza y la Discriminación”, y cualquier otra iniciativa orientada a la acción que pueda emerger de foros relevantes.





